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Iniciativas

QUE REFORMA Y DEROGA DIVERSAS DISPOSICIONES DEL

CÓDIGO PENAL FEDERAL, A CARGO DE LA DIPUTADA MA-
RÍA GLORIA HERNÁNDEZ MADRID, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DEL PRI

La que suscribe, diputada por Hidalgo, María Gloria
Hernández Madrid, integrante del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 71 fracción II
y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como los artículos 6 fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta honorable asamblea, iniciativa
con proyecto de decreto por la que se derogan los nu-
merales 10 y 11 del artículo 24, así como los artículos
43 y 44, todos del Código Penal Federal, lo anterior
con base en lo siguiente

Exposición de Motivos 

1. Antecedentes 

En el ámbito jurídico penal mexicano, la consecuencia
a la realización de conductas delictivas que dañan o
buscan dañar alguno de los bienes jurídicos protegidos
por la ley, le denominamos pena; sin embargo, su al-
cance, criterios de imposición, parámetros y propor-
cionalidad en relación con las conductas que la origi-
nan, ha sido objeto de estudio y análisis jurídico por
centurias, sin que a la fecha exista consenso al respec-
to.

Así pues, durante el transcurso del tiempo, la doctrina
jurídica, los fenómenos sociales y la atribución que
tiene el Estado a sancionar las conductas delictivas,
han ofrecido diversas posturas por cuanto hace a los
criterios que deben determinar su alcance, de esta
suerte, la pena ha sido considerada desde un mero cas-
tigo que se impone a quien comete una conducta pro-
hibida por la ley hasta la condicionante que debe cum-
plir la persona a quien se le impone para reinsertarse a
la sociedad.

En ese sentido, la función de la pena transitó por eta-
pas en donde fue considerada como la mera expiación
de culpas o bien la forma en que los individuos sujetos
a ella, serían rehabilitados, es decir, la imposición de

una pena también ha sido vista como un mecanismo
para sanar a personas enfermas y de ahí la necesidad
de su rehabilitación.

En un sentido muy amplio, la imposición de penas ha
sido considerada y utilizada como uno de los principa-
les medios de que dispone el Estado como reacción
frente a la comisión de delitos ya que, a posteriori,
restringe los derechos y libertades de la persona sujeta
a ella. 

2. Planteamiento del Problema

No obstante lo expuesto en el apartado anterior, cada
sistema jurídico de los estados nacionales entiende,
aplica y se vale de la imposición de penas de acuerdo
con su tradición normativa, social, ideológica o políti-
ca, por lo tanto, una pena que no se ajuste a su función,
no podrá aceptarse aunque se encuentre prevista en la
ley. Así, por ejemplo, si la función de la pena es la so-
la retribución, resultará legítimo castigar a una perso-
na por la comisión de una conducta aunque en el mo-
mento de la sentencia, este delito se encuentre
despenalizado; en otro contexto, si la función de la pe-
na es la resocialización, difícilmente podrán conside-
rarse útiles las penas privativas de libertad como la ca-
dena perpetua porque niegan la posibilidad de
reinserción social del condenado.

A partir de la reforma Constitucional del 18 de junio
de 2008, nuestro país ha considerado que la función de
la pena es la reinserción del sentenciado a la sociedad,
para lograr este objetivo, es necesario revisar y ade-
cuar constante las penas previstas por las leyes pena-
les mexicanas a partir del principio de proporcionali-
dad y del derecho penal de acto, rechazando a su
opuesto, el derecho penal del autor; esto es así porque
de acuerdo con el principio de legalidad, ninguna
persona puede ser castigada por quien es, sino úni-
camente por las conductas delictivas que compro-
badamente comete; por lo que la personalidad se
vuelve un criterio irrelevante.1

Contrario a lo señalado por la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación, el Código Penal Federal incorpora en
el texto de los numerales 10 y 11 de su artículo 24, que
son penas, el apercibimiento y la caución de no ofen-
der, de esta suerte, los artículos 43 y 44 del propio Có-
digo disponen que:
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Artículo 43. El apercibimiento consiste en la conmina-
ción que el juez hace a una persona, cuando ha delin-
quido y se teme con fundamento que está en dispo-
sición de cometer un nuevo delito, ya sea por su
actitud o por amenazas, de que en caso de cometer
éste, será considerado como reincidente. 

Artículo 44. Cuando el juez estime que no es suficien-
te el apercibimiento exigirá además al acusado una
caución de no ofender, u otra garantía adecuada, a
juicio del propio juez. 

Como puede apreciarse, la pena de apercibimiento es
contraria al principio de proporcionalidad toda vez que
carece de parámetros o criterios objetivos para su apli-
cación al incorporarse como una conminación que rea-
liza el juzgador a discrecionalidad, respecto cualquier
sentenciado a partir de una posible conducta delin-
cuencial futura, pero aún peor, esa pena se impone a
partir del temor que puede generar el sentenciado
por su actitud, es decir, se impone una sanción por
quien es o puede ser la persona y no por los hechos es-
trictamente acreditados y atribuibles a éste, en ese con-
texto, el apercibimiento no abona a la reinserción social
del sentenciado cuando la pena consiste en la privación
de la libertad y cuando la pena es distinta, tampoco es
de utilidad porque en caso de sustentarse en amenazas
esgrimidas por el sentenciado respecto a la posibilidad
de delinquir nuevamente sería sancionarlo previamen-
te por hechos no ocurridos y, basados en las amenazas,
estas desde luego son un delito en lo particular que re-
querirían una sanción en forma independiente.

Ahora bien, respecto de la caución de ofender, se en-
tiende como una pena complementaria al apercibi-
miento que tras haberse señalado y demostrado atenta
contra los principios jurídicos mexicanos para la im-
posición de una sanción penal y adolece de finalidad
como medida para lograr la reinserción del sentencia-
do, luego entonces es evidente que también resulta es-
ta sanción “accesoria” como intrascendente, innecesa-
ria e inútil, es por ello que al derogarse la pena de
apercibimiento, en consecuencia, debe ocurrir con lo
mismo con la que de esta se desprende, es decir, con la
caución de no ofender.

3. Propuesta Legislativa

Por los razonamientos y argumentos vertidos en esta
Iniciativa, someto al conocimiento, análisis, valora-

ción y dictamen correspondiente, el siguiente proyec-
to de

Decreto

Único. Se derogan los numerales 10 y 11 del artículo
24, así como los artículos 43 y 44, todos del Código
Penal Federal, para quedar de la siguiente manera:

Artículo 24. … 

1. … a 9. …

10. Se deroga.

11. Se deroga.

12. … a 19. …

…

Artículo 43. Se deroga.

Artículo 44. Se deroga.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Se derogan las disposiciones que se opon-
gan al presente Decreto.

Nota

1 Individualización de la pena tratándose de delito no culposo. El

juzgador no debe tomar en consideración los dictámenes periciales

tendentes a conocer la personalidad del inculpado (legislación del

Distrito Federal) [interrupción de la jurisprudencia 1a./J.

175/2007]. Época: Décima Época, Registro: 2005884, Instancia:

Primera Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Se-

manario Judicial de la Federación, Libro 4, marzo de 2014, Tomo

I, Materia(s): Penal, Tesis: 1a./J. 20/2014 (10a.), página: 376.

Presentada en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de abril de 2018.

Diputada María Gloria Hernández Madrid (rúbrica)
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QUE REFORMA EL ARTÍCULO 186 DE LA LEY DEL IMPUES-
TO SOBRE LA RENTA, A CARGO DEL DIPUTADO CHRISTIAN

ALEJANDRO CARRILLO FREGOSO, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DEL PAN

El que suscribe, Christian Alejandro Carrillo Fregoso,
diputado federal integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional en la LXIII Legislatura de la
Cámara de Diputados, con fundamento en lo dispuesto
en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, 6, párrafo 1,
fracción I, y 77 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración del pleno de esta honora-
ble asamblea, la siguiente iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se reformar el artículo 186 de la Ley del
Impuesto sobre la Renta, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La migración es un fenómeno que siempre ha existido,
sin embargo, a través de los años, ha sido más frecuen-
te en nuestro país, debido a las necesidades económicas
de las personas, la falta de trabajo bien pagado, entre
otros motivos y migran con la finalidad de mejorar sus
condiciones de vida y generar certeza laboral.

Por años, los mexicanos han decidido migrar a Estados
Unidos de América derivado de las oportunidades que
ofrece y la ubicación geográfica en la que se encuen-
tra. Sus decisiones en ocasiones van más allá de las
políticas migratorias que tiene el país de destino, esta-
bleciéndose de forma irregular.

La migración ilegal ha ocasionado que nuestros con-
nacionales, generen su patrimonio fuera de su país,
que se establezcan y formen su familia en el país veci-
no, creando vacíos en su vida al retornar, esto se refle-
ja en la falta de patrimonio en México, la falta de do-
cumentación que acredite su conocimiento o expertis
en algún área laboral, afectando sus posibilidades la-
borales a su regreso.

El acceso al trabajo es necesario para que las personas
generen un estado de bienestar mayor y de esta forma
se garantizan sus derechos económicos, sociales y cul-
turales.

Si bien la Constitución, otorga el derecho al trabajo, la
realidad que enfrentan nuestros connacionales repa-
triados, es una clara falta de oportunidades.

Para atender esta problemática, se han creado progra-
mas federales emergentes, con la finalidad de fomen-
tar su contratación, sin embargo, un programa sólo
transita en un sexenio y lo que verdaderamente se ne-
cesita, es crear políticas públicas que se encuentren vi-
gentes a lo largo de los años y que apoyen a solucio-
nar un problema.

Uno de los eventos que ha marcado la vida de nuestros
connacionales que radican de forma ilegal en Estados
Unidos de América, fueron las elecciones de presiden-
ciales de ese país cuyo resultado impacto en México.

En 2015, la Organización de las Naciones Unidas esti-
mó que había 12.3 millones de personas nacidas en
México fuera de nuestro país, de las cuales 12 millo-
nes residían en Estados Unidos de América, de esta ci-
fra, cerca de la mitad se encuentra en condición mi-
gratoria irregular, lo que podría generar un retorno
vulnerable, en un entorno que a la fecha lo que ha bus-
cado es reforzar la seguridad de la frontera.

Entre 2009 y 2015 las autoridades migratorias de Es-
tados Unidos de América (EUA), repatrio a 4.8 millo-
nes de personas1, en donde 462 mil correspondían a
2015 y 7 de cada 10, radicaban en territorio estadouni-
dense.

De acuerdo con estadísticas emitidas por la Secretaría
de Gobernación, en 2017 hubo un total de 166 mil 986
mexicanos repatriados desde Estados Unidos, de los
cuales 48 mil 288 arribaron a Tamaulipas, 47 mil 265
arribaron a Baja California, 29 mil 646 por Sonora, 19
mil 224 llegaron a la Ciudad de México, 16 mil 759
por Coahuila y 5 mil 804 por Chihuahua2.

Ahora bien, México se ha beneficiado de la estadía de
los mexicanos en el vecino país, ya que el flujo de re-
mesas es constante, tan sólo en el año 2016, México
recibió por este concepto 27 mil millones de dólares,
su máximo histórico.

Por ello es necesario generar políticas públicas que
apoyen el retorno de mexicanos repatriados.

En un periodo de cinco años, de 2010 a 2015, retorna-
ron a México 495 mil 434 personas, procedentes prin-
cipalmente de EUA, lo que representa 89.3 por ciento
del total. Asimismo, 1.5 por ciento de quienes volvie-
ron provenían de Canadá, 1.2 por ciento de algunos
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países europeos y 2.2 por ciento de otras naciones,
mientras que 5.8 por ciento no específico el lugar del
que retornaba.

Es importante destacar que, a su retorno, los mexicanos
se ubican primordialmente en los siguientes estados:

Que si bien es un mapa que representa la movilidad
del fenómeno migratorio de 2010 a 2015, también es
cierto que el Instituto Nacional de Estadística y Geo-
grafía (INEGI), dio a conocer en la Encuesta Nacional
de Ocupación y Empleo (ENOE), al cuarto trimestre
de 2016, que los estados que tuvieron el mayor núme-
ro de repatriados fueron Michoacán, Guerrero y Oaxa-
ca, registrando 63 mil 852, estados que alcanzaron la
tasa más alta de informalidad laboral a nivel nacional,
con 82.2 por ciento, Guerrero de 78.2 por ciento y Mi-
choacán de 71.8 por ciento.

Con respecto a los salarios, los tres estados reportaron
un salario mensual, por debajo de los cinco mil pesos,
en donde Oaxaca reporto un promedio de ingreso
mensual de 4 mil 200 pesos mensuales, Guerrero de 4
mil 500 y Michoacán con un ingreso mensual de 4 mil
800 pesos, salario que se ubicó por debajo del prome-
dio nacional de 5 mil 663 pesos al mes.

Es necesario crear un marco de apoyo previsible y sos-
tenible, para dar respuesta a los mexicanos que retor-
nan a nuestro país.

La Ley General de Población, establece en su artículo
81 “se consideran como repatriados a los emigrantes
nacionales que regresan al país”.

Es importante garantizar una nueva oportunidad
para emplearse en el mercado laboral formal a to-
dos los repatriados, por eso consideramos necesario
implementar un estímulo fiscal por un monto equi-
valente al 25 por ciento del salario que sirvió de ba-
se para calcular las retenciones del Impuesto Sobre
la Renta, aplicable a personas físicas y morales que
contraten a migrantes repatriados.

Este apoyo se brindaría por una única vez, al re-
torno de nuestros connacionales y por una tempo-
ralidad no mayor a un año.

El objetivo de esta propuesta es fomentar la inclu-
sión laboral de las personas repatriadas, más allá

de las políticas migratorias, con la finalidad de me-
jorar su calidad de vida.

La inserción en el trabajo de estas personas es de
suma importancia, toda vez que no sólo regresan
con capacitación y competencia diferente a la que
su país de origen puede proporcionar, sino que ade-
más aprenden un segundo idioma que es de gran
utilidad para las empresas que los emplean.

Por las razones antes expuestas, someto a la conside-
ración de esta honorable asamblea la siguiente inicia-
tiva con proyecto de

Decreto por el que se reforma la denominación del
capítulo ii, del título vii, de la Ley del Impuesto so-
bre la Renta y se adiciona un párrafo al artículo
186

Título VII
De los Estímulos Fiscales

Capítulo II
De los patrones que contraten a personas 

que padezcan discapacidad, adultos mayores y
personas repatriadas

Artículo 186. …

…

Se otorgará un estímulo fiscal a quien contrate a
personas repatriadas, consistente en el equivalente
a 25 por ciento del salario efectivamente pagado a
estas. Para estos efectos, se deberá considerar la to-
talidad del salario que sirva de base para calcular,
en el ejercicio que corresponda, las retenciones del
impuesto sobre la renta del trabajador de que se
trate, en los términos del artículo 96. Para ser be-
neficiado se requiere ser mexicano de nacimiento y
comprobar que fue migrante. El beneficio se entre-
gará por única vez en un plazo máximo de un año.

Transitorios

Primero. La calidad de migrante se podrá acreditar
con matrícula consular, documento de repatriación o
con algún documento que compruebe su residencia la-
boral fuera de México, cuyo evento no sea mayor a
dos años.
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Segundo. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Anuario de Migración y remesas México 2017, editado por el

Consejo Nacional de la Población, Fundación BBVA Bancomer y

el Servicio de Estudios Económicos del Grupo BBVA, junio de

217, 196 páginas.

2 Secretaría de Gobernación. Boletín Estadístico 2017.Repatria-

ción de Mexicanos. Eventos de repatriación de mexicanos desde

Estados Unidos, según entidad federativa y punto de recepción de

2017, Última modificación, martes 27 de febrero de 2018 a las

17:55:56 por Héctor Reyes Sanabria http://www.politicamigrato-

ria.gob.mx/es_mx/SEGOB/Repatriacion_de_mexicanos_2017.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
el 10 de abril de 2018.

Diputado Christian Alejandro Carrillo Fregoso (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 3, 7 Y 9 DE LA

LEY GENERAL DE TURISMO, A CARGO DE LA DIPUTADA

BLANCA MARGARITA CUATA DOMÍNGUEZ, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DE MORENA

Blanca Margarita Cuata Domínguez, integrante de la
LXIII Legislatura del Congreso de la Unión y del Gru-
po Parlamentario de Morena, con fundamento en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como el artículo 6,
fracción I, del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a la consideración del pleno de esta asamblea
la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforma la fracción XX, se adiciona la fracción
XXI recorriendo la subsecuente en su orden del artí-
culo 3; reforma la fracción X del artículo 7 y reforma

la fracción XX, adicionando la fracción XXI reco-
rriendo las demás fracciones en su orden del artículo 9
de la Ley General de Turismo, al tenor de la siguiente:

Planteamiento del problema

Que la suscrita diputada Blanca Margarita Cuata Do-
mínguez en conjunto con la Comisión de Competitivi-
dad de la honorable Cámara de Diputados, el miérco-
les 30 de agosto de 2017, celebraron el foro
Competitividad sustentable del sector turístico en Mo-
relos como parte de un ciclo de encuentros denomina-
dos Foros para la competitividad sustentable, estraté-
gica en Morelos, teniendo como punto de partida la
importancia estratégica del sector turismo para el de-
sarrollo económico de Morelos, así como para conocer
y valorar las diversas tendencias del desarrollo econó-
mico que se deben cuidar y estimular para obtener una
competitividad sustentable a largo plazo para el sector.

Dentro de los múltiples asistentes al foro, se encontra-
ban presentes integrantes de la Asociación Mexicana
de Institutos de Español, AC, y la Asociación de Insti-
tutos para la Enseñanza del Español en Cuernavaca,
AC, quienes puntualmente manifestaron la siguiente
problemática por la que atraviesan:

Hablando de las escuelas de español en todo el país, a
partir de 2007 ha ido disminuyendo el turismo idio-
mático por diferentes factores: la crisis económica
mundial, baja en la economía de los Estados Unidos,
la contingencia sanitaria de la fiebre H1N1, y la ad-
vertencia de viaje de EUA (Travel warning del Depar-
tamento de Estado de Estados Unidos de América), lo
cual es el resultado de la situación de inseguridad que
vive el país en varias regiones de México. Hasta fina-
les de 2012 las estadísticas indican una baja de 92 por
ciento tan sólo en Cuernavaca, Morelos. De los 10 mil
estudiantes que venían anteriormente, en 2012 llega-
ron solamente 868.

En el presente, 2018, la situación de las escuelas de es-
pañol para extranjeros sigue siendo difícil. Las escue-
las de español en México llevan ya 10 años de baja
matriculación, debido sobre todo por la percepción de
inseguridad que se tiene de nuestro país en el extran-
jero y las consecuentes alertas de viaje, no solamente
de Estados Unidos, sino de los países de donde viene
la mayor parte de los estudiantes: Canadá, Japón, Ale-
mania y Suiza.
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Otro problema importante es que, debido a esta situa-
ción de crisis, las escuelas de español han tenido que
reducir sus actividades de promoción y publicidad,
dando como resultado que se acentúe la baja en la ma-
trícula. Las escuelas de español han sido durante mu-
cho tiempo, promotoras constantes de México en el
mundo.

A pesar de la problemática actual, el entusiasmo y vo-
cación por la enseñanza del español y la cultura mexi-
cana de las escuelas en México, son la energía para
continuar trabajando día a día, y promoviendo a Méxi-
co como un centro mundial de la enseñanza del espa-
ñol, nombre que se mantuvo hasta la crisis.

Cabe destacar que las escuelas de español para extran-
jeros en México, como entidades profesionales que
dan servicio a un gran número de turistas en nuestro
país en el sector de turismo idiomático, solicitaron ser
incluidas en la Ley General de Turismo como Presta-
dores de Servicios Turísticos.

Para lo cual manifestaron estar de acuerdo en cumplir
con la Ley General de Turismo, obteniendo los dere-
chos y obligaciones definidos por la ley en los capítu-
los II y III del título V De los Aspectos Operativos, de
dicha ley. Asimismo, estar de acuerdo en inscribirse en
el Registro Federal de Turismo en concordancia a lo
establecido con el capítulo I del título V de la ley.

Debiendo también destacar, que parte importante de la
problemática planteada radica en la disminución del
presupuesto en materia turística dentro del Presupues-
to de Egresos de la Federación para 2018, por lo que
se debe impulsar desde otros ángulos al sector turísti-
co.

Exposición de Motivos

Que es una función de los legisladores llevar a cabo
reuniones de trabajo con servidores públicos de enti-
dades y dependencias, así como con la sociedad civil
y asociaciones relacionadas con temas competentes no
solo de las comisiones a las que pertenece dentro de la
Cámara de Diputados, sino de todo el cumulo de temas
relacionados con la nación y que se vuelven relevantes
y de interés nacional, para el desarrollo del país, para
que en conjunto se realicen propuestas de mejora al
marco legal, así como para el establecimiento y desa-
rrollo de mecanismos que fortalezcan la capacidad de

competitividad, fomento económico y de competencia
económica de los diversos agentes y sectores econó-
micos y sociales del país.

Las escuelas de español para extranjeros en México
tienen ya una larga tradición e historia en nuestro pa-
ís. Ha sido una historia discreta porque los estudiantes
que vienen a las escuelas de español se confunden fá-
cilmente con turistas regulares; además la publicidad y
promoción que hacen las escuelas es en el extranjero,
por lo tanto, en las ciudades y pueblos en donde se ubi-
can no se sabe mucho de ellas. Normalmente las co-
munidades solo perciben los beneficios de tener a los
estudiantes de español o la falta de ellos.

La promoción de las escuelas de español en el extran-
jero hace que vengan a México visitantes de larga es-
tancia, siendo el promedio de un curso es de cuatro se-
manas. Esto significa una derrama económica
importante en las comunidades en donde se localizan
las escuelas. Para tener una idea de esta derrama eco-
nómica hay que tomar en cuenta los lugares en donde
se hospedan los estudiantes, los restaurantes y bares a
los que asisten, los autobuses que tienen que utilizar,
los taxis, los atractivos turísticos que disfrutan, la tien-
da en donde compran cualquier bebida, y muchos ne-
gocios más en donde los turistas idiomáticos pagan
múltiples bienes y servicios.

Es muy importante destacar que el idioma español no
es solamente es un sello distintivo de nuestro país que
refleja a su sociedad, su arte y su cultura, es también
una fuente de desarrollo económico que no se ha ex-
plotado suficientemente. Así lo demuestran países co-
mo España, en donde hay una industria pujante de la
enseñanza del español, con una definición y reglamen-
tación específica, promoción muy fuerte por parte de
su gobierno, y la protección y promoción cultural y
académica por parte de un instituto dedicado exclusi-
vamente a esto: el Instituto Cervantes. La intención de
las asociaciones de escuelas de español es explotar es-
te sector para mejorar el desarrollo social y económi-
co de nuestras comunidades. El español es un recurso
turístico.

A pesar del entorno difícil de los últimos 10 años, las
escuelas de español han continuado trabajando, y en
muchos casos sobreviviendo, para mantener este sec-
tor a flote.
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Contexto histórico

No olvidemos, que desde 1921 existe el segmento de
“Turismo Idiomático” en México, con la fundación
por parte de José Vasconcelos de la “Escuela de Vera-
no”; con la misión de “universalizar el conocimiento
sobre la lengua española y la cultura mexicana, así co-
mo apoyar académicamente a las comunidades mexi-
canas en el exterior”. Después de la segunda guerra
mundial el turismo idiomático creció a raíz del ‘G,.I.
Bill’, una iniciativa con la cual el gobierno de Estados
Unidos buscaba beneficiar a sus ex combatientes, y
entre otras cosas los becó para estudiar. Muchos de
ellos vinieron a México para estudiar el español. Ve-
mos así el auge del Centro de Estudios para Extranje-
ros de la UNAM, y el inicio del Instituto Allende en
Guanajuato, y el Instituto Mexicano Norteamericano
en la ahora Ciudad de México.

En 1961 el filósofo e intelectual Ivan Illich, abrió el
Cidoc (Centro Intercultural de Documentación), un
centro de intercambio académico y cultural en Cuer-
navaca que, entre otras cosas, entrenaba a gente de la
iglesia católica que iba a trabajar en América Latina y
necesitaba hablar nuestro idioma. De esta forma mu-
chos maestros de español se prepararon con las técni-
cas didácticas de esos tiempos. Cuando el centro cerró,
esos maestros fundaron sus propios institutos priva-
dos, desarrollando una forma de enseñanza y trabajo
que se ha replicado en diversos puntos del país y en el
extranjero, como en Costa Rica, Ecuador y Guatema-
la, entre los más conocidos. Esta forma de trabajo de
las escuelas en la ciudad de Cuernavaca y el país que
incluye una metodología de enseñanza en grupos pe-
queños, duración flexible, programas culturales y de
inmersión total son distintivos muy importantes, por lo
que estamos llamando el “Modelo Cuernavaca”, el
cual sabemos que da buenos resultados en el aprendi-
zaje del idioma y la cultura mexicana. Desde entonces
Cuernavaca ha sido un centro importante en América
Latina para el turismo idiomático. Los años 80 y 90 se
pueden llamar la época de oro del turismo idiomático
en México.

Los participantes a los cursos de español en México
son muy diversos, desde niños que vienen con sus pro-
fesores de escuela, adolescentes de escuelas secunda-
rias y preparatorias, universitarios que tradicionalmen-
te formaban el mayor número de estudiantes,
profesionistas que necesitan aprender el idioma para

su trabajo, adultos mayores que aprenden y viajan por
propio gusto. En cuanto a nacionalidades, los Estados
Unidos es el país de origen de la mayor parte de los es-
tudiantes, seguido de Canadá, Japón, Alemania, Suiza
y enseguida diversos países. De acuerdo a estadísticas
de AIPEC, la asociación de Cuernavaca, en esta ciu-
dad 80 por ciento de este turismo ha venido de Norte-
américa, 15 por ciento de Europa, y 5 por ciento de
Asia.

Uno de los factores claves del éxito de las escuelas de
español es el reconocimiento de los cursos por parte de
las Universidades de EUA y Canadá.

Las universidades otorgan créditos universitarios por
los cursos tomados en los institutos. Esto se ha logra-
do por la calidad y profesionalismo de los programas
durante cinco décadas.

En Cuernavaca en los años 90 había 15 institutos le-
galmente constituidos y en 1995 se formó la Asocia-
ción de Institutos para la Enseñanza del Español en
Cuernavaca (AIPEC) con 12 institutos. En este mo-
mento, AIPEC tiene 9 miembros que han continuado
trabajando ininterrumpidamente a pesar de los tiempos
difíciles.

En 2005 se constituyó la Asociación Mexicana de Ins-
titutos de Español (AMIE-México Sí) con 12 institu-
tos representando a 8 estados (Quintana Roo, Yucatán,
Oaxaca, Morelos, Guerrero, Michoacán, Querétaro y
Guanajuato). En 2011 entraron nuevos socios de Baja
California Sur, Jalisco, y en 2012 de Morelos.

AMIE-México Sí, reporta 2 mil 888 estudiantes en
2012 que representa 9 mil 445 semanas de curso ven-
didas. En 2007 AMIE reportó 5 mil 402 estudiantes
con 16 mil 206 semanas vendidas. Como dato compa-
rativo, España recibió en 2014, 50 mil turistas idio-
máticos, de acuerdo con un estudio de la Universi-
dad de Cádiz sobre turismo idiomático.

Algunas ciudades con escuelas de español han tratado
de formar asociaciones, como por ejemplo en Oaxaca
con Aseso, la Asociación de Escuelas de Español de
Oaxaca; sin embargo, no han tenido actividades en los
últimos años. En Oaxaca la enseñanza del español co-
menzó formalmente en 1984, con la fundación del Ins-
tituto Cultural Oaxaca, el cual ha venido funcionando
desde entonces.
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En este momento las escuelas de español miembros de
AMIE-México Sí, están en Mérida, Oaxaca, Los Ca-
bos, Puerto Vallarta, Querétaro, y Cuernavaca.

Derecho comparado

• Norteamérica (México, Estados Unidos y Canadá)
y España suman 78 por ciento del poder de compra
de los hispanohablantes.

• La contribución del conjunto de los países hispa-
nohablantes al producto interno bruto (PIB) mun-
dial es de 6.4 por ciento.

• El español como la segunda lengua más importan-
te en el ámbito internacional.

• En 2015, el poder de compra de la población his-
pana de Estados Unidos era de 1.3 billones de dóla-
res y se espera que en 2020 este alcance los 1.7 bi-
llones.

• En el caso del español, la lengua común multipli-
ca por cuatro las exportaciones bilaterales entre los
países hispanohablantes.

• El 79 por ciento de las empresas exportadoras es-
pañolas cree que el hecho de que en el mercado de
destino se hable en español puede facilitar su acti-
vidad internacional.1

Dos tercios del PIB vinculado al español se generan en
dos grandes áreas geográficas. Por un lado Norteamé-
rica (México, Estados Unidos y Canadá) y por otro la
Unión Europea. Entre estas dos regiones suman 78 por
ciento del poder de compra de los hablantes de espa-
ñol en el mundo, mientras que los casi 300 millones de
hispanohablantes de Hispanoamérica sólo alcanzan 22
por ciento del total. Si se tiene en cuenta que, en 2013,
el PIB mundial por paridad del poder adquisitivo
(PPA) fue de 103.5 billones de dólares internacionales,
se puede concluir que la contribución del conjunto de
los países hispanohablantes al PIB mundial es de 6,4
por ciento.2

El carácter internacional de un idioma, puede medirse
mediante un análisis ponderado de indicadores asocia-
dos a una lengua como son su número de hablantes, el
Índice de Desarrollo Humano (IDH) de las poblacio-
nes que la utilizan, el número de países en los que se

habla y las exportaciones que estos realizan, las tra-
ducciones y su carácter oficial o no en la ONU.

Este análisis sitúa al español como la segunda lengua
más importante en el ámbito internacional3

El español en internet y las redes sociales:

• El español es la tercera lengua más utilizada en la
red.

• El 7.9 por ciento de los usuarios de Internet se co-
munican en español.

• El uso del español en la red ha experimentado un
crecimiento de mil 123 por ciento entre 2000 y 2013.

• España y México se encuentran entre los 20 países
con mayor número de usuarios de Internet. El espa-
ñol es la segunda lengua más utilizada en las dos
principales redes sociales del mundo: Facebook y
Twitter.

• El número de usuarios de Facebook en español co-
loca a este idioma a gran distancia del portugués y
del francés.

• El potencial de crecimiento del número de usua-
rios de Facebook en español es aún muy grande en
comparación con el del inglés.

• El español es la segunda lengua más utilizada en
Twitter en ciudades mayoritariamente anglófonas
como Londres o Nueva York.

• El español es la segunda lengua más importante de
Wikipedia por número de visitas.4

El idioma se convierte en una mercancía del turismo
idiomático, es muy importante al valorar la aportación
de la lengua al ámbito turístico y la posibilidad de ex-
plotarla como un recurso que de hecho es con unas ca-
racterísticas desde el punto de vista de la producción.

El turismo idiomático en España tiene un enorme po-
tencial de crecimiento debido a diversos factores, en-
tre ellos el interés que la lengua española suscita a ni-
vel global (Instituto Cervantes, 2014a). El número de
hispanohablantes ha superado recientemente la cifra
de 500 millones y se espera que a lo largo del siglo
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XXI se aproxime a los 600 millones a escala global
(Instituto Cervantes, 2013).

Esta demanda está tomando cada vez más relevancia
en el sector turístico debido principalmente a dos fac-
tores que son (Hernández Mogollón, 2010): 1) las pro-
longadas estancias que caracterizan a esta modalidad
turística, que alcanzan las cuatro semanas (Instituto
Cervantes, 2014a) y 2) el alto gasto medio por perso-
na que los Turistas Idiomáticos realizan, cifrado en el
año 2013 en 1 mil 950 euros de media a lo largo de su
estancia (Instituto Cervantes, 2014a). A pesar de estas
ventajas que presenta esta modalidad turística, queda
aún mucho camino por recorrer y actualmente es ma-
yor la demanda de servicios relacionados directamen-
te con el Turismo Idiomático que la oferta disponible
(Instituto Cervantes, 2014a). Por ello, es una modali-
dad turística que tiene un enorme potencial de creci-
miento en España (Instituto Cervantes, 2014a), debido
adicionalmente a la percepción que se tiene de España
como cuna del español y país con gran riqueza cultu-
ral (Hernández Mogollón, 2010).

Este potencial de crecimiento no está, sin embargo,
siendo atendido en Andalucía por la gran importancia
que se le sigue dando a otras modalidades turísticas
que tradicionalmente han sido más fructuosas y eco-
nómicamente viables, entiéndase el turismo litoral
también conocido como turismo de sol y playa, que
supuso la entrada en Andalucía de 5.6 millones de tu-
ristas extranjeros en 2013 (Junta de Andalucía, 2014b)
frente a los menos de 50 mil turistas idiomáticos en
Andalucía en 2013 (Junta de Andalucía, 2014).

Dado el potencial de crecimiento anteriormente men-
cionado, y la escasez de literatura existente en el ám-
bito del Turismo Idiomático, se pretende mediante es-
te trabajo realizar un análisis descriptivo del sector del
Turismo Idiomático en España, con especial énfasis en
Andalucía, estudiando para ello la oferta de cursos de
lengua española para extranjeros, el perfil socio-de-
mográfico de los Turistas Idiomáticos que eligen Es-
paña como destino para su viaje de aprendizaje de la
lengua castellana, y sus preferencias en lo que a Turis-
mo Idiomático respecta.5

Definiciones de turismo idiomático en el extranjero

La definición de turismo idiomático que realiza el Ins-
tituto de Turismo de España, Turespaña, en 2008 es la

siguiente: “las actividades que realizan las personas
durante sus viajes y estancias en lugares distintos al de
su entorno natural por un periodo de tiempo consecu-
tivo inferior a un año, con el fin de hacer una inmer-
sión lingüística en un idioma distinto al de su entorno
natural”.6

La Junta de Andalucía para el “Plan Director de Mar-
keting de Andalucía 2013-2016”, que hace una inter-
pretación del concepto de turismo idiomático ligera-
mente diferente a la de Turespaña (2008) al considerar
a esta modalidad turística como “una modalidad de
viajes de estudio y ocio que buscan las personas para
hacer uso de su estancia en el extranjero aprendiendo
o mejorando sus competencias lingüísticas”.7

Del turismo idiomático, pasamos al término “turista
idiomático”, el cual es definido por Ortega (2009) co-
mo un estudiante universitario de entre 18 y 24 años
en la temporada de verano (entre 30 y 45 años en el pe-
riodo invernal) que se interesa por el español por mo-
tivaciones profesionales, y que según los datos (Orte-
ga, 2009) en 2008 realizaron una estancia en el destino
mayor a la del turista tradicional y un gasto igualmen-
te superior al de este.8

Baralo (2006) en su estudio del Turismo Idiomático
“‘Turismo lingüístico, más y mejor”, definiendo esta
modalidad turística como “los viajes que se realizan al
extranjero para poner en práctica las  actividades rela-
cionadas con el aprendizaje de una lengua”.9

Erik Cohen, quien aporta su definición de turismo
idiomático de la siguiente forma (Cohen, 1986): “es la
forma de turismo educativo con la motivación primor-
dial de aprender un idioma. Incluye la asistencia a cur-
sos específicos de la lengua objetivo y la familiariza-
ción con las diferentes manifestaciones culturales
existentes en la sociedad visitada”.10

Jaworski y Thurlow (2011), según los cuales esta mo-
dalidad turística llevan a la “mercantilización” y “re-
contextualización” del lenguaje. Para ellos, el lengua-
je se convierte en una mercancía en los viajes de
Turismo Idiomático y añade autenticidad a las visitas
culturales, en las que siempre el lenguaje es un activo
clave. Igualmente observan que el patrimonio inmate-
rial se hace visible precisamente gracias al turismo,
que lo pone en valor frente al turista que nos visita.11
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Turismo idiomático en México

La Secretaría de Turismo reporta año récord pues Mé-
xico ha recibido más de 29 millones de turistas ex-
tranjeros, generando 3 millones de empleos directos.

Sin duda es una gran fuente de divisas para nuestro pa-
ís con más de 16 mil millones de dólares. Las expec-
tativas para los próximos años van en aumento debido
a nuestra bella naturaleza y gran riqueza cultural, in-
versión en infraestructura y profesionalización del sec-
tor. Tenemos segmentos ya posicionados y apoyados
por esta secretaría y su brazo derecho, el Consejo de
Promoción Turística de México, tales como; turismo
arqueológico, gastronómico, LGBTQ (el significado
de estas siglas es para designar colectivamente a les-
bianas, gays, bisexuales y transexuales), de sol y pla-
ya, de aventura, de negocios, religioso, de salud, etcé-
tera.

Sin embargo, dentro hay un segmento olvidado y con
un gran potencial: El turismo idiomático.

Pero, ¿qué es el turismo idiomático? Es el que se ocu-
pa de recibir a estudiantes extranjeros para el aprendi-
zaje de un idioma y su cultura en un país nativo.

Se considera turismo de larga estancia ya que genera
una pernocta de por lo menos 21 noches, aunque la
mayoría son jóvenes no hay límite de edad y viajan a
todos los destinos de interés turístico de la región.
Países como Inglaterra, Canadá, Francia y España re-
ciben cientos de miles de estudiantes extranjeros
anualmente en sus institutos y universidades.

En nuestro país durante más de 60 años este turismo
ha sido promovido y desarrollado con una alta calidad
en el servicio y excelencia académica por la iniciativa
privada. Docenas de universidades de Estados Unidos
y Canadá ofrecían créditos a través de nuestros insti-
tutos.

Tenemos el dato que en aproximadamente 40 años so-
lamente Cuernavaca obtuvo una derrama económica
para la ciudad y sus habitantes de aproximadamente 3
mil millones de dólares.

A pesar de la mala situación por la que todavía segui-
mos atravesando nuestro potencial es enorme, la glo-
balización, los negocios y el crecimiento de nuestro

idioma requieren de profesionistas que hablen español
en todo el mundo. Hoy Estados Unidos reporta 8 mi-
llones de personas que estudian español en sus escue-
las y el interés de aprender el español va en aumento
de manera significativa.

El idioma español es definitivamente un recurso turís-
tico, no es solamente un sello distintivo de nuestro pa-
ís que refleja a su sociedad, su arte y su cultura, es
también una fuente de desarrollo económico que no se
ha explotado suficientemente. Así lo demuestran
países como España, en donde hay una industria de la
enseñanza del español, con una definición y reglamen-
tación específica, promoción muy fuerte por parte de
su gobierno, y la protección y promoción cultural y
académica por parte de un instituto dedicado exclusi-
vamente a esto: el Instituto Cervantes.

México debe buscar explotar más el recurso del espa-
ñol como fuente de ingresos, para ello, las escuelas de
español son las prestadoras de este servicio. La de-
manda de aprendizaje del español sigue siendo muy
fuerte, y los estudiantes de español siguen llegando a
México a pesar de un entorno difícil. México casi tri-
plica el número de personas que hablan español res-
pecto a España, lo que significa que su acento es el
más escuchado mundialmente y permite a los estu-
diantes que vienen a estudiar a nuestras escuelas una
comunicación con pronunciación más efectiva.

Incluir a las escuelas de español de México en la Ley
General de Turismo, es un primer paso para lograr ha-
cer de nuestro país el destino de enseñanza del español
más importante del mundo; dándole confianza a los
estudiantes interesados en estudiar en nuestras escue-
las por estar en instituciones formales y reconocidas; y
a las escuelas el estar respaldadas legalmente por el es-
tado mexicano.

Las escuelas de español para extranjeros son difusoras
del idioma español, son también promotoras entusias-
tas de la cultura mexicana, son una manera de traer tu-
rismo de larga estancia que deja una derrama impor-
tante en las comunidades en donde están, crean los
más leales embajadores de México en el mundo, y son
un lazo de entendimiento de nuestro país con el mun-
do.

En consecuencia, resulta por demás necesario hacer
una referencia expresa de actividades específicas para
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cumplir con los objetivos principales que la Ley Ge-
neral de Turismo señala y que son: Establecer las ba-
ses para la política, planeación y programación en to-
do el territorio nacional de la actividad turística, bajo
criterios de beneficio social, sustentabilidad, competi-
tividad y desarrollo equilibrado de los Estados y Mu-
nicipios, a corto, mediano y largo plazo

Por lo que, la presente Iniciativa pretende incorporar
dentro del Artículo 3 de la Ley General de Turismo, la
definición de Turismo Idiomático como: Las personas
que viajan a una larga estancia, fuera de su lugar de re-
sidencia habitual para el aprendizaje de un idioma y
cultura del país nativo, sin perjuicio de lo dispuesto
para efectos migratorios por la Ley General de Pobla-
ción y demás leyes aplicables.

La anterior definición, toma en consideración la defi-
nición nacional, pero toma en cuenta también la tem-
poralidad de la estancia de los estudiantes para el
aprendizaje del país nativo, que en este caso no solo lo
reducimos al idioma español, sino a las lenguas mater-
nas de los pueblos y comunidades indígenas del país,
lo que deja en claro que esta iniciativa es incluyente no
solo de los extranjeros que viajan para aprender el
idioma español, sino que también pretende incluir a las
minorías.

Con base en lo anterior, es que se hace necesario le-
gislar para para incorporar dentro del artículo 3 de la
Ley General de Turismo, la definición de turismo idio-
mático y darle las herramientas a la Sectur para to-
marlo en cuenta dentro de sus políticas públicas, en to-
dos los niveles de gobierno, por lo tanto, dada la
trascendencia que tiene en el cuerpo legal de este país
y toda vez que se trata de una cuestión de orden públi-
co e interés social, se propone queden como sigue:

Artículo 3. Para los efectos de esta ley, se entenderá
por:

I. a XIX. …

XX. Turistas: Las personas que viajan temporal-
mente fuera de su lugar de residencia habitual y que
utilicen alguno de los servicios turísticos a que se
refiere esta ley, sin perjuicio de lo dispuesto para
efectos migratorios por la Ley General de Pobla-
ción, y

XXI. Turismo idiomático: Las personas que via-
jan durante una larga estancia, fuera de su lugar
de residencia habitual para el aprendizaje de un
idioma y cultura del país nativo, sin perjuicio de
lo dispuesto para efectos migratorios por la Ley
General de Población y demás leyes aplicables; y

XXII. Zonas de desarrollo turístico sustentable:
Aquellas fracciones del territorio nacional, clara-
mente ubicadas y delimitadas geográficamente,
que, por sus características naturales o culturales,
constituyen un atractivo turístico. Se establecerán
mediante declaratoria específica que emitirá el pre-
sidente de la República, a solicitud de la secretaría.

Artículo 7. …

I. a IX. …

X. Promover y fomentar con la Secretaría de Edu-
cación Pública la investigación, educación y la cul-
tura turística, así como el turismo idiomático;

XI. a XVIII. …

Artículo 9. …

I. a XIX. …

XX. Emitir opiniones a la secretaría en la materia, y

XXI. Concertar con los sectores público, privado
y social acciones proyecten y promuevan el desa-
rrollo de la infraestructura de las micro, peque-
ñas y medianas empresas dedicadas a prestar
servicios de turismo idiomático; y

XXII. Las demás previstas en éste y otros ordena-
mientos.

Fundamento legal de la iniciativa

La presente iniciativa se presenta con las facultades
que a la suscrita confieren los artículos 71, fracción II,
y 73, fracción XXIX-K de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

En conclusión, se presenta esta iniciativa con proyec-
to de
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Decreto para reformar diversos artículos de la Ley
General de Turismo

Artículo Primero. Se reforma la fracción XX, se adi-
ciona la fracción XXI recorriendo la subsecuente en su
orden del artículo 3; se reforma la fracción X del artí-
culo 7 y se reforma la fracción XX, adicionando la
fracción XXI recorriendo las demás fracciones en su
orden del artículo 9 de la Ley General de Turismo, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 3. Para los efectos de esta ley, se entenderá
por:

I. a XIX. …

XX. Turistas: Las personas que viajan temporal-
mente fuera de su lugar de residencia habitual y que
utilicen alguno de los servicios turísticos a que se
refiere esta Ley, sin perjuicio de lo dispuesto para
efectos migratorios por la Ley General de Pobla-
ción, y

XXI. Turismo idiomático: Las personas que via-
jan durante una larga estancia, fuera de su lugar
de residencia habitual para el aprendizaje de un
idioma y cultura del país nativo, sin perjuicio de
lo dispuesto para efectos migratorios por la Ley
General de Población y demás leyes aplicables; y

XXII. Zonas de desarrollo turístico sustentable:
Aquellas fracciones del territorio nacional, clara-
mente ubicadas y delimitadas geográficamente,
que, por sus características naturales o culturales,
constituyen un atractivo turístico. Se establecerán
mediante declaratoria específica que emitirá el pre-
sidente de la República, a solicitud de la secretaría.

Artículo 7. …

I. a IX. …

X. Promover y fomentar con la Secretaría de Edu-
cación Pública la investigación, educación y la cul-
tura turística, así como el turismo idiomático;

XI. a XVIII. …

Artículo 9. …

I. a XIX. …

XX. Emitir opiniones a la secretaría en la materia, y

XXI. Concertar con los sectores público, privado
y social acciones proyecten y promuevan el desa-
rrollo de la infraestructura de las micro, peque-
ñas y medianas empresas dedicadas a prestar
servicios de turismo idiomático; y

XXII. Las demás previstas en éste y otros ordena-
mientos.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se
opongan a lo dispuesto por el presente decreto.

Tercero. Los estados y la Ciudad de México deberán
adecuar su legislación en la materia, dentro de un año
contado a partir de entrado en vigor el presente decre-
to.

Cuarto. La Secretaría, de manera coordinada con los
Gobiernos locales, municipales y de la Ciudad de Mé-
xico, deberá establecer los mecanismos que permitan
la inscripción al Registro Nacional de Turismo, con el
objeto de que los prestadores de servicios de turismo
idiomático, cuenten con las facilidades necesarias pa-
ra llevar a cabo los trámites correspondientes. 

Concluido el proceso de modernización del Registro
Nacional de Turismo, la secretaría, deberá publicar en
el Diario Oficial de la Federación la convocatoria na-
cional de inscripción al Registro Nacional de Turismo
dirigida a los prestadores de servicios turísticos idio-
máticos.

Los prestadores de servicios turísticos idiomáticos
contarán con un término de doce meses para inscribir-
se al Registro Nacional de Turismo, que comenzará a
correr un día después de la fecha en que se publique en
el Diario Oficial de la Federación la convocatoria co-
rrespondiente. Una vez transcurrido dicho plazo para
efectos de la inscripción se estará a lo establecido en el
presente decreto.
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Quinto. Las acciones derivadas de la entrada en vigor
de esta reforma, se realizarán conforme a la disponibi-
lidad presupuestal de la secretaría.

Notas

1 Instituto Cervantes, “El español una lengua viva”, “Informe

2016” página 18

2 Ídem.

3 Ídem.

4 Ídem.

5 Víctor Manuel Navarro Macías, Trabajo Fin de Máster Turismo

Idiomático: Estrategias y Tendencias del Mercado, Universidad de

Cádiz, Facultad de Ciencias Económicas y Empresariales.

6 Ídem.

7 Ídem.

8 Ídem.

9 Ídem.

10 Ídem.

11 Ídem.

Recinto Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de abril de 2018.

Diputada Blanca Margarita Cuata Domínguez (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LAS LEYES GENERAL DE EDUCACIÓN, Y FEDERAL DEL

TRABAJO, SUSCRITA POR INTEGRANTES DEL GRUPO PAR-
LAMENTARIO DEL PVEM

Quienes suscriben, integrantes del Grupo Parlamentario
del Partido Verde Ecologista de México en la LXIII Le-
gislatura, con fundamento en lo dispuesto en los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos; y 6, fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, someten a con-
sideración de esta asamblea la presente iniciativa con
proyecto de decreto, por el que se reforman y adicionan
diversas disposiciones de las Leyes General de Educa-
ción, y Federal del Trabajo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El Partido Verde ha sido insistente y enfático en que la
educación es una de las principales herramientas para
lograr empoderar a las y los mexicanos en el mundo
globalizado en el que hoy nos desarrollamos.

Por ello, desde que tuvo origen la reforma educativa,
venimos impulsando diversas propuestas para armoni-
zar nuestro marco legal, tanto con los planteamientos
del nuevo modelo educativo como con las exigencias
actuales del país.

Coincidimos en que cada uno de los ejes que compo-
nen dicha reforma estructural es indispensable para sa-
lir del histórico rezago en el rubro educativo que im-
peraba en México; hoy, en la recta final de la actual
administración, nos podemos sentir orgullosos de los
logros alcanzados, podemos estar seguros de que a di-
ferencia de sexenios pasados el número de niños y jó-
venes que acceden a una educación de calidad va en
evidente ascenso.

No obstante lo anterior, los retos son todavía muchos
y es importante seguir realizando esfuerzos que se
conviertan en acciones afirmativas en favor de la cali-
dad educativa. Lograr una educación con calidad, ga-
rantizar infraestructura digna y contenidos vanguardis-
tas, son algunos de los elementos indispensables para
el ejercicio pleno del derecho a la enseñanza de todos
los mexicanos.

El modelo educativo para la educación obligatoria
“Educar para la libertad y la creatividad” es formado
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por cinco grandes ejes articuladores del sistema para
obtener el máximo logro de aprendizaje de niños y jó-
venes: 1. El planteamiento curricular; 2. La escuela en
el centro del sistema educativo; 3. Formación y desa-
rrollo profesional docente; 4. Inclusión y equidad; y 5.
La gobernanza del sistema educativo.

Actualmente se han definido los mecanismos institucio-
nales para una gobernanza efectiva basada en la partici-
pación coordinada de distintos actores y sectores de la
sociedad en el proceso educativo, entre ellos: el gobier-
no federal, autoridades educativas locales, el Instituto
Nacional para la Evaluación de la Educación, el sindi-
cato magisterial, las escuelas, los docentes, los padres
de familia, la sociedad civil y el Poder Legislativo.

Consideramos indispensable centrar nuestra atención
en la participación de los padres de familia. Para el
Consejo Nacional de Fomento Educativo, la participa-
ción dinámica, colaborativa e incluyente de la familia
en la educación es uno de los principales factores para
el éxito académico de los alumnos y una variable fun-
damental para el desarrollo social de las comunidades.

Se trata No sólo del éxito académico, sino de uno de
los principales mecanismos para lograr armonía so-
cial, pues la participación de la familia en la educación
de los niños y adolescentes aporta grandes beneficios
tanto en lo individual como en lo colectivo.

La participación de los padres en la educación de los
hijos resulta por demás necesaria, se trata de concien-
ciar a la sociedad sobre la importancia de estrechar la
relación entre familias, profesores y alumnos.

Los expertos en educación insisten en que padres y do-
centes deben ir de la mano para que los hijos no se
sientan desorientados y no perciban que en casa se ha-
cen las cosas de una manera y en la escuela de otra.
Los padres son los primeros educadores de sus hijos y
se pretende que hagan suya esta responsabilidad, te-
niendo claro que la escuela es complementaria en esta
labor.

Un estudio publicado en 2009 en la Revista Electróni-
ca de Investigación Educativa,1 realizado por investi-
gadores mexicanos expertos en el tema de educación,
refiere los siguientes hallazgos respecto a la importan-
cia de la participación de los padres en el proceso edu-
cativo de los hijos:

• En Estados Unidos, Balli, Wedman y Demo re-
portaron que la supervisión de los padres de las ta-
reas escolares y el nivel de realización de las mis-
mas era un factor importante en el desempeño
escolar.2

• En México, González, Corral, Frías y Miranda
asociaron factores como el afecto de los padres, el
tiempo de dedicación a sus hijos y el interés por co-
nocer a sus maestros, con la alta autoestima del hi-
jo, la cual, a su vez, estimula el esfuerzo escolar.3

• La Organización de las Naciones Unidas para la
Educación, la Ciencia y la Cultura aboga por la ar-
ticulación familiar y fundamenta esta necesidad en
tres razones: el reconocimiento de que los padres
son los primeros educadores de sus hijos e hijas; el
impacto positivo que puede tener una educación
temprana de calidad en el desarrollo y aprendizaje
de los niños; y la familia como un espacio privile-
giado para lograr una ampliación de la cobertura de
la educación de la primera infancia.4

• El Instituto Nacional para la Evaluación de la
Educación sostiene que para la mejora de la calidad
de la educación es indispensable lograr una interac-
ción efectiva entre los padres de familia y los do-
centes y en general, entre todos los sectores de la
sociedad. Este organismo incluye al índice de parti-
cipación de los padres y porcentaje de padres que
participan en reuniones de padres de familia en la
escuela entre sus indicadores presentes y próximos
para evaluar la calidad del sistema educativo.5

• Miranda comenta que la participación de los pa-
dres se puede evaluar a través de dos aspectos: uno
relativo a su información acerca de la escuela y el
otro referido a su intervención en las actividades de
la misma y sostiene que la información de los pa-
dres sobre lo que acontece en la escuela les facilita
mayor participación en las actividades escolares de
los hijos.6

Robusteciendo lo anterior, la publicación de la Orga-
nización para la Cooperación y el Desarrollo Econó-
micos PISA in focus 2011. ¿Qué pueden hacer los pa-
dres para ayudar a sus hijos a tener éxito en los
centros educativos?”7 refiere que “todos los padres
pueden ayudar a sus hijos a desplegar todo su poten-
cial dedicando tiempo a hablar y a leer con ellos, so-
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bre todo, y especialmente, cuando son muy pequeños.
Los profesores, las escuelas y los sistemas educativos
deben estudiar cómo pueden ayudar a los padres, que
están muy ocupados, a desempeñar un papel más acti-
vo en la educación” de los hijos, en la escuela y fuera
de ella.

Pese a ello, en los resultados de la prueba PISA quedó
demostrado que “muchas actividades entre padres e
hijos están asociadas a un mayor rendimiento”. En es-
ta prueba no sólo se recogieron datos de los estudian-
tes y los directores de los centros escolares sino que,
también, se formularon preguntas a los padres de los
estudiantes. Algunas de estas preguntas estaban cen-
tradas en el tipo de actividad que hacían los padres con
sus hijos cuando éstos cursaban su primer año de edu-
cación primaria.

En general, los resultados de PISA muestran también
una fuerte asociación entre algunas de las actividades
realizadas entre padres e hijos; por ejemplo, los estu-
diantes cuyos padres hablan sobre temas políticos o
sociales con ellos, ya sea semanal o diariamente, tie-
nen 28 puntos de ventaja, como promedio, sobre aque-
llos cuyos padres hablan de estos temas con menos
frecuencia, o bien, nunca lo hacen. La ventaja en cuan-
to al rendimiento es mayor en Italia (42 puntos) y me-
nor en la economía asociada Macao-China (14 pun-
tos). Cuando se tienen en cuenta los antecedentes
socioeconómicos, la ventaja en cuanto a la puntuación
desciende, pero sigue siendo importante (16 puntos) y
se observa en todos los países y economías participan-
tes.

Pese a las evidencias de los beneficios obtenidos con
el involucramiento de los padres en la educación de
sus hijos, en nuestro país, de acuerdo con la Encuesta
Nacional sobre Cultura Política y Prácticas Ciudada-
nas de 2012, realizada por la Secretaría de Goberna-
ción, la participación de los padres de familia es limi-
tada, ya que 78 por ciento de los encuestados afirmó
no ser miembro de la asociación de padres de familia,
del mismo modo, 74.6 afirmó que no asiste a las reu-
niones de dichas asociaciones.

Lo anterior se suma a lo mostrado por el Reporte Ge-
neral de Resultados de la Evaluación de Condiciones
Básicas para la Enseñanza y el Aprendizaje de 2014,
elaborado por el Instituto Nacional para la Evaluación
de la Educación, el cual exalta que los padres de fami-

lia son convocados, en primer lugar, para actividades
informativas; en segundo, para realizar aportaciones
monetarias, materiales o de trabajo; y, en tercer lugar,
para la organización de eventos sociales y culturales.

Se evidencia también que sólo 77 por ciento de las pri-
marias convoca a los padres de familia para que parti-
cipen en algún proyecto escolar; 75 por ciento de éstas
lo hace para elaborar normas escolares y apenas 65 por
ciento convoca a los padres para que asistan a obser-
var la impartición de una clase.

La participación activa de los padres de familia fo-
menta las asociaciones entre individuos, puesto que se
ven comprometidos a convivir y a interactuar con to-
dos los actores involucrados en la educación de sus hi-
jos, propiciando diversos niveles de confianza y tole-
rancia, creando de esa forma, nuevos vínculos
profundos y duraderos, consolidando la solidaridad e
inculcando la participación activa a sus hijos. Pero
además de propiciar confianza interpersonal e inter-
grupal, que los padres de familia puedan ser partícipes
en la toma de decisiones escolares, genera una relación
con la institución educativa, creando confianza institu-
cional al introducir la transparencia y rendición de
cuentas como un asunto del cual deben estar al pen-
diente los padres de familia.

Tan importante es la participación activa de los padres
de familia en la educación, que la Ley General de Edu-
cación reconoce en el artículo 2o. que la educación es
un medio fundamental para adquirir, transmitir y acre-
centar la cultura; un proceso permanente que contribu-
ye al desarrollo del individuo y a la transformación de
la sociedad, y que es factor determinante para la ad-
quisición de conocimientos, así como para formar a
mujeres y a hombres de manera que tengan sentido de
solidaridad social.

Afirma que en el sistema educativo nacional deberá
asegurarse la participación activa de todos los involu-
crados en el proceso educativo, con sentido de respon-
sabilidad social, privilegiando la participación de los
educandos, padres de familia y docentes; lo anterior,
con la finalidad de fortalecer actitudes solidarias, fo-
mentando valores y principios.

Pese al interés que pudieran tener los padres de fami-
lia en involucrarse más en la educación de sus hijos,
no todos ellos, generalmente por cuestión de tiempo,
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pueden asistir a las reuniones o actividades escolares.
Una de las principales causas de un bajo índice de par-
ticipación de los padres en la educación es la ausencia
de facilidades en sus centros de trabajo para poder au-
sentarse y acompañar a sus hijos en el proceso forma-
tivo.

Ante dicha situación, el Partido Verde Ecologista de
México ha hecho un respetuoso llamado a la autoridad
laboral de nuestro país para que, en el marco de sus
atribuciones, ejecute acciones que faciliten la partici-
pación de los padres de familia en la educación de sus
hijos, diseñando mecanismos que permitan ajustar tan-
to sus actividades laborales como personales, en bene-
ficio de los menores.

Ello, en concordancia con lo manifestado por el ex se-
cretario de Educación Pública Aurelio Nuño, que en
relación con el ausentismo escolar refirió: “Es impor-
tante que entendamos que la tarea educativa es un es-
fuerzo de todos, es un esfuerzo del gobierno, de las au-
toridades educativas, de los maestros, pero también de
los padres de familia”.

Consideramos necesario establecer en la ley que la
participación activa de los padres de familia sea una
práctica recurrente y efectiva, mediante la posibilidad
de involucrarse y colaborar en el proyecto escolar, en
la elaboración de normas escolares, así como apoyar la
gestión escolar; no sólo para actividades informativas
o para la organización de eventos sociales y culturales,
ni mucho menos que su participación principal sea la
de aportar dinero o materiales, sino que a través de la
presente iniciativa se fijen precedentes que permitan la
consolidación de una reforma legal cuyo objeto sea el
establecimiento de medios para garantizar la participa-
ción activa de los padres de familia en la formación
educativa de los hijos.

Para lograr lo anterior, consideramos necesario propo-
ner una serie de reformas de las Leyes General de Edu-
cación, y Federal del Trabajo para que los padres de
familia puedan participar activamente en la formación
escolar de sus hijos, sin que ello interfiera con el cum-
plimiento de su jornada laboral y termine afectando su
economía.

En mérito de lo fundado y motivado sometemos a con-
sideración de esta asamblea la siguiente iniciativa con
proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones de las Leyes General de Educa-
ción, y Federal del Trabajo

Primero. Se adiciona una fracción XVII al artículo
7o.; y se reforman la fracción III del artículo 65 y el ar-
tículo 68 de la Ley General de Educación, para quedar
como sigue:

Artículo 7o. La educación que impartan el Estado, sus
organismos descentralizados y los particulares con au-
torización o con reconocimiento de validez oficial de
estudios tendrá, además de los fines establecidos en el
segundo párrafo del artículo 3o. de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, los siguientes:

I. a XVI. […]

XVII. Fomentar la participación activa de los pa-
dres de familia como una acción educativa que pro-
mueva la corresponsabilidad en el proceso educati-
vo.

Artículo 65. Son derechos de quienes ejercen la patria
potestad o la tutela

I. y II. […]

III. Colaborar en las decisiones que tomen las au-
toridades escolares en las actividades académicas
y en la elaboración de normas escolares para la
superación de los educandos y en el mejoramiento
de los establecimientos educativos;

IV. a XII. […]

Artículo 68. Las autoridades educativas promoverán y
fortalecerán, de conformidad con los lineamientos
que establezca la autoridad educativa federal, la parti-
cipación de la sociedad y de los padres de familia en
los consejos de participación social, tanto en activi-
dades que tengan por objeto fortalecer y elevar la cali-
dad de la educación pública, así como ampliar la co-
bertura de los servicios educativos.

Segundo. Se adicionan las fracciones X Bis y XXVII
Ter al artículo 132, para quedar como sigue:

Artículo 132. Son obligaciones de los patrones
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I. a X. […]

X Bis. Conceder a los trabajadores permiso
para que los padres de familia asistan de for-
ma periódica a las reuniones convocadas por
las autoridades de la escuela de sus hijos, sin
que esto afecte su salario, siempre que acredi-
ten su puntual asistencia a dichas actividades
escolares.

XI. a XXVII Bis. […]

XXVII Ter. Otorgar al trabajador que sea padre
o tutor de un menor de edad, ante una situación
de emergencia médica de éste último, permiso
con goce de sueldo por el tiempo que dure la gra-
vedad del hecho. Para ello el trabajador deberá
acreditar la tutela del menor y la emergencia que
justifique el permiso mediante constancia médi-
ca.

XXVIII. […]

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente el de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas
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món García, Mario Machuca Sánchez, Cesáreo Jorge Márquez Al-

varado, Virgilio Mendoza Amezcua, Samuel Rodríguez Torres, Jo-

sé Refugio Sandoval Rodríguez, Ángel Santis Espinoza, Adriana

Sarur Torre, Miguel Ángel Sedas Castro, Francisco Alberto Torres

Rivas, Georgina Paola Villalpando Barrios, Claudia Villanueva

Huerta.

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY NACIONAL DE MECANISMOS ALTERNATIVOS DE

SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS EN MATERIA PENAL, A

CARGO DEL DIPUTADO VÍCTOR MANUEL SÁNCHEZ OROZ-
CO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIU-
DADANO

Víctor Manuel Sánchez Orozco, diputado del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano de la LXIII
Legislatura de la Cámara de Diputados, con funda-
mento en lo señalado en el artículo 71, fracción II, de
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la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como en los artículos 6, numeral 1, fracción
I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, someten a consi-
deración la siguiente iniciativa con proyecto de decre-
to que reforma y adiciona los artículos 2, 3, 9, 10, 11,
40 47, 51 y adiciona el artículo 47 Bis y séptimo tran-
sitorio de la Ley Nacional de Mecanismos Alternati-
vos de Solución de Controversias en Materia Penal,
con base en la siguiente

Exposición de Motivos

El 18 de junio de 2008, se publicó en el Diario Oficial
d la Federación la reforma constitucional con que se
crea el sistema penal acusatorio, adversarial y eminen-
temente oral, que contempla a su vez mecanismos alter-
nos de solución de conflictos como salidas que despre-
suricen el proceso y ejecución de la pena, todo en un
marco de respeto a los derechos humanos reconocidos
en la Constitución y los tratados internacionales de los
que el Estado Mexicano es parte;1 lo que llevó además
a reformar directamente los artículos 16, 17, 18, 19, 20,
21, 22, 73 (fracciones XXI y XXIII), 115 (fracción VII)
y 123 (fracción XIII, apartado B); de estos interesa el
procedimiento acusatorio que tiene fundamento en el
artículo 20 constitucional2 en el que se establece migrar
de un sistema inquisitivo a uno de corte acusatorio, en-
contrando su principales motivaciones en: 1. La despre-
surización del sistema penal; 2. La deficiente procura-
ción y administración de justicia y; 3. La impunidad. 

El artículo 17 Constitucional, cuarto párrafo3 se refor-
ma particularmente en razón de que las autoridades
administrativas y judiciales se encontraban rebasadas
en su capacidad material para atender la demanda de
asuntos que requieren su pronunciamiento por lo que
se implementó el sistema de mecanismos alternos de
solución de controversias para que mediante la conci-
liación, mediación y arbitraje se proporcione una al-
ternativa viable para que el solicitante dirima sus con-
troversias sin tener que recurrir a un proceso
estrictamente jurisdiccional, y de esta manera se ga-
rantizara el derecho a una justicia efectiva. La justicia
alternativa pretende por un lado solucionar los con-
flictos en forma pacífica y por otro despresurizar el
sistema de procuración e impartición de justicia, abo-
nando de manera importante al fomento de una cultu-
ra de la paz, devolviéndole al ciudadano el derecho de
resolver por él mismo sus conflictos.

El 29 de diciembre del 2014, se publicó en el Diario
Oficial de la Federación el Decreto por el que se expi-
de la Ley Nacional de Mecanismos Alternativos de
Solución de Controversias en Materia Penal,4 con el
objeto de establecer los principios, bases, requisitos y
condiciones de los mecanismos alternativos de solu-
ción de controversias en materia penal que conduzcan
a las Soluciones Alternas previstas en la legislación
procedimental penal aplicable. Los mecanismos alter-
nativos de solución de controversias en materia penal
tienen como finalidad propiciar, a través del diálogo,
la solución de las controversias que surjan entre miem-
bros de la sociedad con motivo de la denuncia o que-
rella referidos a un hecho delictivo, mediante procedi-
mientos basados en la oralidad, la economía procesal
y la confidencialidad.5

Pero de manera inexplicable se limitó su ejercicio al
ámbito institucional, es decir, procuradurías o fiscalí-
as y Poderes Judiciales de la Federación o de las enti-
dades federativas, excluyéndose la participación de
particulares como facilitadores de estas herramientas;
esta exclusión podríamos pensar que fue para asegurar
que las conductas que más laceran a la sociedad sigan
bajo la tutela y el escrutinio escrupuloso de la autori-
dad, salvaguardando el interés general sobre el parti-
cular. Lo anterior sería un argumento válido, si no fue-
ra porque dentro del catálogo de delitos descritos en
los códigos penales se encuentran conductas que no
afectan de manera considerable a la sociedad, sino
que, más bien tienen una afectación particular, tan es
así, que en ellos el legislador no consideró imponer pe-
nas privativas de libertad o condicionó su persecución
a la querella de la víctima, y se considera que es pre-
cisamente en estos últimos delitos donde sería valioso
el apoyo de los particulares en la solución del conflic-
to mediante los Mecanismos Alternativos de Solución
de Controversias en materia penal. 

La reforma del artículo 17 Constitucional párrafo
cuarto, tiene más de nueve años en una aplicación gra-
dual, y la creación de la Ley Nacional de Mecanismos
Alternativos de Solución de Controversias en Materia
Penal, lleva ya sus tres años y casi cuatro meses de vi-
gencia, éstas al día de hoy, no han dado los resultados
esperados, debido a que contrario a lo que se esperaba,
los órganos públicos encargados de procurar y admi-
nistrar justicia, no han sido eficaces, ni eficientes en la
ejecución de los medios alternos de solución de con-
troversias, además han sido rebasados por el nuevo
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sistema y las cargas de trabajo que se han venido ge-
nerando, entre otros, por el aumento de los índices de-
lictivos lo que se ilustra en el documento elaborado
por la Procuraduría General de la República (PGR), ti-
tulado “Hacia un nuevo modelo de procuración de jus-
ticia. Diagnóstico y Plan de trabajo”;6 y al no promo-
verse su uso, entonces, las autoridades siguen
judicializando los asuntos del orden penal y se sigue
utilizando el recurso económico, humano o material
en asuntos penales que representan más tiempo, dine-
ro y esfuerzo, en suma, un mayor perjuicio para la jus-
ticia efectiva. En conclusión, las instituciones a nivel
estatal y federal de procuración y administración de
justicia no han podido con los recursos disponibles ha-
cer frente a esa encomienda constitucional, ya que por
un lado, no se cuenta con personal capacitado y sufi-
ciente, y por otro, la excesiva carga de trabajo hace
que resulte imposible tramitar todos los casos. 

No se puede negar que resulta indispensable la partici-
pación de los particulares como facilitadores de estas
herramientas, con su participación directa mediante
los Centros Privados de Conciliación podría lograrse
óptimamente el objetivo de los Medios Alternos de
Solución de Controversias en Materia Penal, y se ob-
tendrían los siguientes beneficios:

a. Despresurización de la carga de trabajo en las
Instituciones de Procuración y Administración de
Justicia, evitándose la judicialización de muchos
conflictos, o en su caso, la terminación en forma pa-
cífica de los ya judicializados.

b. Ahorro presupuestario, ya que no se destinaría
más presupuesto en la contratación de personal e in-
fraestructura para hacer frente a las necesidades que
requieren los Medios Alternos de Solución de Con-
troversias en Materia Penal. 

c. Creación de fuentes de trabajo. De manera im-
portante los centros privados de MASC generarían
más empleo y recursos para facilitadores privados y
personal de apoyo.

d. Se le devuelve al ciudadano en una forma más
accesible el derecho de solucionar el conflicto sin
tener que acudir a un órgano jurisdiccional.

e. Se lograría fomentar de una manera significativa
la bondad de los MASC en materia penal, ya que to-

dos los centros privados debidamente autorizados
estarían en posibilidades de ofertar esos servicios.

La presente iniciativa tiene como objeto la adecuación
de algunos artículos de la Ley Nacional de Mecanis-
mos Alternativos de Solución de Controversias en Ma-
teria Penal, con el objeto de que se permita a los parti-
culares que cumplan con los requisitos de ley ser
facilitadores de estos mecanismos.

Los elementos de la presente propuesta son los si-
guientes:

Único. Reformas y adiciones a la Ley Nacional de Me-
canismos Alternativos de Solución de Controversias en
Materia Penal en los siguientes artículos 2, 3, 9, 10, 11,
40 47, 51 y adiciona el artículo 47 bis y séptimo transi-
torio de la Ley Nacional de Mecanismos Alternativos
de Solución de Controversias en Materia Penal.

Por lo expuesto, me permito presentar ante esta Sobe-
ranía, la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma y adiciona los artícu-
los 2, 3, 9, 10, 11, 40 47, 51 y adiciona el artículo 47
bis y séptimo transitorio de la Ley Nacional de Me-
canismos Alternativos de Solución de Controver-
sias en Materia Penal. 
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Por lo expuesto, me permito presentar ante esta So-
beranía, la siguiente iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se reforma y adiciona los artícu-
los 2, 3, 9, 10, 11, 40 47, 51 y adiciona el artículo 47
bis y séptimo transitorio de la Ley Nacional de Me-
canismos Alternativos de Solución de Controver-
sias en Materia Penal. 

Artículo 2. Ámbito de competencia
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…

La competencia de las Instituciones especializadas en
mecanismos alternativos de solución de controversias
en materia penal dependientes de las Procuradurías o
Fiscalías y de los Poderes Judiciales de la Federación
o de las entidades federativas, así como los centros
privados especializados debidamente autorizados,
según corresponda, se determinará de conformidad
con lo dispuesto por la legislación procedimental pe-
nal y demás disposiciones jurídicas aplicables.

Artículo 3. Glosario

Para los efectos de esta Ley se entenderá por:

I… 

II… 

III… 

IV…

V… 

VI… 

VII…

VIII… 

IX…

X. Órgano: La Institución especializada en Meca-
nismos Alternativos de Solución de Controversias
en materia penal de la Federación, de las entidades
federativas o de los centros privados especializa-
dos en Mecanismos Alternativos de Solución de
Controversias en Materia Penal debidamente
autorizados;

XI…

XII… 

XIII… 

XIV… 

Artículo 9. Solicitud para la aplicación del Mecanismo
Alternativo y su inicio

… 

Los Mecanismos Alternativos se solicitarán de mane-
ra verbal o escrita ante la autoridad competente u cen-
tro privado especializado autorizado. Cuando se tra-
te de personas físicas la solicitud se hará
personalmente y, en el caso de personas morales, por
conducto de su representante o apoderado legal.

Artículo 10. Derivación

… 

El Ministerio Público, podrá derivar el asunto al Órga-
no adscrito a las procuradurías o fiscalías cuando la
víctima u ofendido esté de acuerdo con solicitar el ini-
cio del Mecanismo Alternativo previsto en esta Ley,
los Intervinientes se encuentren identificados, se cuen-
te con su domicilio y se cumplan con los requisitos de
oportunidad y procedencia que establece el presente
ordenamiento legal. El Ministerio Público deberá rea-
lizar las actuaciones urgentes o inaplazables para sal-
vaguardar los indicios necesarios. Además de lo ante-
rior el Ministerio Público informará al solicitante
la existencia de centros privados especializados au-
torizados para aplicar los Mecanismos Alternativos
previstos en la ley.

Cuando el imputado haya sido vinculado a proceso, el
Juez derivará el asunto al Órgano respectivo si el im-
putado y la víctima u ofendido están de acuerdo en so-
licitar el inicio del Mecanismo Alternativo previsto en
esta Ley y se cumplan los requisitos de oportunidad y
procedencia. Además de lo anterior el Ministerio Pú-
blico informará al solicitante la existencia de cen-
tros privados especializados autorizados para apli-
car los Mecanismos Alternativos previstos en la ley.

Artículo 11. Elección de órgano por parte de los inter-
vinientes

Cuando el imputado haya sido vinculado a proceso,
los Intervinientes podrán optar por que el mecanismo
se desarrolle en el órgano adscrito a la Procuraduría o
Fiscalía, o en el órgano adscrito al poder judicial, si lo
hubiere, o ante el órgano privado especializado si
así es voluntad de los intervinientes.
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Artículo 40. Del Órgano

La Procuraduría General de la República y las procu-
radurías o fiscalías estatales deberán contar con órga-
nos especializados en mecanismos alternativos de re-
solución de controversias. El Poder Judicial Federal y
los poderes judiciales estatales podrán contar con di-
chos órganos. Los órganos privados especializados
en mecanismos alternativos de resolución de con-
troversias deberán contar con la debida autoriza-
ción para ejercer la función.

Artículo 47. Criterios mínimos de certificación

La Conferencia y el Consejo serán las Instancias res-
ponsables de emitir los criterios mínimos para la certi-
ficación de Facilitadores de los Órganos de la Federa-
ción, de las entidades federativas y de los
facilitadores privados de conformidad con lo dis-
puesto en esta Ley.

… 

I... 

II… 

III… 

IV… 

… 

Artículo 47 Bis. Criterios mínimos de certificación
de los centros privados.

La Conferencia y el Consejo serán las Instancias
responsables de emitir los criterios mínimos para la
certificación de los Centros Privados especializados
en Mecanismos Alternativos de Solución de Con-
troversias en Materia Penal de conformidad con lo
dispuesto en esta ley.

Artículo 51. Obligaciones de los Facilitadores

Son obligaciones de los Facilitadores:

I…

II…

III…

IV…

V…

VI…

VII…

VIII…

IX…

X…

XI…

XII…

XIII…

XIV… 

XIV. No ejercer la abogacía por sí o por interpósita
persona, salvo en causa propia, de su cónyuge, con-
cubina o concubinario, convivientes, de sus ascen-
dientes o descendientes, de sus hermanos o de su
adoptante o adoptado. Esta disposición no aplica
en los facilitadores privados, siempre y cuando
estos no sean servidores públicos que por ley ten-
gan este impedimento.

XV… 

… 

Transitorios

Primero… 

Segundo…

Tercero... 

Cuarto… 

Quinto… 

Sexto…

Gaceta Parlamentaria Martes 10 de abril de 201824



Séptimo. Dentro de los sesenta días siguientes a la
publicación de este Decreto en el Diario Oficial de
la Federación, la Secretaría Técnica de la Confe-
rencia Nacional de Procuración de Justicia, así co-
mo la Secretaría Técnica del Consejo de certifica-
ción en sede judicial deberán elaborar el proyecto
de criterios mínimos de certificación de los Centro
Privados especializados en Mecanismos Alternati-
vos de Solución de Controversias en Materia Penal
a que se refiere la presente Ley. Para la elaboración
de los criterios referidos deberán tomar en conside-
ración la opinión de los representantes de las zonas
en que estén conformadas la Conferencia y el Con-
sejo. El proyecto deberá ser sometido a considera-
ción del Pleno de la Conferencia o el Consejo en la
sesión plenaria siguiente al vencimiento del plazo a
que se refiere este párrafo.

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposicio-

nes de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,

publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de

2008. http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5472965&fe-

cha=24/02/2017

2 Artículo 20. El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá

por los principios de publicidad, contradicción, concentración,

continuidad e inmediación. 

A. De los principios generales

3 Artículo 17. Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí mis-

ma, ni ejercer violencia para reclamar su derecho. 

(…)

Las leyes preverán mecanismos alternativos de solución de

controversias. En la materia penal regularán su aplicación,

asegurarán la reparación del daño y establecerán los casos en

los que se requerirá supervisión judicial. 

(…). 

4 Publicación en el DOF:

http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5377563&fe-

cha=29/12/2014

5 Ley Nacional de Medios Alternativos de Solución de Contro-

versias en Materia Penal. Artículo 1. 

6 Procuraduría General de la Republica. “Hacia un nuevo modelo

de procuración de justicia. Diagnóstico y Plan de trabajo.

http://www.senado.gob.mx/sgsp/gaceta/63/2/2017-02-16-1/as-

sets/documentos/INFORME_PGR.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de abril de 2018.

Diputado Víctor Manuel Sánchez Orozco (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 307 DE LA LEY

GENERAL DE SALUD, A CARGO DE LA DIPUTADA REFUGIO

TRINIDAD GARZÓN CANCHOLA, DEL GRUPO PARLAMEN-
TARIO DEL PES

Diputada Refugio Trinidad Garzón Canchola, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Encuentro
Social, con fundamento en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, en relación con los artículos 6, numeral 1,
fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta soberanía
la siguiente iniciativa con proyecto de decreto que
reforma y adiciona el artículo 307 de la Ley Gene-
ral de Salud, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Una de las obligaciones que asume el Estado mexicano
es la de velar por la protección de la salud de los mexi-
canos, atendiendo a que ésta se encuentra reconocida
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como un derecho humano en los párrafos tercero y
cuarto del artículo 4 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, que a la letra establece:

Artículo 4. …

…

Toda persona tiene derecho a la alimentación nu-
tritiva, suficiente y de calidad. El Estado lo garan-
tizará.

Toda persona tiene derecho a la protección de la
salud. La Ley definirá las bases y modalidades pa-
ra el acceso a los servicios de salud y establecerá la
concurrencia de la Federación y las entidades fede-
rativas en materia de salubridad general, conforme
a lo que dispone la fracción XVI del artículo 73 de
esta Constitución.

Como se advierte de la lectura del texto constitucional,
para el constituyente permanente la salud va de la ma-
no con la alimentación nutritiva, suficiente y de cali-
dad, de ahí que establece estos principios como dere-
chos humanos.

Por ende, y atendiendo a la obligación constitucional
en materia de salud tiene el Congreso General, en tér-
minos la fracción XVI del artículo 73 de esta Consti-
tución, como facultad de dictar las leyes en materia de
salubridad, presento a esta soberanía una reforma que
tiene la intención de abonar a las políticas públicas en
materia de salud que emprende el gobierno federal en
aras de fortalecer el marco jurídico que protege la sa-
lud de los mexicanos. 

Para la suscrita los datos y cifras de la Organización
Mundial de la Salud en materia de obesidad y sobre
peso son alarmantes: 

• Desde 1975, la obesidad se ha casi triplicado en
todo el mundo.

• En 2016, más de 1900 millones de adultos de 18 o
más años tenían sobrepeso, de los cuales, más de
650 millones eran obesos. 

• En 2016, el 39 por ciento de las personas adultas
de 18 o más años tenían sobrepeso, y el 13 por cien-
to eran obesas.

• La mayoría de la población mundial vive en países
donde el sobrepeso y la obesidad se cobran más vi-
das de personas que la insuficiencia ponderal.

• En 2016, 41 millones de niños menores de cinco
años tenían sobrepeso o eran obesos.

• En 2016 había más de 340 millones de niños y
adolescentes (de 5 a 19 años) con sobrepeso u obe-
sidad.

Según la propia OMS la causa fundamental del sobre-
peso y la obesidad es un desequilibrio energético entre
calorías consumidas y gastadas, que se debe, entro
otros factores como el sedentarismo, por ejemplo, un
aumento en la ingesta de alimentos de alto contenido
calórico que son ricos en grasas.

Lo que genera un factor de riesgo de enfermedades
no transmisibles, como cardiovasculares, la diabe-
tes, algunos canceres, por citar algunos ejemplos.
Actualmente en México, la ingesta excesiva de re-
frescos y bebidas saborizadas se encuentra en índi-
ces por demás preocupantes, según los datos de la
OMS y del Instituto Nacional de Salud Pública, se
calcula que en promedio se consume 163 litros de re-
fresco por persona al año, mientras que el promedio
de consumo de refrescos en Estados unidos es de
118 litros anuales.

Ahora bien, las bebidas que contienen azúcares añadi-
dos (sacarosa, jarabe de maíz alto en fructosa), se aso-
cian con un mayor riesgo de aumentar de peso y por lo
tanto, desarrollar sobrepeso y obesidad, así como otras
enfermedades cardiovasculares como diabetes, síndro-
me metabólico e hipertensión.

Un ejemplo de las consecuencias de lo anteriormente
descrito, es el estudio de mortalidad por consumo de
bebidas azucaradas, realizado por el Centro de Inves-
tigación en Nutrición y Salud, del Instituto Nacional
de Salud Pública, en México seis de cada diez muertes
se atribuyen al consumo de bebidas azucaradas en
adultos de menos de cuarenta y cinco años.

La OMS ha recomendado que el consumo de azúcar
debe representar menos del 10 por ciento de la ingesta
calórica total diaria, sin embargo, un estudio arrojó
qué la cantidad de azúcar encontrada en los refrescos
es de hasta veinticinco gramos; y para el caso de la be-
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bidas saborizadas, hasta de veintiocho gramos, ambos
rangos presentes en una muestra de solo doscientos
mililitros, lo que significa que el consumo de azúcar
rebasa por mucho la cantidad recomendada, sólo en un
refresco o alguna bebida azucarada. 

Ante estos datos es necesario que el Poder Legislativo,
asuma su compromiso y responsabilidad, en la tarea de
fortalecer el marco jurídico para generar la reducción
en el consumo de bebidas azucaradas; por ello pro-
pongo a esta Soberanía dar a las bebidas azucaradas el
mismo tratamiento que se les ha dado a los productos
derivados del tabaco, es decir, alertar a la población de
los daños nocivos que traen como consecuencia la in-
gesta de estas bebidas.

La propuesta, se centra en regularizar las bebidas no
alcohólicas, entendiéndose como tal cualquier líquido,
natural o transformado, que superen los diez gramos
de azúcar, las cuales deberán contener en su empaque-
tado o etiquetado externo, leyendas, pictogramas o
imágenes que demuestren los efectos nocivos del con-
sumo de las mismas.

Ahora bien, la coordinación de dichas actividades de-
berá recaer en la Secretaría de Salud, ya que al ser es-
ta dependencia la coordinadora del Sistema Nacional
de Salud, le corresponde establecer y conducir la polí-
tica nacional en materia de salud.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a
consideración del pleno de esta soberanía, la iniciati-
va con proyecto de 

Decreto que adiciona un cuarto y quinto párrafos,
al artículo 307 de la Ley General de Salud

Único. Adiciona un cuarto y quinto párrafos al ar-
tículo 307 de la Ley General de Salud

Artículo 307. (…) 

(…) 

(…) 

Tratándose de bebidas no alcohólicas, que superen los
diez gramos de azúcar, deberán contener en su empa-
quetado o etiquetado externo, leyendas, pictogramas o
imágenes que demuestren los efectos nocivos del con-

sumo de las mismas, sujetándose a las siguientes dis-
posiciones:

I. Serán formuladas y aprobadas por la Secretaría de
Salud;

II. Deberán ocupar al menos el 30 por ciento del to-
tal del empaque o etiqueta;

III. Se imprimirán directamente en los empaques o
etiquetas;

IV. Las leyendas deberán ser escritas e impresas, sin
que se invoque o haga referencia a alguna disposi-
ción legal directamente en el empaquetado o eti-
quetado; y serán de alto impacto preventivo, claras,
visibles, legibles y no deberán ser obstruidas por
ningún medio.

La Secretaría de Salud publicará en el Diario Ofi-
cial de la Federación, las disposiciones para la for-
mulación, aprobación, aplicación y utilización de
las leyendas, imágenes o pictogramas sanitarios que
se incorporarán en los paquetes o etiquetas de las
bebidas no alcohólicas, que superen los veinticinco
gramos de azúcar.

Artículos Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
10 de abril de 2018.

Diputada Refugio Trinidad Garzón Canchola (rúbrica)
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QUE REFORMA EL ARTÍCULO 7O. DEL CÓDIGO PENAL FE-
DERAL, A CARGO DE LA DIPUTADA MARÍA GLORIA HER-
NÁNDEZ MADRID, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

La que suscribe, diputada por el estado de Hidalgo,
María Gloria Hernández Madrid, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal, con fundamento en lo dispuesto por los artículos
71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos así como, los artículos 6,
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someto a consideración de esta honorable
asamblea iniciativa con proyecto de decreto por la que
se reforma el artículo 7o. del Código Penal Federal, lo
anterior con base en la siguiente

Exposición de Motivos

1. Antecedentes

El 18 de junio de 2008 se publicó en el Diario Oficial
de la Federación el decreto por el que se reformaron y
adicionaron diversas disposiciones de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, esta modi-
ficación a la ley suprema fue conocida a la postre co-
mo “nuevo sistema de justicia penal” a efectos de so-
cializar su contenido aunque, el cambio fundamental
se dio en la forma de desarrollo del proceso penal me-
xicano y los principios que lo rigen; de esta forma se
transitó hacia un modelo que privilegia la oralidad co-
mo mecanismo de desarrollo de las audiencias y sos-
tenido en principios como la publicidad, concentra-
ción, continuidad, inmediación y concentración, a fin
de impulsar un cambio paradigmático en el derecho
adjetivo penal de nuestro país.

No obstante lo señalado, el impacto de la reforma
apuntada alcanzó casi en forma imperceptible pero
profundamente a la parte sustantiva del derecho penal,
dicho cambio se encuentra en la redacción del primer
párrafo del artículo 19 de la Constitución general de la
República, dispositivo que antes del 18 de junio de
2008 establecía que:

“Artículo 19. Ninguna detención ante autoridad ju-
dicial podrá exceder del plazo de setenta y dos ho-
ras, a partir de que el indiciado sea puesto a su dis-
posición, sin que se justifique con un auto de formal
prisión en el que se expresarán: el delito que se im-
pute al acusado; el lugar, tiempo y circunstancias de

ejecución, así como los datos que arroje la averi-
guación previa, los que deberán ser bastantes
para comprobar el cuerpo del delito y hacer pro-
bable la responsabilidad del indiciado.”

A partir de la reforma constitucional invocada, el pri-
mer párrafo del artículo 19 constitucional establece:

“Artículo 19. Ninguna detención ante autoridad ju-
dicial podrá exceder del plazo de setenta y dos ho-
ras, a partir de que el indiciado sea puesto a su dis-
posición, sin que se justifique con un auto de
vinculación a proceso en el que se expresará: el de-
lito que se impute al acusado; el lugar, tiempo y cir-
cunstancias de ejecución, así como los datos que
establezcan que se ha cometido un hecho que la
ley señale como delito y que exista la probabilidad
de que el indiciado lo cometió o participó en su co-
misión.”

Como puede apreciarse, la redacción anterior a la re-
forma se refería a la acreditación del cuerpo del delito
como un concepto eminentemente procesal, sin em-
bargo, con la redacción actual, “el hecho que la ley se-
ñala como delito” tiene una doble naturaleza, la pri-
mera conserva su sentido procesal en el dictado del
auto de vinculación a proceso pero, la segunda, es ori-
gen del problema que motiva esta iniciativa porque el
“hecho que la ley señala como delito” significa en el
orden sustantivo penal que el delito es un hecho en el
que se engloba a la conducta (acción u omisión), de-
jando atrás la posición tradicional de considerar al de-
lito como una acción u omisión, esta distinción genera
el problema que será abordado a continuación.

2. Planteamiento del problema

Cuando en el primer párrafo del artículo 19 constitu-
cional se refiere al hecho que la ley señale como deli-
to, el contexto principal es de carácter procesal porque
se refiere al dictado del auto de vinculación a proceso
y que en este nuevo entendimiento, la existencia de
“un hecho que la ley señale como delito” y la “proba-
bilidad en la comisión o participación del activo” no
requiere que se acrediten los elementos objetivos, nor-
mativos y subjetivos, en el caso de que así los descri-
ba el tipo penal, es decir, el denominado cuerpo del de-
lito; para ello, el juez de garantía debe examinar el
grado de racionabilidad (teniendo como factor princi-
pal, la duda razonable), tomando en cuenta como nor-
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mas rectoras, entre otras, la legalidad (si se citaron he-
chos que pueden tipificar delitos e información que
se puede constituir como datos y no pruebas), la pon-
deración (en esta etapa, entre la versión de la imputa-
ción, la información que la puede confirmar y la de la
defensa), la proporcionalidad, lo adecuado y lo nece-
sario (de los datos aportados por ambas partes) para el
dictado de dicha vinculación1; no obstante, del criterio
jurisprudencial anterior se desprende una vía distinta
de entender “el hecho que la ley señale como delito”
esto es, que la norma penal para determinar lo que es
o no un delito, se aleja del criterio de la conducta con-
sistente en acción u omisión asumiendo entonces que
el ilícito es un hecho por el que se tipifica un delito en
el que la conducta se encuentra desarrollada en la des-
cripción del hecho o se desprende de este, pero esta si-
tuación plantea la problemática de haber “…confundi-
do figuras procesales (cuerpo del delito) con
sustantivas (elementos del tipo penal) sustituyendo la
primera por la segunda (reforma constitucional de
1993) y después definiendo a la primera como si fue-
ra la segunda en el artículo 168 del Código Federal de
Procedimientos Penales (reforma de 1999) y, sin haber
entendido claramente el problema, ahora se repite el
error al considerar que el hecho que la ley señala co-
mo delito se integra con los elementos objetivos, nor-
mativos y subjetivos del tipo penal, es decir ¿estaría-
mos regresando propiamente a lo dispuesto en los
artículos 16 y 19 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos (CPEUM) con la reforma de
1993 y al artículo 168 del Código Federal de Procedi-
mientos Penales en 1994? sólo que ahora ¿estaríamos
sustituyendo elementos del tipo penal por el hecho que
la ley señala como delito? Una concepción como la
anterior generaría problemas importantísimos como
los ya experimentados entre 1994-1999 y, además, por
ejemplo, si al final del proceso no se acreditara la con-
ducta típica del que cometió el delito de homicidio,
entonces tendríamos que decir que no hubo un hecho
que la ley señala como delito…”2 por lo tanto, para
resolver este conflicto es necesario identificar y co-
rresponder al hecho que la ley señala como delito en
sus aspectos procesal y sustantivo por ello se debe asu-
mir en el Código Penal Federal que el delito es el he-
cho o hechos que señalan y sancionan las leyes pe-
nales, de esta forma “…desde la perspectiva de la
víctima y/o sujeto pasivo, por ejemplo, el hecho que la
ley prohíbe en un homicidio es el que: una persona sea
privada de la vida; en el robo: el que una persona sea
desapoderada de su bien sin su consentimiento; en la

violación: el que a una persona le sea impuesta la co-
pula por medio de la violencia física o moral sin su
consentimiento, etcétera. Por otra parte, será al mo-
mento de determinar quién cometió el delito cuando se
analice si el imputado/acusado realizó la conducta (ac-
ción u omisión) típica (con sus tres elementos: objeti-
vos, normativos y subjetivos) antijurídica y culpable,
si comprobamos lo anterior podremos sostener que el
acusado cometió el delito, pero si falta alguna de las
tres categorías (por alguna causa de atipicidad, justifi-
cación o inculpabilidad) deberá absolverse, pero esto
último no excluye el hecho prohibido por la ley pe-
nal”3.

Con la propuesta realizada se genera identidad sustan-
tiva y subjetiva respecto a lo que es y debe entenderse
como delito en el sentido actual del sistema penal me-
xicano, esto es, “…como la abstracción formulada por
el legislador, que reúne en un concepto los elementos
esenciales de un hecho delictivo determinado. En
otras palabras, el tipo está constituido por la des-
cripción del hecho contrario a la norma que san-
ciona la ley penal. Se habla de hecho y no de “con-
ducta”, porque algunos de los elementos de los
tipos penales no refieren directamente al obrar del
agente, sino a circunstancias externas a él, y que no
dependen de su voluntad…”.4

Ahora bien, considerando que la significación del deli-
to como hecho señalado en la ley, ya se encuentra con-
templada en el primer párrafo del artículo 19 constitu-
cional en el aspecto procesal, corresponde acudir, como
se dijo, al Código Penal Federal como el conjunto nor-
mativo penal que contiene el concepto de delito en su
acepción sustantiva y cuya redacción vigente en su artí-
culo 7o. refiere que: Delito es el acto u omisión que
sancionan las leyes penales, la que debe ser superada
para ajustarse a la propuesta contenida en esta iniciativa
y lograr la consonancia con la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos en los términos expues-
tos, esto es, que el delito como expresión normativa de
lo prohibido por el legislador es un hecho o hechos des-
critos y sancionados por las leyes penales. 

3. Propuesta legislativa

Por los razonamientos y argumentos vertidos en esta
iniciativa, someto al conocimiento, análisis, valora-
ción y dictamen correspondiente, el siguiente proyec-
to de
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Decreto

Único. Se reforma el artículo 7o. del Código Penal Fe-
deral, para quedar de la siguiente manera:

Artículo 7o. Delito es el hecho descrito y sancionado
en las leyes penales.

…

… 

I. a III. … 

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Se derogan las disposiciones que se opon-
gan al presente decreto.

Notas

1 Auto de vinculación a proceso. En su dictado no es necesario

acreditar el cuerpo del delito (elementos objetivos, normativos y

subjetivos) y justificar la probable responsabilidad del inculpado,

sino que sólo debe atenderse al hecho ilícito y a la probabilidad de

que el indiciado lo cometió o participó en su comisión (nuevo Sis-

tema de Justicia Penal en el estado de Chihuahua). Época: Décima

Época, Registro: 160330, Instancia: Tribunales Colegiados de Cir-

cuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de

la Federación y su Gaceta, Libro V, Febrero de 2012, Tomo 3, Ma-

teria(s): Penal, Tesis: XVII.1o.P.A. J/25 (9a.), Página: 1942.

2 ¿Qué es el hecho que la ley señala como delito?; Dr. Enrique Dí-

az Aranda; http://enriquediaz-aranda.blogspot.mx/2016/03/que-

es-el-hecho-que-la-ley-senala-como.html; 23 de marzo de 2016.

3 Ídem

4 Hecho que la ley señale como delito. Evolución de este concep-

to establecido en los artículos 16 y 19 de la Constitución federal

(Nuevo Sistema de Justicia Penal en el estado de Chihuahua). Épo-

ca: Décima Época; Registro: 2012685; Instancia: Tribunales Cole-

giados de Circuito; Tipo de Tesis: Aislada; Fuente: Gaceta del Se-

manario Judicial de la Federación; Libro 34, Septiembre de 2016,

Tomo IV; Materia(s): Constitucional; Tesis: XVII.1o.P.A.30 P

(10a.); Página: 2741.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de abril de 2018.

Diputada María Gloria Hernández Madrid (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 48 DE LA LEY GENERAL DE

EDUCACIÓN, A CARGO DEL DIPUTADO JOSÉ ADRIÁN GON-
ZÁLEZ NAVARRO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

Planteamiento del problema

A partir del reconocimiento constitucional del derecho
a la cultura física y la práctica del deporte el 12 de oc-
tubre de 2011, el Estado mexicano tiene la responsabi-
lidad de su promoción, fomento y estímulo conforme
a las leyes de la materia y, el Congreso de la Unión la
facultad de legislar en éstas, estableciendo la concu-
rrencia entre la Federación, los Estados, el Distrito Fe-
deral y los municipios; así como la participación de los
sectores social y privado. 

Desde esta perspectiva, el 7 de junio de 2013 se publi-
có en el Diario Oficial de la Federación (DOF), la Ley
General de Cultura Física y Deporte (LGCFD), misma
que en el artículo 3 fracción III, reconoce a la cultura
física y la práctica del deporte como un elemento esen-
cial de la educación. El artículo 9por su parte, estable-
ce como atribución de la Conade en coordinación con
la Secretaría de Educación Pública (SEP), la integra-
ción de un Programa Nacional de Cultura Física y De-
porte, con base en un diagnóstico nacional, estatal y
municipal, debiendo contener al menos:

I. Una clara definición de objetivos y metas;

II. La formulación de estrategias, tomando en cuen-
ta criterios de coordinación institucional para el
aprovechamiento de los recursos públicos y priva-
dos;
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III. El diseño de políticas que aseguren la efectiva
participación del sector privado en la actividad de-
portiva nacional, y

IV. El plan de inversiones con los presupuestos de
los principales programas y proyectos de inversión
pública de los distintos entes deportivos y la espe-
cificación de los recursos financieros requeridos pa-
ra su ejecución; así como, su rendición de cuentas.

Para el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo
se adoptarán las acciones y estrategias pertinentes, se
dictarán los instrumentos normativos a que haya lugar
y se formularán los planes operativos anuales que ga-
ranticen su ejecución.

El artículo 15 de la LGCFD, le atribuye a la Conade,
la conducción de la política nacional en el ámbito de la
cultura física y la práctica del deporte.

En este marco, el 30 de abril de 2014 se publicó en el
DOF el Programa Nacional de Cultura Física y De-
porte de conformidad con el Sistema Nacional de Pla-
neación Democrática, el Programa Nacional de Cultu-
ra Física y Deporte 2014-2018 que emana del Plan
Nacional de Desarrollo 2013-2018, así como del Pro-
grama Sectorial de Educación 2013-2018. Este docu-
mento como resultado del trabajo realizado por perso-
nal de la Conade y otros agentes del Sistema Nacional
de Cultura Física y Deporte, da cuenta en el apartado
denominado Diagnóstico que para el Gobierno de la
República la práctica de la actividad física y el depor-
te es una prioridad fundamental para construir una na-
ción de ciudadanos íntegros. Asimismo, la incorpora-
ción del hábito de la activación física sistemática, el
mejorar la capacidad funcional y la calidad de vida,
promover el sentido de pertenencia y el orgullo por los
logros de nuestros representantes deportivos, definen
la ruta por la que habrá de transitar la política pública
en la materia. Como parte del análisis de la situación
actual del sistema deportivo mexicano, se reconoce
como amenazas:

¡Desigualdad social! La desigualdad social y territo-
rial son factores que limitan a las políticas de masifi-
cación del deporte, lo que representa una constante
amenaza al desarrollo deportivo.

¡La separación del deporte de la educación física en
el currículo escolar! El currículo de la Educación Fí-

sica en las escuelas no profundiza en las posibilidades
de una educación deportiva actualizada e integral con
miras a la inclusión eficaz de los jóvenes al sistema
deportivo. Asimismo, el plan de estudios enfocado a la
Educación Física no se formula en coordinación direc-
ta con la Conade, lo que dificulta unificar criterios y
objetivos.

¡Falta de mecanismos de colaboración público pri-
vada! Así como en las oportunidades se identificaron
las opciones de colaboración público-privada para el
desarrollo del deporte, la ausencia de mecanismos que
procuren este tipo de apoyo puede generar una amena-
za para el deporte mexicano, especialmente en el ám-
bito del deporte social o de instalaciones deportivas.
Desde hace 10 años el programa CIMA (hoy Fideico-
miso Fondo del Deporte de Alto Rendimiento) de Al-
to Rendimiento, no cuenta con un solo patrocinador.

¡Bajo nivel de actividad física en niños, jóvenes y
adultos! La transformación del estilo de vida en años
recientes ha generado distintas problemáticas para el
sector salud. De acuerdo con la Encuesta Nacional de
Salud y Nutrición 2012(5), se detectó que niños, jóve-
nes, adultos y personas de la tercera edad no realizan
actividades físicas debido a que la tecnología se ha
convertido en un atractivo que deja de lado el ejercicio
y la actividad recreativa ya que se concentran en los
videojuegos, televisión e internet. Un ejemplo es el
grupo de 10 a 14 años de edad, pues se estima que el
58.6 por ciento no realizado alguna actividad física.

¡El monto presupuestal de los recursos destinados
al deporte! Con carácter general, el presupuesto des-
tinado al deporte se considera insuficiente para los re-
tos que ha de asumir México en el proceso de implan-
tación del Programa Nacional de Cultura Física y
Deporte. Considerando el monto 2014 para la Conade,
que asciende a 4.225 MDP, en comparación con el to-
tal de la población (112 millones de habitantes), arro-
ja que tocan 37.61 pesos por habitante al año.

Para efectos de la presente expresión legislativa, con-
sideramos necesario hacer hincapié:

La separación del deporte de la educación física en
el currículo escolar. El currículo de la Educación Fí-
sica en las escuelas no profundiza en las posibilidades
de una educación deportiva actualizada e integral con
miras a la inclusión eficaz de los jóvenes al sistema
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deportivo. Asimismo, el plan de estudios enfocado a
la Educación Física no se formula en coordinación
directa con la Conade, lo que dificulta unificar cri-
terios y objetivos. 

Aunado a lo anterior, la Ley General de Educación en
el artículo 48, determina que corresponde a la SEP, la
faculta de revisión y evaluación sistemática y continúa
de los planes y programas para mantenerlos perma-
nentemente actualizados y la Ley General de Cultura
Física y Deporte en su artículo 30 fracción I reconoce
como atribuciones de la Conade las que conforme a
los ordenamientos legales aplicables, correspondan a
la SEP en materia de cultura física y deporte, excepto
aquellas que las disposiciones legales o reglamentarias
le atribuyan expresamente a dicha Secretaría.

Como puede observarse, el artículo 48 de la LGE es
omiso respecto de la participación de la Conade en los
planes y programas de estudios no sólo en materia de
educación física sino en lo que respecta al derecho
constitucional a la cultura física y práctica del deporte. 

La necesidad de instaurar las bases de una política de
Estado en materia de cultura física y deporte, se debe
por un lado, a la coincidencia de que este derecho
constitucional relativamente nuevo desde 2011 debe
ser visibilizado una prioridad nacional y por otro, la
exigencia de la comunidad internacional de tomar me-
didas que reviertan eficazmente la pandemia del siglo
XXI denominada sobrepeso y la obesidad con sus
efectos colaterales: las enfermedades crónicas degene-
rativas, como la diabetes mellitus tipo II, obesidad e
hipertensión, constituyen uno de los principales pro-
blemas de salud en México, así como una de las prin-
cipales causas de muerte en nuestro país, mismas que
han paralelamente han comprometido el futuro de
nuestras finanzas públicas.

En este contexto resulta obligado enfatizar que desde
septiembre de 2010, la Organización para la Coopera-
ción y el Desarrollo Económicos (OCDE), dio a cono-
cer a través del estudio: La obesidad y la economía de
la prevención que México ocupaba el primer lugar en
sobrepeso y obesidad ya que el 30 por ciento de la po-
blación padece obesidad y el 70 por ciento sobrepeso
y el 25 de enero de 2011, el gobierno Federal mexica-
no reconoció oficialmente que nuestras niñas, niños
adolescentes ocupan el primer lugar en obesidad y de
igual forma, el mismo escaño en la población adulta.

Pese a los loables esfuerzos de administraciones ante-
riores y de la actual -como la implementación de una
Estrategia Nacional para el Combate contra el Sobre-
peso, la Obesidad y la diabetes, en la que se reconoció
tanto al sobrepeso como a la obesidad como padeci-
mientos de emergencia sanitaria; la creación Observa-
torio Mexicano de Enfermedades No Transmisibles
(OMENT); la creación de impuestos a bebidas azuca-
radas y alimentos de alto contenido calórico; la elabo-
ración de un análisis respecto de la atención médica y
la implementación de acciones concretas destinadas a
la activación física; la instalación de bebederos en es-
cuelas, entre otras- resultan insuficientes para un país
como el nuestro cuya población en la mayoría de los
casos, considera que la cultura física y la práctica del
deporte son por un lado, objeto de atención como es-
pectáculo en el que la participación es de mero espec-
tador y por el otro, como educación física; es decir,
una asignatura obligatoria en el proceso de formación
de la educación primaria y secundaria principalmente
que dista mucho de reconocerse como un derecho fun-
damental de toda persona y que derivado de su prácti-
ca sistemática, garantizará la prevención de enferme-
dades crónicas no transmisibles y con ello, el combate
a la epidemia de sobrepeso y obesidad en niñas, niños,
adolescentes principalmente.

Si bien, la problemática que enfrenta México en mate-
ria de salud pública no es privativa de nuestro país, tal
y como lo confirma la OCDE, en una comparación in-
ternacional entre sus países integrantes, citado en el ar-
tículo “El deporte en la vida de los mexicanos”, de la
Fundación Este País, de julio de 2010, que revela que
de acuerdo con cifras de la citada organización, las ac-
tividades recreativas o de ocio, el deporte es, en gene-
ral, poco practicado entre sus países integrantes entre
ellos, México; a excepción de España en donde las
personas de 15 años y más dedican menos del 10 por
ciento de su tiempo de ocio al deporte. En nuestro pa-
ís, sólo se dedica 5 por ciento del tiempo de ocio a las
actividades deportivas, mientras que en España le des-
tinan el 12 por ciento. Por lo que hace a actividades
como ver televisión y escuchar radio, los mexicanos
destinamos entre un 48 y 44 por ciento respectiva-
mente, por lo que el artículo se subtitula: Poco depor-
te y mucha tele.

Por ello, la necesidad de contar con un marco norma-
tivo fortalecido en materia de cultura física y deporte,
obedece al cambio de visión del deporte mexicano, a
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partir de una perspectiva de derechos fundamentales
en la que su visibilización exige un enfoque transver-
sal por la incidencia que éste tiene en la vida de las
personas, tal y como se propone en el objetivo 5 del
PROGRAMA Nacional de Cultura Física y Deporte
2014-2018.

Objetivo 5: Impulsar la gestión del deporte desde
una perspectiva transversal para incidir en la vida
de las personas.

Se trata de un objetivo distinto, horizontal, amplio, que
de alguna manera engloba los cuatro objetivos ante-
riores. El deporte mexicano no debe verse como un
sector longitudinal, lineal, aislado, que nace, vive y
muere en sí mismo. El deporte tiene una perspectiva
transversal, puesto que junto con la educación físi-
ca, la actividad física, la cultura física o la recrea-
ción, inciden en la vida de las personas de muy dis-
tintas maneras: como instrumento educativo,
herramienta de salud y de prevención de enferme-
dades, como una nueva fuente de empleo y genera-
dor de un cada vez mayor impacto económico, tam-
bién como un elemento de integración y cohesión
social en las poblaciones en contexto crítico, como
complemento del turismo y como elemento de pro-
yección exterior e identidad nacional.

El objetivo es impulsar la colaboración tanto con
dependencias públicas como con organizaciones
privadas para hacer más eficientes las acciones y
los recursos mediante la coordinación de las dife-
rentes políticas desarrolladas para trabajar todos
en la misma dirección.

En este contexto es indispensable garantizar el dere-
cho constitucional al deporte y a la cultura física a par-
tir del diseño de una política de Estado, que trascienda
los cambios sexenales, desde de una perspectiva trans-
versal y de consideración prioritaria en la integración
de la agenda pública de los tres órdenes de gobierno,
con un presupuesto Federal suficiente y una base fir-
me exenta de regateos políticos, por lo que se propone
adicionar un párrafo cuarto al artículo 48 de la Ley Ge-
neral de Educación, con el objeto de considerar la opi-
nión de la Conade cuando en los planes y programas
de estudios a cargo de la SEP, se aluda a conceptos co-
mo educación física, cultura física y práctica del de-
porte, entre otros relacionados con dicha materia. 

Argumentos

Aunado a la necesidad de fortalecer el marco nor-
mativo en materia de cultura física y deporte para
sentar las bases de una auténtica política de Estado
en esta materia, resulta innegable la exigencia de la
comunidad internacional derivado de los compromi-
sos internacionales que el Estado mexicano ha asu-
mido y respecto de las acciones o estrategias enca-
minadas a revertir eficazmente la pandemia del siglo
XXI denominada sobrepeso y la obesidad aunado a
sus principales efectos: las enfermedades crónicas
degenerativas, como la diabetes mellitus tipo II, obe-
sidad e hipertensión, constituyen uno de los princi-
pales problemas de salud en México, así como una
de las principales causas de muerte en nuestro país,
mismas que comprometen el futuro de nuestras fi-
nanzas públicas.

No podemos perder de vista que a partir de la reforma
constitucional en materia de derechos humanos del 10
de junio de 2011, el Estado mexicano asumió una serie
de obligaciones derivado de la suscripción y ratifica-
ción de más de 210 instrumentos jurídicos internacio-
nales así como la obligación que tienen todas las auto-
ridades en el ámbito de sus competencias de promover,
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de
conformidad con los principios de universalidad, inter-
dependencia, indivisibilidad y progresividad; respecto
de este último, la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, ha publicado criterios orientadores al respecto. 

Número de registro 2010361. 2a. CXXVII/2015
(10a.). Segunda Sala. Décima Época, Gaceta del
Semanario Judicial de la Federación. Libro 24, no-
viembre de 2015, Pág. 1298. 

Principio de progresividad de los derechos hu-
manos. Su naturaleza y función en el Estado me-
xicano. El principio de progresividad que rige en
materia de los derechos humanos implica tanto gra-
dualidad como progreso. La gradualidad se refiere a
que, generalmente, la efectividad de los derechos
humanos no se logra de manera inmediata, sino que
conlleva todo un proceso que supone definir metas
a corto, mediano y largo plazos. Por su parte, el pro-
greso implica que el disfrute de los derechos siem-
pre debe mejorar. En tal sentido, el principio de pro-
gresividad de los derechos humanos se relaciona no
sólo con la prohibición de regresividad del disfrute
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de los derechos fundamentales, sino también con la
obligación positiva de promoverlos de manera
progresiva y gradual, pues como lo señaló el
Constituyente Permanente, el Estado Mexicano
tiene el mandato constitucional de realizar todos
los cambios y transformaciones necesarias en la
estructura económica, social, política y cultural del
país, de manera que se garantice que todas las per-
sonas puedan disfrutar de sus derechos humanos.
Por tanto, el principio aludido exige a todas las au-
toridades del Estado Mexicano, en el ámbito de su
competencia, incrementar el grado de tutela en la
promoción, respeto, protección y garantía de los
derechos humanos y también les impide, en vir-
tud de su expresión de no regresividad, adoptar
medidas que sin plena justificación constitucional
disminuyan el nivel de la protección a los derechos
humanos de quienes se someten al orden jurídico
del Estado mexicano.

Amparo directo en revisión 2425/2015. Grupo Uno
Alta Tecnología en Proyectos e Instalaciones, SA de
CV, 12 de agosto de 2015. Unanimidad de cuatro
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I.,
Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco Gonzá-
lez Salas y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Margari-
ta Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Da-
yán. Secretaria: Georgina Laso de la Vega Romero.

Décima Época Núm. de Registro: 2013216 Instan-
cia: Primera Sala, Tesis Aislada, Gaceta del Sema-
nario Judicial de la Federación Libro 37, diciembre
de 2016, Tomo I, Materia Constitucional Tesis: 1a.
CCXCI/2016 (10a.) Página: 378

Principio de progresividad de los derechos hu-
manos. Su concepto y exigencias positivas y ne-
gativas. El principio de progresividad está previsto
en el artículo 1o. constitucional y en diversos trata-
dos internacionales ratificados por México. Dicho
principio, en términos generales, ordena ampliar
el alcance y la protección de los derechos huma-
nos en la mayor medida posible hasta lograr su
plena efectividad, de acuerdo con las circunstan-
cias fácticas y jurídicas del caso concreto. Es posi-
ble diseccionar este principio en varias exigencias
de carácter tanto positivo como negativo, dirigidas
a los creadores de las normas jurídicas y a sus apli-
cadores, con independencia del carácter formal de
las autoridades respectivas, ya sean legislativas, ad-

ministrativas o judiciales. En sentido positivo, del
principio de progresividad derivan para el legis-
lador (sea formal o material) la obligación de
ampliar el alcance y la tutela de los derechos hu-
manos; y para el aplicador, el deber de interpretar
las normas de manera que se amplíen, en lo posible
jurídicamente, esos aspectos de los derechos. En
sentido negativo, impone una prohibición de regre-
sividad: el legislador tiene prohibido, en principio,
emitir actos legislativos que limiten, restrinjan, eli-
minen o desconozcan el alcance y la tutela que en
determinado momento ya se reconocía a los dere-
chos humanos, y el aplicador tiene prohibido inter-
pretar las normas sobre derechos humanos de ma-
nera regresiva, esto es, atribuyéndoles un sentido
que implique desconocer la extensión de los dere-
chos humanos y su nivel de tutela admitido previa-
mente. En congruencia con este principio, el alcan-
ce y nivel de protección reconocidos a los derechos
humanos tanto por la Constitución como por los tra-
tados internacionales, deben ser concebidos como
un mínimo que el Estado Mexicano tiene la obli-
gación inmediata de respetar (no regresividad) y,
a la vez, el punto de partida para su desarrollo
gradual (deber positivo de progresar).

Amparo en revisión 750/2015. María Ángeles Cár-
denas Alvarado. 20 de abril de 2016. Unanimidad
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien re-
servó su derecho para formular voto concurrente,
Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez
Ortiz Mena. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolle-
do. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secre-
tario: Alejandro González Piña.

Ante los desafíos que enfrenta México en materia de
salud pública, es imperativo que la Cámara de Diputa-
dos, garantice la progresividad del derecho a la cultu-
ra física y la práctica del deporte en la legislación se-
cundaria, se considera indispensable que en los planes
y programas de estudios de la educación preescolar, la
primaria, la secundaria, la educación normal y demás
para la formación de maestros de educación básica
cuando se aluda a conceptos como educación física,
cultura física y práctica del deporte, la SEP deberá so-
licitar la opinión a la Conade en su calidad de entidad
responsable en la conducción de la política nacional en
estas materias.
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Convencido que el nuevo modelo educativo debe tradu-
cirse como una oportunidad histórica para garantizar a
nuestras niñas, niños y adolescentes una formación in-
tegral, se propone adicionar un cuarto párrafo al artícu-
lo 48 de la Ley General de Educación con el objeto de
otorgar facultad de opinión a la Comisión Nacional de
Cultura Física y Deporte cuando los planes y programas
de estudio se refieran a conceptos como educación físi-
ca, cultura física y práctica del deporte, entre otros. 

Por las consideraciones expuestas, en mi calidad de
Diputado Federal del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional a la LXIII Legislatura de la Cámara
de Diputados del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y 77 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someto a consideración del Pleno de esta
Soberanía, la siguiente Iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona un párrafo cuarto al
artículo 48 de la Ley General de Educación

Artículo Único. Se adiciona un párrafo cuarto al artí-
culo 48 de la Ley General de Educación, para quedar
como sigue: 

“Artículo 48. La Secretaría determinará los planes y
programas de estudio, aplicables y obligatorios en to-
da la República Mexicana, de la educación preescolar,
la primaria, la secundaria, la educación normal y de-
más para la formación de maestros de educación bási-
ca, de conformidad a los principios y criterios estable-
cidos en los artículos 7 y 8 de esta Ley.

Para tales efectos la Secretaría considerará las opinio-
nes de las autoridades educativas locales, y de los di-
versos sectores sociales involucrados en la educación,
los maestros y los padres de familia, expresadas a tra-
vés del Consejo Nacional de Participación Social en la
Educación a que se refiere el artículo 72, así como
aquéllas que en su caso, formule el Instituto Nacional
para la Evaluación de la Educación.

Cuando los planes y programas de estudio se refieran
a aspectos culturales, históricos, artísticos y literarios,
la Secretaría de Cultura propondrá el contenido de di-
chos planes y programas a la Secretaría a efecto de que
ésta determine lo conducente, conforme al párrafo pri-
mero de este artículo.

La Secretaría solicitará la opinión de la Comisión
Nacional de Cultura Física y Deporte, cuando los
planes y programas de estudio se refieran a educa-
ción física, cultura física y práctica del deporte.

…

…

…”

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor al
siguiente día de su publicación en el Diario Oficial de
la Federación.

Dado en la Cámara de Diputados del honorable 
Congreso de la Unión, el 10 de abril de 2018.

Diputado José Adrián González Navarro

QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 6 Y 20 DE LA

LEY MINERA, Y 46 DE LA LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO

ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE, A CARGO

DE LA DIPUTADA BLANDINA RAMOS RAMÍREZ, DEL GRU-
PO PARLAMENTARIO DE MORENA

La suscrita, Blandina Ramos Ramírez, diputada a la
LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, integran-
te del Grupo Parlamentario de Morena, con funda-
mento en los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6,
numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a la consideración de
esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto que reforma los artículos 6 y 20 de
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la Ley Minera y adiciona un último párrafo al artículo
46 de la Ley General de Equilibrio Ecológico y Pro-
tección al Ambiente, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Ley Minera vigente se sustenta en las siguientes
ideas: a) La minería constituye una actividad econó-
mica de utilidad pública, lo que supone que los terre-
nos bajo los que se encuentran los minerales son obje-
to de expropiación en favor de los concesionarios
mineros. b) La actividad minera tiene preferencia por
sobre cualquier otro uso que pueda darse a los terrenos
en que se descubre un yacimiento o una veta mineral,
lo que indica que si la exploración y la explotación de
minerales puede hacerse dentro de poblaciones, pre-
sas, canales, vías generales de comunicación, áreas de
producción agrícola o ganadera, en bosques o en Áreas
Naturales Protegidas, la actividad minera tendrá prefe-
rencia y podrá realizarse aunque destruya viviendas,
cultivos, bosques o áreas naturales protegidas. c) Úni-
camente por ley de carácter federal podrán establecer-
se contribuciones que graven las actividades mineras,
es decir que ni los estados ni los municipios podrán
gravar esa actividad en ninguna de sus formas ni en
ninguno de sus procesos. 

Estas disposiciones convierten a la Ley Minera mexi-
cana en un ordenamiento que deja al arbitrio de los
concesionarios mineros qué hacer y cómo desarrollar
su actividad. No hay límites de ninguna especie cuan-
do de minas se trata. Ni la devastación de las tierras, ni
el derribo de poblaciones o la desaparición de bosques
son suficientes para frenar esa actividad, porque una
concesión minera está por encima de “…cualquier
otro uso que pueda darse a los terrenos…”. Es así que
no hay dependencia gubernamental que pueda frenar
la explotación de una mina, pues con la concesión el
concesionario adquiere derechos que sólo pueden ser
limitados por resolución del Poder Judicial en aquellos
casos en que los afectados, sean comunidades o parti-
culares, pueden demostrar afectaciones a sus derechos. 

Reconocemos, sin embargo, que la historia de México
está íntimamente ligada la actividad minera: varias
ciudades fueron fundadas en las inmediaciones de las
zonas mineras, tal es el caso de Durango, Chihuahua,
Guanajuato, Saltillo, San Luis Potosí y Zacatecas, por
mencionar algunas de ellas.

La Ley Minera, publicada en 1992, autorizó concesio-
nes por 50 años con la posibilidad de prorrogarlas por
otros 50 años; en tanto que la Ley de Inversión Ex-
tranjera concedió que las empresas extranjeras se
constituyeran con 100 por ciento de capital extranjero.
Estas disposiciones reactivaron el sector minero, lo
que enfatizó su carácter en estratégico para la econo-
mía nacional.

Así lo demuestran las cifras dadas a conocer por la Se-
cretaría de Economía, según las cuales,  México ocu-
pa el primer lugar en la producción de plata a nivel
mundial; se ubica entre los 10 principales productores
de 16 diferentes minerales: plata, bismuto, fluorita, ce-
lestita, wollastonita, cadmio, molibdeno, plomo, zinc,
diatomita, sal, barita, grafito, yeso, oro y cobre; es el
primer destino en inversión en exploración minera en
América Latina y el cuarto en el mundo de acuerdo
con el reporte publicado por SNL Metals & Mining
2015; es el quinto país con el mejor ambiente para ha-
cer negocios mineros, de acuerdo al reporte de la con-
sultora Behre Dolbear publicado en agosto de 2015.

Es así que el sector minero-metalúrgico en
México contribuye con el 4 por ciento del Producto In-
terno Bruto nacional y con más de 350 mil empleos di-
rectos y más de 1.6 millones de empleos indirectos.

La misma Ley Minera reconoce otros derechos de los
concesionarios mineros, como puede verse en la si-
guiente relación:

1. Realizar obras y trabajos de exploración, explo-
tación y beneficio de minerales y sustancias obteni-
das;

2. Disponer de los productos minerales o sustancias
obtenidas y de los terrenos ubicados dentro de la su-
perficie que ampara la concesión;

3. Aprovechar las aguas provenientes del laboreo de
la mina;

4. Transmitir la titularidad y los derechos de la con-
cesión;

5. Obtener la expropiación, ocupación temporal o
constitución de servidumbre superficial o subterrá-
nea de los terrenos indispensables para llevar a ca-
bo las obras;
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6. Obtener permisos de la Secretaría de Economía
para recuperación y aprovechamiento de gas aso-
ciado a los yacimientos de carbón mineral;

7. Aprovechar el gas para autoconsumo o para en-
tregar a Pemex, derechos sobre los que no paga ca-
si nada al Estado como contraprestación.

Reconocemos pues, la importancia de la industria mi-
nero-metalúrgica en la economía nacional y por ello
esta iniciativa de reforma a la Ley Minera se constriñe
específicamente a salvaguardar la integridad de las
Áreas Naturales Protegidas de la acción de esa indus-
tria, en especial de la minería “a tajo abierto”.

La categoría de “utilidad pública” de las actividades
mineras se traduce en la indefensión casi total de eji-
datarios, pequeños propietarios, comuneros, poblado-
res, frente a los concesionarios mineros, que tienen de-
recho a solicitar al gobierno la expropiación de las
tierras que les interesan o exigir un decreto de ocupa-
ción temporal o de constitución de una servidumbre
superficial o subterránea de los terrenos que les sean
indispensables para llevar a cabo las obras que requie-
ren. En cambio, ninguna persona y ningún grupo de
personas propietarias o poseedoras de los terrenos
afectados por una mina tienen derecho que anteponer
sus intereses o sus necesidades a la decisión preferen-
te de las actividades extractivas. 

Esta decisión legal pone en riesgo, así sea de mane-
ra indirecta, a todos los mexicanos, pues en 20 años
de vida útil de una mina, se habrá arrasado con la
flora y la fauna y se habrá desertificado el terreno
que ampara la concesión. Una vez cerrada la mina,
las empresas recogen sus cosas y se van a buscar
otras minas. 

Se estima que una tercera parte del territorio nacional
está entregada en concesión para que las empresas mi-
neras realicen trabajo de exploración. Muchas perso-
nas se han enterado recientemente que su vivienda y
su poblado están construidos sobre terrenos entrega-
dos en concesión a una minera. En el sitio Web de la
Secretaría de Economía, puede verse un mapa de las
concesiones mineras, en el que se señala la extensión
de las concesiones en cada entidad federativa, por
ejemplo: el territorio de Colima está concesionado en
un 40 por ciento y el de Zacatecas en 39 por ciento; en
tanto que Baja California, Jalisco, Sonora y Sinaloa

tienen concesionados entre 30 y 35 por ciento de sus
respectivos territorios.  

En otro orden de ideas, los mineros dicen haber toma-
do conciencia del daño que causan al ambiente con sus
actividades, y por ello han creado conceptos como
“Minería Sustentable”, que traducen principalmente en
programas de reforestación. Asimismo, han constituido
fondos financieros para apoyar la conservación de la
naturaleza. La minería sustentable es, según lo explican
en diversos artículos, tomar las riquezas minerales
existentes pero garantizando que las generaciones del
futuro puedan seguir viviendo en los poblados y comu-
nidades donde estuvieron las minas. El fondo más im-
portante es el denominado Fondo Mexicano para la
Conservación de la Naturaleza, que se alimenta de las
donaciones tanto de personas físicas como morales y
de las aportaciones que reciben  de diversas fundacio-
nes internacionales, y su función es canalizar los recur-
sos económicos de que dispone a la Comisión Nacional
de Áreas Naturales Protegidas, órgano desconcentra-
do de cobertura nacional de la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, que a su vez los apli-
ca en programas previamente diseñados. Huelga decir
que la cobertura de tales programas es muy limitada y
no logra resarcir de ninguna manera la devastación
causada por las minas, en especial las que usan la téc-
nica “a tajo abierto” o a “cielo abierto”.

Por su parte, la administración federal creó el Fondo
Minero para el Desarrollo Sustentable, cuyo objetivo
es elevar la calidad de vida de los habitantes en las zo-
nas de extracción minera, y lo radicó en la Secretaría
de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. El “desa-
rrollo sustentable” a que alude este Fondo, se traduce
en la práctica en construcción de banquetas, pavimen-
tación de calles, apertura de caminos, introducción de
redes de agua potable a los poblados en que se ubican
las minas. 

Como puede verse, el Fondo Minero para el Desarro-
llo Sustentable no tiene incidencia alguna en la recu-
peración de la corteza vegetal removida por la maqui-
naria para extraer los minerales del subsuelo, y no la
tiene porque en las minas “a tajo abierto” la remoción
de dicha corteza es definitiva e irrecuperable en el cor-
to plazo. Se estima que la recuperación de la corteza
vegetal en una mina “a cielo abierto” podría tardar, en
un plazo mínimo hasta 300 años y en un plazo máxi-
mo hasta 1,200 años.
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Es decir, en todos aquellos terrenos en donde existe
una mina “a tajo abierto”, no hay recuperación, no hay
resiliencia, no hay posibilidades de que surja nueva-
mente un bosque ni tampoco de abrir esas tierras al
cultivo de alimentos. Esas tierras están perdidas para
muchas generaciones futuras, lo que va en contra di-
rectamente de los principios de sustentabilidad en que,
presuntamente, se basan las actividades humanas hoy
en día.

En contraste con lo anterior, la Ley General de Equili-
brio Ecológico y Protección al Ambiente establece que
las Áreas Naturales Protegidas son de utilidad pública,
lo cual es muy comprensible porque están destinadas a
reproducir condiciones para el desarrollo de la vida.
Sin embargo, también son de utilidad pública las acti-
vidades mineras; lo que no se comprende es por qué
estas últimas tienen preferencia en cuanto al uso del
suelo.

Área Natural Protegida, de acuerdo con la Ley men-
cionada, es aquella que presta determinados servicios
ambientales y es creada por un Decreto presidencial.
Las áreas Naturales Protegidas se dividen en seis cate-
gorías, a saber: Reservas de la Biósfera, Áreas de Pro-
tección de Recursos Naturales, Áreas de Protección de
Flora y Fauna, Parques Nacionales, Monumentos Na-
turales y Santuarios. Actualmente están decretadas
183 Áreas Naturales Protegidas en el país. 

Debido a la preferencia de las actividades mineras so-
bre cualquier otro uso del suelo, tenemos una situación
muy preocupante en las Áreas Naturales Protegidas.
De acuerdo con un estudio publicado por la revista
académica Environmental Science and Policy, 75 por
ciento de las Áreas de Protección de Recursos Natura-
les, 63 por ciento de las Reservas de la Biosfera, 47
por ciento de las Áreas de Protección de Flora y Fau-
na, 22 por ciento de los Santuarios y 15 de los Parques
Nacionales tienen una concesión minera dentro de sus
límites. Dicho en otras palabras, seis de ocho Áreas de
Protección de Recursos Naturales; 28 de 44 Reservas
de la Biósfera; 19 de 40 Áreas de Protección de Flora
y Fauna; cuatro de 18 Santuarios y 10 de 68 Parques
Nacionales tienen dentro de sus límites una concesión
minera. O sea, en 67 (de 183) Áreas Naturales Prote-
gidas existen concesiones mineras. Las más invadidas
son las Áreas de Protección de Recursos Naturales, ya
que 6 de 8 tienen proyectos mineros.

Se estima que 18 por ciento de la superficie protegida
del país ha sido concesionada a la minería, extensión
que equivale a 2.8 millones de hectáreas de Áreas Na-
turales Protegidas.

Las concesiones mineras también se han otorgado en
reservas naturales privadas o comunitarias, cataloga-
das en la Ley como Áreas Destinadas Voluntariamen-
te a la Conservación, las cuales funcionan como áreas
protegidas bajo el cuidado de las propias comunida-
des.

Es por lo anterior que consideramos que la protección
efectiva de las Áreas Naturales Protegidas debe tener
prioridad sobre la actividad minera, pues aquéllas son
vida a largo plazo; la actividad minera es a corto pla-
zo y con efectos destructivos para la naturaleza.

Una ley que considera la extracción de minerales más
importante que la producción de alimentos, la protec-
ción del medio ambiente o la creación de condiciones
para la reproducción de la vida es una ley que debe ser
reformada para invertir los términos en que ha sido ex-
pedida. 

Contenido de la iniciativa

El artículo 6 de la Ley Minera, como se ha explicado
decreta que las actividades mineras son preferentes
por sobre cualquier otro uso que se pueda dar al terre-
no sobre el que se detecta un yacimiento o veta mine-
ral. Disposición que refuerza el artículo 20 de la mis-
ma Ley cuando establece que “Las obras y trabajos de
exploración y de explotación que se realicen dentro de
poblaciones, presas, canales, vías generales de comu-
nicación y otras obras públicas, en los zócalos subma-
rinos de islas, cayos y arrecifes, el lecho marino y el
subsuelo de la zona económica exclusiva, en las áreas
naturales protegidas, así como las que se efectúen den-
tro de la zona federal marítimo terrestre, únicamente
podrán realizarse con autorización, permiso, o conce-
sión según el caso, de las autoridades que tengan a su
cargo los referidos bienes, zócalos, lecho marino, sub-
suelo, las áreas o las zonas citadas, en los términos que
señalen las disposiciones aplicables.”

De la lectura de estos párrafos de la Ley Minera se
concluye que las autoridades que tienen bajo su res-
ponsabilidad de los bienes que se enumeran, están fa-
cultadas para aprobar las autorizaciones, permisos o
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concesiones que les requiera; pero no lo están para ne-
garlos ningún momento, lo que posibilita que las acti-
vidades mineras acaben con las Áreas Naturales Pro-
tegidas, con todas las consecuencias negativas que
traerá para el medio ambiente y para la calidad de vi-
da de las comunidades que habitan en las inmediacio-
nes o dentro de dichas áreas.

Es por ello que la reforma que proponemos exceptúa a
las Áreas Naturales Protegidas de la disposición de
preferencia que el artículo 6 de la Ley Minera estable-
ce para cualquier otro uso que se pueda dar al suelo.
La idea es que dentro de las Áreas Naturales Protegi-
das queden prohibidas las actividades mineras tanto en
su fase de exploración como de explotación o benefi-
cio de los minerales extraídos. 

Para una mejor visualización de la propuesta, se pre-
senta el siguiente cuadro comparativo:

Así entonces, la producción de bienes ambientales y
alimentos tendrá prioridad en las Áreas Naturales Pro-
tegidas sobre las actividades mineras. En esto consiste
la reforma que proponemos a los artículos 6 y 20 de la
Ley Minera. Es una reforma que no afecta las ideas en
que se sustenta la esta Ley que permanecen, en lo

esencial, en los términos originalmente previstos. Di-
cho en otros términos, las actividades mineras segui-
rán siendo de utilidad pública, el suelo seguirá siendo
preferente para esas actividades y sólo la Federación
podrá establecer contribuciones que las graven. Solo
quedarán prohibidas en las Áreas Naturales Protegidas
como única limitante a los alcances y efectos de la Ley
Minera.

Por lo que se refiere a la Ley General de Equilibrio
Ecológico y Protección al Ambiente, proponemos la
adición de un último párrafo a su artículo 46. Este ar-
tículo define las Áreas Naturales Protegidas, establece
las competencias para su protección y cuidado entre
los tres órdenes de gobierno y dispone la prohibición
de fundar nuevos centros de población y la de introdu-
cir especies exóticas invasoras.

En ese contexto, proponemos la introducción de un
nuevo párrafo que prohíba el desarrollo de actividades
mineras tanto en la zona núcleo como en las zonas de
amortiguamiento de las Áreas Naturales Protegidas.

Para una mejor visualización de la adición que se pro-
pone, se presenta el siguiente cuadro comparativo del
artículo 46 de la mencionada Ley:

Compañeras y compañeros legisladores, considerando
lo aquí expuesto y motivado, sometemos a su conside-
ración la siguiente Iniciativa con proyecto de decre-
to por el que se reforman los artículos 6 y 20 de la
Ley Minera y se adiciona un último párrafo al artí-
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culo 46 de la Ley General de Equilibrio Ecológico y
Protección al Ambiente, para quedar como sigue:

Artículo Primero: Se reforman los artículos 6 y 20 de
la Ley Minera para quedar en los siguientes términos:

Artículo 6. La exploración, explotación y beneficio de
los minerales o sustancias a que se refiere esta Ley son
de utilidad pública, serán preferentes sobre cualquier
otro uso o aprovechamiento del terreno, con excepción
de las zonas núcleo y las zonas de amortiguamiento de
las Áreas Naturales Protegidas, donde está prohibido
realizar actividades mineras. 

Únicamente por ley de carácter federal podrán esta-
blecerse contribuciones que graven estas actividades.

…

…

…

…

Artículo 20. …

Las obras y trabajos de exploración y de explotación
que se realicen dentro de poblaciones, presas, canales,
vías generales de comunicación y otras obras públicas,
en los zócalos submarinos de islas, cayos y arrecifes,
el lecho marino y el subsuelo de la zona económica
exclusiva, así como las que se efectúen dentro de la
zona federal marítimo terrestre, únicamente podrán re-
alizarse con autorización, permiso, o concesión según
el caso, de las autoridades que tengan a su cargo los re-
feridos bienes, zócalos, lecho marino, subsuelo, o las
zonas citadas, en los términos que señalen las disposi-
ciones aplicables.

Artículo Segundo: Se adiciona un último párrafo al
artículo 46 de la Ley General de Equilibrio Ecológico
y Protección al Ambiente, para quedar como sigue:

Artículo 46. Se consideran áreas naturales protegidas: 

I. Reservas de la biosfera; 

II. Se deroga.

III. Parques nacionales; 

IV. Monumentos naturales; 

V. Se deroga. 

VI. Áreas de protección de recursos naturales; 

VII. Áreas de protección de flora y fauna; 

VIII. Santuarios; 

IX. Parques y Reservas Estatales, así como las de-
más categorías que establezcan las legislaciones lo-
cales; 

X. Zonas de conservación ecológica municipales,
así como las demás categorías que establezcan las
legislaciones locales, y 

XI. Áreas destinadas voluntariamente a la conser-
vación. 

Para efectos de lo establecido en el presente Capítulo,
son de competencia de la Federación las áreas natura-
les protegidas comprendidas en las fracciones I a VIII
y XI anteriores.

Los gobiernos de las entidades federativas, en los tér-
minos que señale la legislación local en la materia, po-
drán establecer parques, reservas de las entidades fe-
derativas y demás categorías de manejo que establezca
la legislación local en la materia, ya sea que reúnan al-
guna de las características señaladas en las fracciones
I a VIII y XI del presente artículo o que tengan carac-
terísticas propias de acuerdo a las particularidades de
cada entidad federativa. Dichas áreas naturales prote-
gidas no podrán establecerse en zonas previamente de-
claradas como áreas naturales protegidas competencia
de la federación, salvo que se trate de las señaladas en
la fracción VI de este artículo.

Asimismo, corresponde a los municipios establecer las
zonas de conservación ecológica municipales así co-
mo las demás categorías, conforme a lo previsto en la
legislación local.

En las áreas naturales protegidas no podrá autorizarse
la fundación de nuevos centros de población.
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En las áreas naturales protegidas queda prohibida la
introducción de especies exóticas invasoras.

En las áreas naturales protegidas queda prohibida
la realización de actividades mineras.

Transitorio

Único: El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

San Lázaro, Ciudad de México, 
a 10 de abril de 2018.

Diputada Blandina Ramos Ramírez (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 3O. DE LA LEY DE DESA-
RROLLO RURAL SUSTENTABLE, A CARGO DEL DIPUTADO

DAVID MERCADO RUIZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DEL PRI

David Mercado Ruiz, diputado a la LXIII Legislatura
del honorable Congreso de la Unión, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional, con fundamento en los artículos 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
honorable asamblea la presente iniciativa con proyec-
to de decreto por el que se adiciona la fracción XXII
Bis al artículo 3o. de la Ley de Desarrollo Rural Sus-
tentable, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Ley de Desarrollo Rural Sustentable (LDRS) sur-
gió como un instrumento preponderantemente econó-
mico, con su creación se buscaba impulsar la promo-

ción del sector agropecuario y el bienestar de la socie-
dad rural. Esta ley forma parte de los ajustes económi-
cos contemporáneos de México, con la cual, el Estado
mexicano promovería las condiciones para el desarro-
llo rural integral, con el propósito de generar empleo y
garantizar a la población campesina el bienestar y su
participación e incorporación en el desarrollo nacio-
nal, asimismo, se buscaba fomentar la actividad agro-
pecuaria y forestal para el óptimo uso de la tierra, con
obras de infraestructura, insumos, créditos, servicios
de capacitación y asistencia técnica.

Si bien esta ley surge de la necesidad social de contar
con un instrumento legal para las actividades produc-
tivas y de desarrollo social del campo y sus territorios,
también es cierto que con su promulgación se buscaba
promover el manejo sustentable de los recursos natu-
rales, puesto que el desarrollo sostenible sugiere que la
idea central de la labor de protección del medio am-
biente es el mejoramiento de la condición humana, to-
da vez que la protección de la fauna y de los recursos
naturales no es un objetivo en sí, sino una necesidad
para garantizar una mejor calidad de vida para los se-
res humanos. Bajo esta premisa de proteger el medio
ambiente como requisito indispensable para propiciar
un desarrollo rural sustentable a nivel global, la comu-
nidad internacional impulsó la incorporación, en las
legislaciones locales, del principio precautorio, el
cual, ocupa actualmente una posición destacada en las
discusiones sobre la protección del medio ambiente,
siendo invocado también cada vez con mayor frecuen-
cia al abordar cuestiones relativas a la salud humana,
especialmente las que guardan relación con el campo
de la seguridad alimentaria.

A nivel internacional, este principio se consagra en la
Declaración de Río de Janeiro, aprobada en junio de
1992 por la Conferencia de las Naciones Unidas sobre
el Medio Ambiente y el Desarrollo, estableciendo en el
Principio 15 que: “Con el fin de proteger el medio
ambiente, los estados deberán aplicar ampliamente
el criterio de precaución conforme a sus capacida-
des. Cuando haya peligro de daño grave e irreversi-
ble, la falta de certeza científica absoluta no deberá
utilizarse como razón para postergar la adopción de
medidas eficaces en función de los costos para im-
pedir la degradación del medio ambiente”.

Asimismo, dicho principio se encuentra también pro-
tegido en el artículo 174 del Tratado de la Unión Eu-
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ropea en su apartado 2o., que establece: “La política
de la comunidad en el ámbito del medio ambiente
tendrá como objetivo alcanzar un nivel de protec-
ción elevado, teniendo presente la diversidad de si-
tuaciones existentes en las distintas regiones de la
comunidad. Se basará en los principios de precau-
ción y de acción preventiva, en el principio de co-
rrección de los atentados al medio ambiente, prefe-
rentemente en la fuente misma y en el principio de
que quien contamina paga”.

En lo que se refiere a la Ley de Desarrollo Rural Sus-
tentable de nuestro país se hace mención expresa del
principio señalado en el artículo 97, párrafo 2O., en el
que se señala: “Artículo 97. … En caso de presun-
ción de riesgo fitozoosanitario o de efectos indesea-
dos del uso de organismos genéticamente modifica-
dos, ante la insuficiencia de evidencias científicas
adecuadas, las orientaciones y medidas correspon-
dientes seguirán invariablemente el principio de
precaución. …”.

Sin embargo, no obstante que la ley reconoce la
existencia de este importante principio en ninguna
parte del texto de la ley se define en qué consiste el
mismo. Precisión que, sin duda, es necesaria toda
vez que la ley debe ser exhaustiva en la definición
de aquellos conceptos que se relacionan directa-
mente con el espíritu de la norma. La labor consis-
tente en la definición conceptual dentro del cuerpo
legal es fundamental cuando se trata de interpretar y
cumplimentar la legislación a cabalidad1. Por consi-
guiente, la cuestión que pretende perfeccionarse en
la Ley de Desarrollo Rural Sustentable consiste en
eliminar el vacío jurídico existente en omisión de
precisar el principio de precaución a que hace re-
ferencia la norma y dar un contenido preciso al mis-
mo.

A efecto de lo anterior, hay que destacar que, el desa-
rrollo rural tiene como fin dar respuesta a tres grandes
necesidades para posibilitar un futuro sostenible, las
cuales, son:

a. Mejorar la formación y el bienestar de todas las
personas que viven en este medio (cerca de la mitad
de la población mundial), erradicando la pobreza
extrema y evitando su migración hacia la margina-
ción de la periferia de las ciudades;

b. Lograr una producción agrícola sostenible para
asegurar que todos los seres humanos tengan acce-
so a los alimentos que necesitan y;

c. Proteger y conservar la capacidad de la base
de recursos naturales para seguir proporcionan-
do servicios de producción, ambientales y cultu-
rales a las generaciones futuras.

En este sentido queda claro que la sostenibilidad o sus-
tentabilidad no es algo optativo. Estamos obligados a
lograrla, por el deber de garantizar un futuro a las ge-
neraciones venideras, por el compromiso a la defensa
de la vida silvestre y la preservación de la naturaleza
por sí misma, así como por otros objetivos altamente
deseables como la eliminación de la pobreza. Es pre-
cisamente aquí donde tiene cabida el principio de
precaución, el cual, está ligado a los conceptos de la
aparición de peligro y seguridad de las generaciones
futuras, como también de sustentabilidad ambiental de
las actividades humanas. Así, se procura prevenir no
sólo la ocurrencia de daños al medio ambiente, como
asimismo y más específicamente, el propio peligro de
ocurrencia de daños.

Por la precaución se protege contra los riesgos. “El
principio de precaución implica un cambio en la lógi-
ca jurídica. Con razón se ha dicho que éste demanda
un ejercicio activo de la duda. La lógica de la precau-
ción no mira al riesgo sino que se amplía a la incerti-
dumbre, es decir, aquello que se puede temer sin poder
ser evaluado en forma absoluta. La incertidumbre no
exonera de responsabilidad; al contrario, ella la refuer-
za al crear un deber de prudencia”.2

Por lo tanto, el principio de precaución debe estar in-
serto en “toda norma que establece una pauta a seguir
ante la falta de certeza científica en la gestión de un
riesgo ambiental o para la salud pública de cierta enti-
dad, independientemente del contenido exacto que se
haya dado a la propuesta normativa”3. En este sentido,
reconociendo el valor normativo del principio de pre-
caución, cuando subsisten dudas sobre la existencia
o alcance de riesgos para la salud de las personas,
las instituciones pueden adoptar medidas de pro-
tección sin tener que esperar a que se demuestre
plenamente la realidad y gravedad de tales riesgos.

Es innegable que la aparición de riesgos cada vez más
imprevisibles, inciertos e incuantificables pero posi-
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blemente catastróficos como los asociados a los orga-
nismos genéticamente modificados, el cambio climáti-
co, etcétera, han impuesto a las sociedades la obliga-
ción de desarrollar estrategias preventivas para
proteger a los seres humanos y al entorno frente a los
riesgos inciertos resultantes de la acción del ser huma-
no, una de esas estrategias es justamente la adop-
ción del principio precautorio por parte de la co-
munidad internacional, que como ya quedó
establecido en supralíneas se encuentra consagrado en
diversos instrumentos internacionales.

En este sentido, reconociendo que el principio de
precaución constituye un principio integrante del
desarrollo sostenible, que es aquél que atiende las ne-
cesidades del presente sin comprometer la capacidad
de las generaciones futuras de satisfacer las suyas. Al
brindar protección contra los perjuicios graves y, en
particular, irreversibles sufridos por la base de recur-
sos naturales que pueden poner en peligro las posibili-
dades de las generaciones futuras de atender sus pro-
pias necesidades, se inspira en las nociones de equidad
dentro de las generaciones y entre éstas, considero de
suma trascendencia incorporar en la Ley de Desarrollo
Rural Sustentable el principio de precaución, acorde
con el cual, cuando exista un peligro potencial o
presuntivo de daño ambiental grave o irreversible
y ante la falta de certeza científica conclusiva sobre
los procesos o tecnologías que representen riesgo
para el medio ambiente y en consecuencia la salud
pública, deberá utilizarse como razón para poster-
gar el proyecto hasta determinar medidas eficaces
para impedir la degradación del ambiente, siendo
prioritario la salvaguarda de los derechos huma-
nos.

Por lo expuesto y fundado me permito presentar a con-
sideración del pleno de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión la presente iniciativa
con proyecto de

Decreto que reforma la Ley de Desarrollo Rural
Sustentable

Único. Se adiciona la fracción XXII Bis al artículo
3o., para quedar de la siguiente manera:

Artículo 3o. Para los efectos de esta ley se entende-
rá por:

…

XXII Bis. Principio de Precaución. Cuando exis-
ta peligro de daño grave o irreversible al medio
ambiente, la falta de certeza científica absoluta
no podrá utilizarse como razón suficiente para
postergar la adopción de medidas eficaces, ya se-
an de acción o abstención, en función de los cos-
tos, para impedir la degradación de aquél.

…

Notas

1. Alonso, José Antonio; Introducción al Derecho Parlamentario,

Madrid, España. Dikinson. 2002.

2 http://www.redalyc.org/html/539/53907301/

3 http://www.scielo.org.co/pdf/luaz/n28/n28a02.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de abril de 2018.

Diputado David Mercado Ruiz (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 4 DE LA LEY DEL INSTITUTO

MEXICANO DE LA JUVENTUD, A CARGO DE LA DIPUTADA

SARA PAOLA GALICO FÉLIX DÍAZ, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DE MORENA

La suscrita, Sara Paola Gálico Félix Díaz , diputada fe-
deral a la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputa-
dos del honorable Congreso de la Unión, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Movimiento Re-
generación Nacional, de conformidad con la fracción
II del artículo 71 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, artículos 6, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, así como demás
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relativos, someto a consideración del pleno la siguien-
te iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forma la fracción XIII del artículo 4 de la Ley del Ins-
tituto Mexicano de la Juventud, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

De acuerdo a la definición de las Naciones Unidas, los
jóvenes son las personas con edades comprendidas en-
tre los 15 y los 24 años de edad.1 La Ley del Instituto
Mexicano de la Juventud, publicada en el Diario Ofi-
cial de la Federación el 6 de enero de 1999, refiere:

Artículo 2. Por su importancia estratégica para el
desarrollo del país, la población cuya edad quede
comprendida entre los 12 y 29 años, será objeto de
las políticas, programas, servicios y acciones que el
Instituto lleve a cabo, sin distinción de origen étni-
co o nacional, género, discapacidad, condición so-
cial, condiciones de salud, religión, opiniones, pre-
ferencias, estado civil o cualquier otra.2

En México, el Inegi, registra para el año 2017 que de
acuerdo con la Encuesta Intercensal (EI) 2015, que: 

• La población en México continúa siendo predo-
minantemente joven; 25.7 por ciento (30.6 millo-
nes) de la población total son jóvenes de 15 a 29
años.3

• En cuanto a la estructura por edad y sexo de la po-
blación joven, 50.9 por ciento son mujeres y 49.1
por ciento son hombres; 35.1 por ciento son adoles-
centes de 15 a 19 años, 34.8 por ciento jóvenes de
20 a 24 años y 30.1 por ciento tienen de 25 a 29
años de edad. Por sexo, se observa una distribución
equitativa entre la proporción de hombres y mujeres
en los diferentes grupos de edad de la población jo-
ven, siendo en el grupo de 25 a 29 años en el que
hay una mayor diferencia, 52.2 por ciento son mu-
jeres y 47.8 por ciento hombres.

• Para la población de 15 a 29 años de edad, la rela-
ción entre hombres y mujeres fue de 95.6 hombres
por cada 100 mujeres. 

• La población de adolescentes de 15 a 19 años en
el país se compone por un número mayor de hom-
bres respecto al de mujeres: por cada 100 mujeres
hay 101 hombres.

• Para el grupo de 20 a 24 años, se muestra un des-
censo en el monto de hombres con respecto a las
mujeres, mismo comportamiento que se presenta
para el grupo de jóvenes de 25 a 29 años: se tienen
96.4 hombres por cada 100 mujeres y 91.6 hombres
por cada 100 mujeres, respectivamente.

Los jóvenes son un factor determinante en el cambio
social, el desarrollo económico y el progreso de un pa-
ís, por lo que es necesario generar políticas públicas
que les permitan garantizar su desarrollo personal, so-
cial, profesional, cultural, etc.

Uno de los principales problemas que actualmente pa-
dece este grupo poblacional, es el embarazo adoles-
cente, según la Organización para la Cooperación y el
Desarrollo Económicos (OCDE), México ocupa el pri-
mer lugar de embarazo adolescente, ya que uno de ca-
da cinco embarazos es de adolescentes que no alcan-
zan la mayoría de edad. El organismo indica que la
cifra creció de 30 a 37 por cada mil mujeres entre 2005
y 2011.

Las cifras de la Encuesta Nacional de la Dinámica De-
mográfica 2014 destaca que, entre los adolescentes de
15 a 19 años, 44.5 por ciento de las parejas no utiliza-
ron algún método anticonceptivo en su primera rela-
ción sexual, lo que significa un riesgo.

Cabe señalar que, según la información del Consejo
Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo
Social, los números de pobreza por grupos de edad,
muestran que esta condición se encuentra concentrada
en la población joven.

La Convención Iberoamericana de Derechos de los jó-
venes, establece:

Artículo 23. Derecho a la educación sexual.

1. Los Estados Parte reconocen que el derecho a la
educación también comprende el derecho a la edu-
cación sexual como fuente de desarrollo personal,
afectividad y expresión comunicativa, así como la
información relativa la reproducción y sus conse-
cuencias.

2. La educación sexual se impartirá en todos los ni-
veles educativos y fomentará una conducta respon-
sable en el ejercicio de la sexualidad, orientada a su
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plena aceptación e identidad, así como, a la preven-
ción de las enfermedades de transmisión sexual, el
VIH (Sida), los embarazos no deseados y el abuso
o violencia sexual.

3. Los Estados Parte reconocen la importante fun-
ción y responsabilidad que corresponde a la familia
en la educación sexual de los jóvenes.

4. Los Estados Parte adoptarán e implementarán po-
líticas de educación sexual, estableciendo planes y
programas que aseguren la información y el pleno y
responsable ejercicio de este derecho.4

Las jóvenes mexicanas enfrentan desafíos especial-
mente graves como la deserción escolar y el embarazo
adolescente; el cual representa en México la tasa más
alta –74 nacimientos por cada mil mujeres entre 15 y
19 años– en comparación con un promedio de 15 na-
cimientos en países de la OCDE. Esto orilla a las mu-
jeres mexicanas a formar parte del 35 por ciento de
personas que ni estudian ni trabajan (ninis) la segunda
tasa más alta de la OCDE después de Turquía.5

Otro grave problema que aqueja a las y los jóvenes
mexicanos en nuestros días, es el incremento en el
consumo de drogas, alcohol y tabaco, el cual se reali-
za a edades cada vez más tempranas.

El uso y abuso de sustancias adictivas constituye un
complejo fenómeno que tiene consecuencias adversas
en la salud individual, en la integración familiar y en
el desarrollo y la estabilidad social. Aunque en la ac-
tualidad toda la sociedad está expuesta a las drogas,
hay grupos más vulnerables que otros a sufrir conse-
cuencias negativas de su uso, como los niños y los jó-
venes, quienes pueden truncar su posibilidad de desa-
rrollo personal y de realizar proyectos positivos de
vida.6

Los resultados de la Encuesta Nacional de Consumo
de Drogas, Alcohol y Tabaco 2016-2017, realizada a
56 mil 877 personas, 12 mil 440 adolescentes de entre
12 y 17 años y 44 mil 437 adultos de 18 a 65 años,
arrojaron incrementos en el consumo de drogas y al-
cohol.7

El secretario de Salud, José Narro, ha señalado que,
“México tiene un desafío, México tenemos un riesgo,
México tenemos un problema; porque si hay un pro-

blema, porque si hay un riesgo, porque si hay un des-
afío, porque ese problema puede crecer, porque ese
problema está creciendo […]. Está disminuyendo la
edad de inicio y no importa si son meses, está dismi-
nuyendo y no importa si los crecimientos en el uso de
drogas ilegales son discretos, están incrementándose y
hay algunos otros que tienen que ponernos la luz roja
encendida, el caso de las mujeres adolescentes, el ca-
so de los niños”.

Es de señalar que, entre los adolescentes de 12 a 17
años, el consumo de drogas ilegales aumentó signifi-
cativamente.

De acuerdo a Manuel Mondragón y Kalb, titular del
Comisión Nacional Contra las Adicciones, “el consu-
mo de drogas ilegales alguna vez en la vida, y en po-
blación general de 12 a 65 años, incrementó de 7.2 en
2011 a 9.9 en 2016, en el caso de la población adoles-
cente de 12 a 17 años dicho consumo pasó de 2.9 en
2011 a 6.2 en 2016, prácticamente se duplicó, nos pre-
ocupa y ocupa que los mayores incrementos se pre-
sentaron en mujeres principalmente adolescentes, en
donde se observó un 205 por ciento de crecimiento”. 

El consumo de la mariguana entre los adolescentes au-
mentó de 1.3 por ciento en el 2011 a 2.6 en el 2016.
Entre la población de 18 a 34 años, la prevalencia de
consumo de cualquier droga alguna vez incrementó de
11.3 por ciento en 2011 a 15 por ciento en 2016; en
hombres aumentó de 18.5 por ciento a 22.8 por ciento
y en mujeres de 4.6 por ciento a 7.6 por ciento.

La prevalencia de cualquier droga que se ha consumi-
do al menos una vez, aumentó de 7.8 por ciento en
2011 a 10.3 por ciento en el 2016. La edad de inicio de
consumo de drogas es de 17.8 años en hombres y 18
años en mujeres. La mariguana y la cocaína siguen co-
mo las drogas de mayor preferencia para los mexica-
nos.

De acuerdo a Elena Medina Mora, titular del Instituto
Nacional de Psiquiatría, “el crecimiento es más impor-
tante en la mariguana, es el que resulta significativo,
vemos claramente el crecimiento de la mariguana no
en la población de más de 35 años, en las poblaciones
jóvenes, la cocaína también en los grupos jóvenes de
18 a 34, en los inhalables el mayor consumo se da de
los 12 a los 17”.
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En el caso del consumo del tabaco, las tendencias se
mantuvieron estables de 17 por ciento a 17.6 por cien-
to. La encuesta referida, señala que en el consumo de
alcohol si hubo incrementos, de 12.3 por ciento en
2011 a 19.8 en 2016, en el caso de los menores de edad
se duplicó, pasando de 4.3 en 2011 a 8.3 en 2016.

En razón de los problemas antes señalados, los cuales,
desafortunadamente atentan contra los derechos de las
y los jóvenes mexicanos, impidiéndoles el desarrollo
de sus potencialidades, así como lograr las metas de
vida que se han planteado para alcanzar un futuro ple-
no, es necesario realizar la actualización normativa so-
bre las atribuciones institucionales, particularmente,
aquellas cuyo objeto central es brindar atención a este
sector poblacional. 

El Instituto Mexicano de la Juventud (Injuve), es una
dependencia del Gobierno Federal, cuyo trabajo es ha-
cer políticas públicas a favor de los jóvenes mexicanos
para otorgarles las herramientas necesarias en educa-
ción, salud, empleo y participación social.

Tiene como misión, impulsar y promover el desarrollo
integral de las y los jóvenes; a través del diseño, coor-
dinación, articulación y monitoreo de la política na-
cional de la juventud y su visión es ser la dependencia
rectora y referente en materia de juventud en la que se
reconoce a las y los jóvenes como sujetos de derecho
y actores estratégicos del desarrollo.8

Por lo antes expuesto, este Instituto al ser el rector en
la política de juventud, debe atender y desarrollar ac-
ciones de impacto nacional, a través de distintos me-
dios, que coadyuven a disminuir las problemáticas a
las que se enfrentan las y los jóvenes de todo el país.

Bajo el anterior orden de ideas, se propone reformar la
fracción XIII del artículo 4, la cual fue modificada ya
en 2011; sin embargo, las realidades actuales hacen
necesaria una nueva reforma, a efecto realizar preci-
siones conceptuales, así como dotar a la norma jurídi-
ca de una mayor claridad y alcance, en aras de dar una
respuesta a la demandas de la juventud mexicana des-
de este Poder Legislativo, estableciendo atribuciones
expresas al Injuve, las cuales respondan no sólo a las
necesidades actuales de este grupo poblacional, sino
también a la naturaleza, presupuesto, tamaño y jerar-
quía administrativa de la institución.

En tal virtud, se propone la siguiente reforma:

Texto vigente

XIII. Elaborar, en coordinación con las dependen-
cias y las entidades de la Administración Pública
Federal, programas y cursos de orientación e infor-
mación sobre adicciones, nutrición, educación se-
xual y sobre salud reproductiva, derechos humanos,
cultura de la no violencia y no discriminación, equi-
dad de género, medio ambiente, apoyo a jóvenes en
situación de exclusión y vivienda;

Texto propuesto

XIII. Diseñar e instrumentar en coordinación
con las dependencias y las entidades de la Admi-
nistración Pública Federal, acciones destinadas
a fomentar una alimentación saludable, el cuida-
do al medio ambiente, el respeto a los derechos
humanos, la igualdad entre mujeres y hombres,
y una cultura de no violencia y no discrimina-
ción; así como programas de orientación y pre-
vención de adicciones, de apoyo a jóvenes en si-
tuación de exclusión y falta de vivienda; y una
campaña nacional permanente sobre educación
sexual, salud reproductiva y prevención del em-
barazo en adolescentes;

Por lo anteriormente expuesto, someto a la considera-
ción del pleno el siguiente proyecto de 

Decreto

Único. Se reforma la fracción XIII del artículo 4 de la
Ley del Instituto Nacional de la Juventud para quedar
como sigue:

Artículo 4. Para el cumplimiento de su objeto el Insti-
tuto tendrá las siguientes atribuciones:

I a XII. …

XIII. Diseñar e instrumentar en coordinación
con las dependencias y las entidades de la Admi-
nistración Pública Federal, acciones destinadas
a fomentar una alimentación saludable, el cuida-
do al medio ambiente, el respeto a los derechos
humanos, la igualdad entre mujeres y hombres,
y una cultura de no violencia y no discrimina-

Gaceta Parlamentaria Martes 10 de abril de 201846



ción; así como programas de orientación y pre-
vención de adicciones, de apoyo a jóvenes en si-
tuación de exclusión y falta de vivienda; y una
campaña nacional permanente sobre educación
sexual, salud reproductiva y prevención del em-
barazo en adolescentes;

XIV a XVI. …

Transitorio

Único. El presente decreto entra en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 http://www.unesco.org/new/es/popular-topics/youth/

2 Ley Del Instituto Mexicano de la Juventud, DOF 6 de enero de

1999.- 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/87_020415.pdf

3 Principales resultados Encuesta Intercensal 2015. Inegi. -

http://www.beta.inegi.org.mx/contenidos/proyectos/enchogares/es

peciales/intercensal/2015/doc/eic2015_resultados.pdf  

4 Convención Iberoamericana de Derechos de los Jóvenes.-

http://www.crin.org/en/docs/FileManager/cidjpdf.pdf 

5 OCDE.- https://www.oecd.org/centrodemexico/medios/es-cru-

cial-la-contribucion-de-las-mujeres-para-el-desarrollo-economi-

co-y-social-de-mexico.htm

6 http://www.salud.gob.mx/unidades/cdi/documentos/CDM.htm

7 https://noticieros.televisa.com/ultimas-noticias/en-5-anos-se-du-

plica-mexico-consumo-drogas-adolescentes/

8 Instituto Mexicano de la Juventud.- https://www.gob.mx/imju-

ve/que-hacemos

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de abril de 2018.

Diputada Sara Paola Gálico Félix Díaz (rúbrica)

QUE REFORMA, ADICIONA Y DEROGA DIVERSAS DISPOSI-
CIONES DEL CÓDIGO CIVIL FEDERAL, EN MATERIA DE DI-
VORCIO INCAUSADO, A CARGO DEL DIPUTADO RAMÓN VI-
LLAGÓMEZ GUERRERO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL

PRI

El suscrito, Ramón Villagómez Guerrero, diputado fe-
deral integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional de la LXIII Legislatura
del honorable Congreso de la Unión, con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; y 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral 1, fracción
II; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la cámara de
diputados, presenta a consideración de esta soberanía
la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman y derogan diversas disposiciones del
Código Civil Federal, conforme a la siguiente:

Exposición de Motivos

Al no permitirse en el Código Civil Federal el divor-
cio a petición de parte, se está vulnerando el derecho
al libre desarrollo de la personalidad, y por ende con
ello se trunca el proyecto de vida de las personas que
ya no desean estar al lado de otra, ni seguir compar-
tiendo un proyecto de vida en común, esta problemáti-
ca es la que me motiva a presentar ésta iniciativa.

Como bien sabemos el matrimonio es la unión entre
dos personas para procurarse respeto y ayuda mutua,
en palabras del psicólogo argentino Roberto Viñas di-
ce que el “eje familiar es el vínculo de amor y com-
promiso de sus miembros”. Por lo tanto cuando un ma-
trimonio ya no cumple con estas expectativas para uno
o para ambos cónyuges el matrimonio en lugar de pro-
piciar un ambiente sano, se vuelve una carga, deriva-
do de esta situación los marcos normativos de los es-
tados, han previsto una figura jurídica denominada
divorcio, que propicia la separación del vínculo matri-
monial dejando a los cónyuges en posibilidad de con-
traer un nuevo contrato matrimonial.

Como ya sabemos nuestra sociedad evoluciona con el
transcurso del tiempo, nuestro derecho de la misma
manera debe irse actualizando de acuerdo a las necesi-
dades de la sociedad que se encuentra regulando, de
esta manera podemos entender que nuestro Código Ci-
vil federal ya tiene algunos años que entró en vigencia,
por lo tanto algunas situaciones que prevé en este mo-
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mento ya se encuentran superadas o desactualizadas,
es más algunas situaciones hasta representan situacio-
nes discriminatorias que van en contra de los precep-
tos constitucionales y este es el caso para la figura del
divorcio.

Nuestro Código Civil Federal contempla en su artícu-
lo 267 una serie de causales de divorcio que resultan
muchas de ellas ser inoperantes, algunas otras son ob-
soletas, pero otras más graves llegan a ser discrimina-
torias y por lo tanto violatorias de lo establecido en el
artículo 1 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

Esta situación deja ver que las causales que se estable-
cen para el divorcio en el Código Civil Federal ya no
son funcionales y por el contrario si resultan ser un
obstáculo para que las personas terminen sus relacio-
nes maritales de una forma rápida que no cause tanto
desgaste en los cónyuges, pero sobre todo a los hijos
que resultan ser siempre los más afectados en estos
procesos.

La disolución del vínculo matrimonial no debiera re-
presentar un procedimiento tan complejo y tan onero-
so que obligue a las personas a mantener dicho víncu-
lo aún en contra de su voluntad porque cuando ya no
subsiste entre los cónyuges el compromiso de compar-
tir un proyecto de vida en común, se disuelve el lazo
emocional que los unió, perdiéndose el sentido de que
dos personas se encuentren unidas que es la ayuda mu-
tua y la solidaridad entre los cónyuges, representando
un verdadero calvario el tener que compartir la vida
con una persona con la que ya no se desea estar ni
compartir el proyecto de vida, no importando la causa
que fuere.

Por lo que es necesario hacer mención que el juicio de
divorcio no debe seguir manteniendo disposiciones
que sean discriminatorias, que restringen la libertad de
las personas e implican procedimientos desiguales en-
tre hombres y mujeres.

Con ello nos hemos podido percatar de la problemáti-
ca que representa el seguir manteniendo el divorcio
con causales, por lo que el Máximo Tribunal de nues-
tro país, se ha pronunciado en el siguiente sentido de
acuerdo a las siguientes tesis que nos permitiremos re-
producir para su mayor claridad:

Registro: 2009591 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Tesis: 1a./J. 28/2015 (10a.) 

Divorcio necesario. El régimen de disolución del
matrimonio que exige la acreditación de causa-
les, vulnera el derecho al libre desarrollo de la
personalidad (Códigos de Morelos, Veracruz y
legislaciones análogas).

El libre desarrollo de la personalidad constituye la
expresión jurídica del principio liberal de “autono-
mía de la persona”, de acuerdo con el cual al ser va-
liosa en sí misma la libre elección individual de pla-
nes de vida, el Estado tiene prohibido interferir en
la elección de éstos, debiéndose limitar a diseñar
instituciones que faciliten la persecución individual
de esos planes de vida y la satisfacción de los idea-
les de virtud que cada uno elija, así como a impedir
la interferencia de otras personas en su persecución.
En el ordenamiento mexicano, el libre desarrollo de
la personalidad es un derecho fundamental que per-
mite a los individuos elegir y materializar los planes
de vida que estimen convenientes, cuyos límites ex-
ternos son exclusivamente el orden público y los
derechos de terceros. De acuerdo con lo anterior, el
régimen de disolución del matrimonio contem-
plado en las legislaciones de Morelos y Veracruz
(y ordenamientos análogos), que exige la acredi-
tación de causales cuando no existe mutuo con-
sentimiento de los contrayentes, incide en el con-
tenido prima facie del derecho al libre desarrollo
de la personalidad. En este sentido, se trata de una
medida legislativa que restringe injustificadamente
ese derecho fundamental, toda vez que no resulta
idónea para perseguir ninguno de los límites que
imponen los derechos de terceros y de orden públi-
co. En consecuencia, los artículos 175 del Código
Familiar para el Estado de Morelos y 141 del Códi-
go Civil para el Estado de Veracruz, en los cuales se
establecen las causales que hay que acreditar para
que pueda decretarse la disolución del matrimonio
cuando no existe mutuo consentimiento de los cón-
yuges, son inconstitucionales. De acuerdo con lo
anterior, los jueces de esas entidades federativas no
pueden condicionar el otorgamiento del divorcio a
la prueba de alguna causal, de tal manera que para
decretar la disolución del vínculo matrimonial bas-
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ta con que uno de los cónyuges lo solicite sin nece-
sidad de expresar motivo alguno. No obstante, el
hecho de que en esos casos se decrete el divorcio
sin la existencia de cónyuge culpable no implica
desconocer la necesidad de resolver las cuestiones
familiares relacionadas con la disolución del matri-
monio, como pudieran ser la guarda y custodia de
los hijos, el régimen de convivencias con el padre
no custodio, los alimentos o alguna otra cuestión se-
mejante.

Como bien puede observarse en esta resolución de la
Suprema Corte, que en todo momento pondera el de-
recho al libre desarrollo de la personalidad, por lo que
sitúa a los divorcios en los cuales se requiera una ex-
presión de causa en contraposición a dicho derecho.

Otra tesis aislada de la Suprema Corte al respecto es la
siguiente:

Registro: 2008491 

Tipo de Tesis: Aislada 

Tesis: 1a. LVIII/2015 (10a.) 

Divorcio sin expresión de causa. Al establecerlo
en la ley, el legislador del estado de Coahuila
atiende a la obligación que tienen todas las auto-
ridades del Estado mexicano, prevista en el ter-
cer párrafo del artículo 1o. constitucional.

Si bien es cierto que antes de que se estableciera en
la legislación familiar del Estado de Coahuila de
Zaragoza el divorcio sin expresión de causa, ya se
contemplaban diversas formas de disolución matri-
monial (divorcio voluntario o divorcio necesario),
también lo es que el legislador de ese Estado, al in-
corporar tal figura en los artículos 362 y 365 del có-
digo adjetivo, y 582 del sustantivo, de la entidad,
atendió a la obligación que tienen todas las autori-
dades del Estado Mexicano de promover, respetar,
proteger y garantizar los derechos humanos, es-
tablecida en el artículo 1o., párrafo tercero, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, considerando que con la simple mani-
festación de voluntad de uno solo de los cónyuges
de no seguir casado, se ejerce el derecho al libre
desarrollo de la personalidad.

En esta tesis, se puede observar que el Máximo Tri-
bunal de la Nación, considera que en aquellos Esta-
dos de la República que no permitan en su legisla-
ción el divorcio sin expresión de causa, están
vulnerando los derechos establecido en el artículo 1
de nuestra Carta Magna, este criterio de la corte nos
hace reflexionar sobre la posición que tienen algu-
nos Estados de la República en la cual sus Congre-
sos ya han atendido la disposición de respetar el di-
vorcio sin expresión de causa, protegiendo con ello
el derecho del libre desarrollo de la personalidad de
las personas y demás derechos colaterales protegi-
dos que ello conlleva como el Interés Superior de la
Niñez. Por lo cual resulta necesario que la federa-
ción incluya en su Código Civil Federal legisle en
contra del divorcio unilateral.

Para culminar con la exposición de estos criterios de la
Suprema Corte de Justicia de la Nación, me permitiré
mencionar una última tesis más emitida por dicho or-
ganismo:

Registro: 2008492 

Tipo de Tesis: Aislada 

Tesis: 1a. LIX/2015 (10a.) 

Divorcio sin expresión de causa. Constituye una
forma de ejercer el derecho al libre desarrollo de
la personalidad.

En el divorcio sin expresión de causa, es sufi-
ciente la solicitud unilateral de la disolución del
matrimonio para que el juez la decrete aun sin
causa para ello, donde incluso no importa la posi-
ble oposición del diverso consorte, pues la voluntad
del individuo de no seguir vinculado con su cónyu-
ge es preponderante, la cual no está supeditada a ex-
plicación alguna, sino simplemente a su deseo de ya
no continuar casado, por lo que la sola manifesta-
ción de voluntad de no querer continuar con el ma-
trimonio es suficiente. Así, dicha manifestación
constituye una forma de ejercer el derecho al libre
desarrollo de la personalidad, pues decidir no conti-
nuar casado y cambiar de estado civil, constituye la
forma en que el individuo desea proyectarse y vivir
su vida; es decir, el modo en que decide de manera
libre y autónoma su proyecto de vida.
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Con estos criterios jurídicos que emite la Suprema
Corte, resulta sencillo identificar que al no permitir el
divorcio sin expresión de causa se están vulnerando
derechos esenciales de las personas.

Caso contrario, si se regula el divorcio sin expresión
de causa se está contribuyendo a un menor desgaste
familiar que, aunque tomo bien en cuenta el alcance
del Código Civil Federal, de acuerdo a su ámbito de
aplicación no es el mismo que el de una disposición de
tipo local, si se puede brindar la pauta para los Estados
que aún no regulan dicha situación, para que tomen
como base lo establecido en el Código que se preten-
de reformar, para armonizar sus Código Civiles loca-
les.

Por último y en razón a los motivos hasta aquí expre-
sados se puede mencionar que el respeto a los dere-
chos humanos es la piedra angular de la pirámide jurí-
dica, sin embargo mientras nuestro Código Civil
Federal, siga presentando situaciones de discrimina-
ción y vulnerando derechos esenciales como el del li-
bre desarrollo de la personalidad, no estamos respe-
tando a nuestra máxima norma, por lo cual, si nos
remitimos un poco a la historia y de acuerdo a la teo-
ría de las generaciones de los derecho humanos, pode-
mos observar que el derecho a la libertad y no discri-
minación de las personas, es un derecho humano de
segunda generación, mismos que surgieron derivado
de las revoluciones sociales de los pueblos que lucha-
ron por ellos, por lo tanto de acuerdo al tiempo que ha
transcurrido era de esperarse que en este momento en
ningún texto normativo vigente existieran situaciones
de discriminación.

En ese sentido si recordamos que nuestra carta magna
de 1917 fue una de las primeras constituciones en el
mundo en establecer las garantías individuales de las
personas, es decir que llevamos casi 100 años con es-
te ordenamiento y con la evolución del derecho, en es-
pecífico con la reforma constitucional de 2011 en la
que tomamos en cuenta a la garantías ampliando su es-
pectro a derechos humanos, hoy más que nunca resul-
ta necesario que nosotros como legisladores tomemos
cartas en el asunto y nos manifestemos dentro de nues-
tras facultades que nos concede la propia Constitu-
ción, realizando las acciones que se encuentren en
nuestras manos para poder erradicar de nuestra socie-
dad mexicana las violaciones a dichos derechos huma-
nos de todo el marco jurídico que nos compete, y en

este caso hago uso de la facultades que me otorga la
constitución para presentar esta iniciativa que tiene co-
mo objetivo legislar para que no se sigan vulnerando
los derechos humanos de nuestros representados.

Para ejemplificar mejor mis propuestas de reformas,
me permito presentar el siguiente cuadro comparativo:
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Por lo antes expuesto, se somete a su consideración la
presente iniciativa con proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se reforman los artículos 267, 268,
272, 289 y se derogan los artículos 269, 270, 273,
274, 275, 276, 277, 278, 279, 281, 286 y 288, todos
ellos del Código Civil Federal para quedar como si-
gue:

Artículo 267. El divorcio podrá solicitarse por cual-
quiera de los cónyuges ante la autoridad judicial
competente cuando manifieste su voluntad de di-
solver el vínculo matrimonial, sin necesidad de se-
ñalar alguna causa por la cual lo solicita, siempre
que haya transcurrido por lo menos un año desde
la celebración del mismo y cumpla con lo siguiente:

El cónyuge que promueva un juicio de divorcio de-
berá anexar a su solicitud, la propuesta de convenio
para regular las consecuencias que derivan de la di-
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solución del matrimonio. Dicha propuesta deberá
contener por lo menos lo siguiente:

I. La designación del cónyuge que tendrá la
guarda y custodia de los hijos menores de edad o
incapaces;

II. Las condiciones bajo las cuales el cónyuge
que no tenga la guarda y custodia ejercerá el de-
recho de visitas, considerando los horarios de co-
midas, descanso y estudio de los hijos;

III. La forma, lugar y fecha de pago de la obli-
gación alimentaria que permita atender las nece-
sidades de los hijos y, en su caso, del cónyuge que
tenga derechos a alimentos, así como la garantía
para asegurar el cumplimiento de dicha obliga-
ción;

IV. La designación del cónyuge que le corres-
ponderá usar el domicilio conyugal, en su caso, y
del menaje;

V. Los términos para la administración de los
bienes de la sociedad conyugal durante el proce-
dimiento y hasta que se liquide, así como la for-
ma de liquidarla, exhibiendo, en su caso las ca-
pitulaciones matrimoniales, el inventario, avaluó
y el proyecto de partición de los bienes que se en-
cuentran sujeto a dicho régimen, y

VI. En el caso de que los cónyuges hayan cele-
brado el matrimonio bajo el régimen de separa-
ción de bienes deberá señalarse la compensación,
que no podrá ser superior al 50 % del valor de
los bienes que hubieren adquirido a que tendrá
derecho el cónyuge que, durante el matrimonio,
se haya dedicado preponderantemente al desem-
peño del trabajo del hogar y, en su caso, al cui-
dado de los hijos. El Juez resolverá atendiendo a
las circunstancias especiales de cada caso.

El juez no condicionará el otorgamiento del divorcio
con la demostración de causales.

Artículo 268. Durante el proceso y en tanto se de-
creta el divorcio, el juez dictará las medidas nece-
sarias para asegurar el pago de los alimentos y la
subsistencia de los hijos, protegiendo en la mayor
medida posible, los derechos de los menores.

Artículo 269. Se deroga

Artículo 270. Se deroga

Artículo 272. El divorcio administrativo procede
cuando ambos cónyuges convengan en divorciarse y
sean mayores de edad, hayan liquidado la sociedad
conyugal, si bajo ese régimen se casaron, la cónyuge
no este embarazada, no tengan hijos en común o es-
tos sean mayores de edad, y los hijos no requieran
alimentos o alguno de los cónyuges.

Los cónyuges que cumplan con lo previsto en el pá-
rrafo anterior acudirán ante el Juez del Registro Ci-
vil, el cual previa identificación de los cónyuges y ra-
tificación en el mismo acto de la solicitud de
divorcio administrativo, levantará un acta en que los
declarará divorciados y realizará la anotación corres-
pondiente en el acta del matrimonio anterior. 

El divorcio así obtenido no surtirá efectos legales si se
comprueba que los cónyuges no cumplen con los su-
puestos exigidos en el primer párrafo de este artí-
culo, con independencia de las sanciones previstas
en las leyes.

Artículo 273. Se deroga

Artículo 274. Se deroga

Artículo 275. Se deroga

Artículo 276. Se deroga

Artículo 277. Se deroga

Artículo 278. Se deroga

Artículo 279. Se deroga

Artículo 281. Se deroga

Artículo 286. Se deroga

Artículo 288. Se deroga

Artículo 289. En virtud del divorcio, los cónyuges re-
cobrarán su entera capacidad para contraer nuevo ma-
trimonio.
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Transitorio

Único: El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de abril de 2018.

Diputado Ramón Villagómez Gsuerrero (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 26 DE LA LEY DE ADQUISI-
CIONES, ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL SECTOR PÚ-
BLICO, A CARGO DE LA DIPUTADA ARACELI DAMIÁN

GONZÁLEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

La suscrita, diputada Araceli Damián González, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Movimiento Rege-
neración Nacional (Morena) en la LXIII Legislatura
del Congreso de la Unión, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y 6, pá-
rrafo 1, fracción I, y 77 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, someto a consideración de esta sobera-
nía iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 26 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamien-
tos o Servicios del Sector Público, al tenor de la si-
guiente 

Exposición de Motivos

El objeto de la presente iniciativa es implementar una
reforma al artículo 26 de la Ley de Adquisiciones,
Arrendamientos o Servicios del Sector Público. El
propósito de la modificación es mejorar y fortalecer la
regulación del mecanismo de adjudicación directa de
los contratos públicos en México. La actual norma re-
sulta excesivamente laxa y permite una utilización dis-
crecional, masiva e injustificada de la asignación di-

recta de contratos federales. La adjudicación directa de
contratos debería ser una práctica, en todo caso, subsi-
diaria y excepcional, justificada por la naturaleza úni-
ca de los productos o servicios a contratar, o por la
concurrencia de condiciones insólitas; siempre impul-
sada en beneficio del interés general. 

Sin embargo, empujadas por una regulación insufi-
ciente y de baja calidad, diversas dependencias de la
administración federal han venido otorgando, de for-
ma sistemática y destinando una gran cantidad de re-
cursos gubernamentales, contratos públicos sin licita-
ción. En ese sentido, la reforma legal que se impulsa
establece expresamente los supuestos concretos en los
que puede utilizarse la adjudicación directa de contra-
tos y dispone, de acuerdo a su naturaleza de procedi-
miento extraordinario, un límite máximo del 10% de
gasto a través de dicho procedimiento sumario sobre el
total erogado por cada dependencia. 

Según la Organización No Gubernamental especiali-
zada en transparencia institucional México Evalúa, las
mejores prácticas internacionales aconsejan establecer
marcos regulatorios exigentes de los procedimientos
de adjudicación directa. Por ejemplo, en Estados Uni-
dos, en similar línea a la reforma que se propone, se
establece la necesidad de acreditar supuestos concre-
tos y específicos para justificar la asignación de con-
tratos sin licitación.1 Todo ello se relaciona con la evi-
dencia de que los procesos de adjudicación directa son
menos garantistas, restringen la competencia e involu-
cran mayores riesgos de opacidad y corrupción. Te-
niendo en cuenta la realidad mexicana, resulta urgente
homologar nuestra regulación a las mejores prácticas
internacionales y limitar la utilización abusiva de la
asignación de contratos sin licitación ni concurso pú-
blico. 

Como han señalado académicos y especialistas 

Cabe ahora preguntarnos porque la omisión de la lici-
tación pública puede llegar a implicar no solo una in-
fracción administrativa, sino también una vulneración
del principio de probidad. Al respecto, Nancy Barra
Gallardo ha señalado que este mecanismo de contrata-
ción es el “más vulnerable desde el punto de vista del
desarrollo del proceso de contratación”, afirmación
que compartimos plenamente, pues cuando se omite la
licitación pública, se prefieren a ciertos individuos en
la licitación privada o a una persona determinada en el
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trato directo, en desmedro del resto de la ciudadanía,
beneficiándoles al adjudicarles un contrato administra-
tivo.2

La contratación pública es de gran envergadura eco-
nómica en las sociedades contemporáneas. En la OC-
DE, los recursos financieros que se ponen en circula-
ción como resultado de los procesos de contratación
gubernamental representan el 15% del PIB. Esta acti-
vidad es parte central del ejercicio de gasto de un go-
bierno y ocupa un lugar neurálgico en cualquier siste-
ma económico. Las inversiones que realiza el sector
público a través de sus procesos de contratación esti-
mulan la demanda agregada, impulsan el consumo in-
terno y generan empleo y crecimiento. Pero más allá
de su indiscutible relevancia económica, la contrata-
ción del gobierno tiene la característica de comprome-
ter multimillonarios recursos públicos generados por
las contribuciones de los ciudadanos al sistema fiscal. 

El carácter público de los recursos que se movilizan
como resultado de la contratación del gobierno redo-
bla las necesidades de transparencia y rendición de
cuentas en su manejo. La corrupción y el nepotismo,
además de ser un problema moral y ética, causan un
conjunto amplio de distorsiones financieras que perju-
dican el crecimiento económico y el bienestar general
de la población. Y es que la corrupción implica una
asignación ineficiente del gasto público, causa efectos
distributivos regresivos y perjudica la productividad
general de la economía.3

Frecuentemente, el fenómeno de la corrupción se ge-
nera en los espacios de contacto e intercesión entre el
sector privado y el sector público. La contratación pú-
blica es, como se sabe, el escenario privilegiado de re-
laciones entre actores privados y actores públicos.
Además, estas relaciones contractuales entre el gobier-
no y las corporaciones privadas implican habitualmen-
te, como contraprestación, el traslado de montos de di-
nero público a manos privadas. Todo ello, al margen
del entorno regulatorio, genera una estructura de in-
centivos para el desarrollo de bolsas de fraude, mal-
versación de recursos y tráfico de influencias.

De acuerdo al índice de percepción de la corrupción
que elabora la Organización No Gubernamental Trans-
parencia Internacional, México ocupa el lugar noven-
ta y cinco a escala global, muy por debajo de varios
países latinoamericanos, siendo el último entre los que

componen la OCDE.4 Según las estimaciones del Fo-
ro Económico Mundial, la corrupción cuesta a México
hasta el 10% del PIB, lo que ubica al país entre los más
afectados por este tipo de prácticas.5 El desvío de re-
cursos públicos supone un grave lastre al crecimiento
de la economía mexicana, lo que enfatiza la urgencia
de erradicar la corrupción como elemento central de
cualquier estrategia de desarrollo. Según INEGI, en
2014, más del 26% de la población mexicana conside-
ró la corrupción como uno de sus tres principales pro-
blemas.6

La crítica situación en materia de corrupción impulsó
al gobierno a emprender un proceso de actualización
legislativa que culminaría con la promulgación, el 18
de Julio del 2016, de la Ley General del Sistema Na-
cional Anticorrupción. Esta norma busca configurar
desde una perspectiva integral una nueva instituciona-
lidad de lucha contra la corrupción en México. Ade-
más de crear nuevas regulaciones, se otorgan compe-
tencias renovadas a algunas instituciones ya
existentes, como la Auditoría Superior de la Federa-
ción. Sin embargo, los resultados aún no son tangibles
y, de forma preocupante, no han existido reformas le-
gislativas sobre el régimen de los contratos públicos
encaminadas a garantizar el empleo de las preceptivas
licitaciones. 

Irregularidades en materia de contratación pública
(2012-2017)

La aprobación del sistema nacional anticorrupción ha
sido reivindicada por el gobierno mexicano como el
inicio de una etapa de regeneración democrática y de
integridad pública. Este discurso no se corresponde
con la concentración de la contratación pública que se
ha venido agudizando a lo largo de los últimos años,
cuestión que ha sido denunciada en varios trabajos de
investigación. Como ha denunciado una extensa inda-
gación de la Revista Proceso, “en menos de cuatro
años ocho empresarios del estado de México han di-
versificado sus negocios a prácticamente todas las
áreas donde el gobierno asigna contratos”; dinámica
que atenta contra la lógica económica de la especiali-
zación.7 Entre los empresarios más beneficiados por el
ejecutivo se encuentran Carlos Hank Rhon, David Pe-
ñaloza Ananís, Juan Armando Hinojosa Cantú, Carlos
Peralta Quintero y otros. Algunos de estos empresarios
han sido señalados como integrantes del denominado
“Grupo de Atlacomulco”; el cual se ha identificado co-
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mo un relevante espacio de poder e influencia no ins-
titucionalizado cercano al PRI. Según el sitio Compra-
net y el portal de obligaciones de transparencia, entre
este reducido grupo de empresarios mexiquenses acu-
mulan más de 11 mil millones de pesos en contratos
públicos repartidos entre sus más de 150 empresas.8

Uno de los empresarios más beneficiados por la contra-
tación pública es Juan Armando Hinojosa Cantú, que
estuvo en el epicentro de la polémica pública por rega-
lar al presidente Peña Nieto la denominada “Casa Blan-
ca”.9 Hijosa Cantú iba a participar en el proyecto hi-
dráulico del acueducto de Monterrey, previo a que el
mismo fuera cancelado por el gobernador de Nuevo Le-
ón, Jaime Rodríguez Calderón. De una forma análoga,
también se canceló la licitación del tren México-Queré-
taro que había beneficiado a un consorcio empresarial
del cual Hinojosa Cantú era miembro. Como es conoci-
do, la cancelación de esta última licitación, quizá por
casualidad, ocurrió sólo dos días antes de la publicación
del escándalo de la Casa Blanca. No obstante, una com-
pañía del mencionado empresario obtuvo un contrato de
1.8 millones de pesos para fabricar lonas propagandísti-
cas de la reforma educativa que ha generado un conflic-
to social en México que ya se ha cobrado vidas. El do-
nante de la Casa Blanca a Peña Nieto es también
adjudicatario de “la operación del hospital de alta espe-
cialidad de Zumpango y de la remodelación del hangar
presidencial por 1,000 millones de pesos”.10 Resulta es-
pecialmente grave que, en el campo de la aviación, tan
sólo en dos años de administración de Peña Nieto, “la
empresa propiedad de Hinojosa Cantú, de ser casi in-
existente, quintuplicó sus contratos federales hasta al-
canzar los 67 millones de pesos”.11

Se ha acreditado que el promotor mexiquense ha obte-
nido, desde el inicio del actual sexenio, 60 mil millo-
nes de pesos en contratos públicos.12 Resulta llamati-
vo que una misma persona, a la sombra de la
contratación pública, haya podido diversificar especta-
cularmente y en poco tiempo sus actividades econó-
micas. Hinojosa Cantú ha obtenido contratos públicos
en infraestructuras civiles, en proyectos hidráulicos,
en el ámbito de la aviación, en publicidad, en opera-
ción de hospitales y en otros sectores. Si a ello se le
añaden los vínculos directos que han sido acreditados
entre Peña Nieto y este empresario las sospechas de
corrupción son inevitables. Resulta especialmente gra-
ve que a la sombra de las malas prácticas en materia de
contratación se incluya también al sector de la salud,

ya que ello afecta de lleno a un derecho humano reco-
nocido por la Constitución mexicana y por diversos
tratados internacionales. 

Otro caso sobresaliente de un hombre de negocios par-
ticularmente beneficiado por las licitaciones del actual
ejecutivo es Carlos Peralta Quintero, quien es propie-
tario de más de 25 compañías. Este empresario sumi-
nistró tablets para la secretaría de Educación Pública
por valor de 208 millones de pesos. Peralta, además,
cuenta con 58 permisos para disímiles actividades eco-
nómicas, “desde aduanas hasta el manejo de materia-
les peligrosos y prototipos normados”. Además, Peral-
ta posee la ganadería Pastejé, que, con un permiso de
agua por 436 mil metros cúbicos anuales, consume lo
mismo que toda la población del municipio de Jocoti-
tlán en el Estado de México, en el cual se encuentra
ubicado dicho negocio.13

De mayor calado social resulta la implementación por
parte del IMSS de guarderías subrogadas, figura me-
diante la cual el Instituto inicialmente se comprometió
a remunerar en 2014 a la empresa “Convivencia y
Educación Infantil”, de Carlos Peralta, un pago de me-
nos de $2,500 pesos mensuales por niño. Sin embargo,
la cuota unitaria por niño que actualmente abona el
IMSS supera los $3,000 pesos, lo que supone un in-
cremento en el costo del contrato de aproximadamen-
te el 20% en sólo dos años. Cabe resaltar que, esta
guardería que opera en el estado de México se adjudi-
có al mencionado empresario mediante la fórmula de
adjudicación directa.14

Entre otros muchos casos, destaca la adjudicación de
la obra del tren México-Toluca a la constructora Pe-
nínsula, perteneciente a Carlos Hank Rhon. La fase
inicial del proyecto está valorada en más de 10 mil mi-
llones de pesos. Como es conocido, el padre de este
empresario mexiquense fue un destacado dirigente del
PRI en el Estado de México, ocupando incluso la gu-
bernatura de aquella entidad federativa. Hank Rhon
también participa en uno de los proyectos de infraes-
tructuras destacados del sexenio, el nuevo aeropuerto
internacional de la Ciudad de México.15 Además, el
empresario ha vendido seguros al gobierno mexicano
por un valor superior a 200 millones de pesos.16 Tam-
bién en el sector turístico Hank Rhon ha colaborado
con el gobierno a través del hotel Secrets Playa Muje-
res, inaugurado por la entonces secretaria de turismo,
Claudia Ruiz Massieu. 
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Aparte de sus vínculos con el PRI, la prensa ha publi-
cado que el empresario estaría envuelto en una inves-
tigación por blanqueo de dinero que en 2015 realizaba
el departamento de Justicia de Estados Unidos. Según
publica el diario “El Financiero”, “las autoridades es-
tadounidenses pidieron a Citigroup proporcionar in-
formación sobre las cuentas vinculadas a cuatro em-
presas afiliadas al mayor de los hermanos Hank
Rhon.”17 Además, en febrero del 2016, Hank Rhon fue
acusado por el “International Consortium of Investiga-
tive Journalists” de presuntas evasiones de impuestos
entre 2005 y 2007.18 Aunque el empresario nunca ha
enfrentado procesos penales en México, si ha sido
condenado por la Reserva Federal de Estados Unidos
a pagar una multa de 40 millones de dólares por haber
falseado reportes respecto a la adquisición de un ban-
co en Texas.19

Según el diario El Universal, Hank Rhon- que ha sido
señalado incluso como uno de los fundadores del gru-
po de Atlacomulco- habría sido beneficiario de contra-
tos públicos por valor de más de 9 mil millones de pe-
sos.20 Buena parte de los anteriores problemas e
irregularidades tienen un vínculo con la contratación
directa. Este mecanismo soslaya la competencia y po-
tencialmente favorece el nepotismo y la concentración
del otorgamiento de contratos, realidad que ha sido
evidenciada. 

Macro tendencias del modelo mexicano de contra-
tación pública

El 6 de marzo del 2018 el Instituto Mexicano de la
Competitividad, un relevante centro de análisis y estu-
dio sobre la economía mexicana, difundió los resulta-
dos de su investigación titulada “Índice de riesgos de
la corrupción. El sistema mexicano de contrataciones
públicas”.21 El indicador evalúa la transparencia y la
integridad de diversas Unidades Compradoras (UC) de
las dependencias de la administración federal, anali-
zando aproximadamente 700 mil procedimientos de
contratación entre 2012 y 2017, esto es, durante el go-
bierno de Peña Nieto. Se revisaron 537 Unidades
Compradoras del sector público mexicano, las cuales
erogaron mediante fórmulas contractuales más de 2.3
billones de pesos, lo que conforma 10 por ciento del
PIB mexicano. La investigación del Imco sirve para
identificar macro tendencias del sistema y del funcio-
namiento de la contratación pública en México, por lo
que no se identifican casos concretos de corrupción. 

La metodología del índice incluye la medición y pon-
deración de 43 variables relacionadas con la transpa-
rencia, la competitividad o la concurrencia de irregu-
laridades en los procesos de contratación de la
administración federal. En concreto: 

El Imco, con el apoyo técnico de OPI Analytics, creó
una base de datos con 6 millones de líneas de informa-
ción que implican más de 200 millones de celdas, de 9
fuentes distintas, sobre contrataciones públicas, en el
periodo de enero de 2012 a julio de 2017 (5 años y me-
dio). Con esta base de datos se otorgaron calificaciones
de riesgo para cada una de las mil 537 UC analizadas.
El riesgo fue ponderado por el tamaño relativo (riesgo-
tamaño) de los montos asignados por estas.22

Lo anterior muestra la clara seriedad de la investiga-
ción impulsada por el Imco, basada en una sólida y
contrastada base de datos e información obtenida a
partir de los propios registros públicos existentes. La
tabla 1 muestra las 10 unidades compradoras (UC) que
incurrieron en más riesgo en términos de contratación
pública: 

Tabla 1. Dependencias o entidades más riesgosas en
sus procesos de contratación:23

Como se observa, entre las tres entidades con más ries-
go de corrupción en sus contrataciones acumulan más
de un billón de pesos en contrataciones. Por ejemplo,
en el caso del IMSS, ISSSTE y CFE los contratos en
riesgo superan ampliamente 50 por ciento del total de
los suscritos por cada una de las entidades. En el caso
del IMSS, las 10 Unidades de Compra más riesgosas
representan hasta 60 por ciento del total de monto con-
tratado. 

Además de lo anterior, el análisis elaborado por el IM-
CO nos ofrece una completa radiografía general de las
tendencias predominantes en la contratación pública
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mexicana. Sólo tres instituciones concentran casi el
60% del gasto asociado a contratos y 30 proveedores,
es decir, aproximadamente el 0.02% de los mismos,
acaparan una quinta parte de las transacciones. Del to-
tal de casi 130 mil proveedores que han recibido con-
tratos de la administración desde el 2012, sólo un
1.9% del total recibe aproximadamente el 80% de los
contratos.24 Esto nos muestra una fotografía preocu-
pante de la contratación pública en México, en la que
se ha venido desarrollando una concentración extrema
y exorbitante del gasto en favor de un grupo muy re-
ducido de empresas. Ello además de incrementar los
riesgos asociados a la corrupción, perjudica la legítima
competencia económica y favorece la acumulación de
grandes bolsas de dinero público en escasas manos. 

A mil empresas contratistas del sector público me-
xicano les fue asignada de forma directa más del 70
por ciento de los contratos. Como resulta notorio, es-
te mecanismo, que legalmente ha sido ideado para uti-
lizarse de modo excepcional, incrementa significativa-
mente el riesgo de corrupción y reduce la competencia
real. Estas empresas favoritas del actual gobierno ga-
naron 2/3 de los procesos a los que se presentaron,
mientras que el mismo indicador para el resto es sen-
siblemente más modesto.25

Otro de los aspectos destacables del citado estudio es
que se descubre una correlación, probablemente de
causalidad, entre el cambio de sexenio y las empresas
favorecidas por la administración federal. Se puede in-
ferir, de ese modo y de forma alarmante, que cada go-
bierno tiene sus contratistas favoritas o privilegiadas,
por lo que se deduce que los criterios reales que ani-
man la entrega de contratos públicos no son los legal-
mente establecidos. Así, en 2012, bajo la administra-
ción de Calderón, las 100 empresas que recibieron más
contratos contaban con 43 por ciento del monto adju-
dicado; en 2016 este se había reducido hasta 20 por
ciento. Por otro lado, las 100 empresas más beneficia-
das durante la administración de Peña Nieto en 2016
recibieron el 51% del monto adjudicado, mientras que
las mismas compañías sólo tenían 16 por ciento de los
contratos en 2012, antes del cambio de gobierno.26

El mencionado informe de investigación del IMCO, a
pesar de que no identifica casos concretos de corrup-
ción, desvío o nepotismo, tiene la capacidad de aler-
tarnos sobre las grandes tendencias y lagunas regula-
torias que sirven de caldo de cultivo y amparo para la

comisión masiva de irregularidades. En ese sentido,
aparece un indicio claro de que la contratación y el
gasto público está siendo utilizado como botín parti-
dista. Esto último, además de soslayar los criterios le-
gales de asignación de contratos y de velar por la ob-
tención de los mayores beneficios para el estado,
implica graves riesgos económicos y democráticos. 

En ese aspecto, los resultados de la investigación del
IMCO acreditan la conformación de poderosos grupos
de poder a través de la colusión de intereses entre eli-
tes políticas y empresariales. Lo anterior coadyuva a la
consolidación de oligarquías rentistas sustentadas en
la apropiación espuria del patrimonio y del presupues-
to público. Se genera así un empresariado cuya rique-
za y bienestar no depende tanto de su audacia econó-
mica o de su capacidad para ser más productivo o para
innovar, sino de su mayor o menor cercanía con los
poderes del estado. Así, se produce un fenómeno cla-
ramente parasitario y de incrustación de sectores eco-
nómicos a las rentas generadas desde el estado, que
afecta la eficiencia y el bienestar del conjunto de so-
ciedad. Esta situación contribuye a crear sólidos gru-
pos de poder que interfieren, determinan e influyen de
manera opaca e ilegítima en la conducción de las polí-
ticas económicas, de gasto y de contratación del país,
las cuales deberían desempeñar un rol central para de-
tonar el desarrollo y erradicar la pobreza. 

Legislación vigente y propuesta de reforma

Como se ha referido, las mejores prácticas internacio-
nales recomiendan el establecimiento de marcos regu-
latorios restrictivos de la utilización de la adjudicación
directa como procedimiento de entrega de contratos
públicos. Además de lo señalado respecto de Estados
Unidos, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea ha
calificado la adjudicación directa como la “infracción
más grave del derecho comunitario en materia de con-
tratación pública”.27 Así, la tendencia en la Unión Eu-
ropea es a incrementar la gravedad de las sanciones
por adjudicaciones directas indebidas y a restringir el
uso de ese tipo de procedimientos: 

La actual directiva de recursos pretende incorporar
una sanción efectiva, proporcionada y disuasoria que
funcione como mecanismo de cierre del sistema y que
garantice el cumplimiento de todo el sistema de ga-
rantías de las normas sustantivas sobre contratación
(de hecho, en la propuesta original de la Comisión la
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ineficacia era una posibilidad sólo en la circunstancia
de que el período de suspensión no se observase por
parte de la entidad contratante). De esta forma, el De-
recho de la Unión Europea obliga ahora a los Estados
miembros a sancionar con «ineficacia» lo que la nor-
ma considera violaciones más groseras del Derecho de
la Unión europea. Estos supuestos de especial grave-
dad son dos: las llamadas adjudicaciones directas —
es decir, las adjudicaciones de contratos sin publica-
ción previa de un anuncio de licitación en el Diario
Oficial de la Unión Europea, siempre que ello sea pre-
ciso— y (…)28

En México, concurre la realidad opuesta. La actual
Ley de Adquisiciones Arrendamientos o Servicios del
Sector Público conserva un esquema notoriamente fle-
xible y permisivo para el empleo de la contratación di-
recta y sin concurso público. La actual redacción del
artículo 26 de dicha norma establece lo siguiente: 

Las dependencias y entidades seleccionarán de entre
los procedimientos que a continuación se señalan,
aquél que de acuerdo con la naturaleza de la contrata-
ción asegure al Estado las mejores condiciones dispo-
nibles en cuanto a precio, calidad, financiamiento,
oportunidad y demás circunstancias pertinentes: 

I. Licitación pública; 

II. Invitación a cuando menos tres personas, o 

III. Adjudicación directa. 

Las adquisiciones, arrendamientos y servicios se adju-
dicarán, por regla general, a través de licitaciones pú-
blicas, mediante convocatoria pública, para que libre-
mente se presenten proposiciones, solventes en sobre
cerrado, que será abierto públicamente, a fin de asegu-
rar al Estado las mejores condiciones disponibles en
cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad,
crecimiento económico, generación de empleo, efi-
ciencia energética, uso responsable del agua, optimi-
zación y uso sustentable de los recursos, así como la
protección al medio ambiente y demás circunstancias
pertinentes, de acuerdo con lo que establece la presen-
te Ley.

El único mandato en el sentido de restringir la contra-
tación directa se limita a referir que, el procedimiento
a adoptar como regla general será el de licitación pú-

blica. Se trata, a todas luces, de una previsión adecua-
da pero insuficiente; no obstante, nada se dispone so-
bre la naturaleza y condiciones para la aplicación de la
contratación directa. Esto último se ha venido confor-
mando como una gran laguna legal que, a la luz de los
datos que hemos referido, está acumulando un impac-
to de envergadura en el desarrollo de la contratación
pública en México. Desde esa lógica, resulta urgente
regular y limitar legalmente los supuestos y el régimen
de la asignación directa de contratos, con la finalidad
de fortalecer la transparencia y mitigar los riesgos aso-
ciados a la corrupción. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a
consideración de esta Soberanía, el siguiente proyecto
de

Decreto que reforma el artículo 26 de la Ley de Ad-
quisiciones, Arrendamientos o Servicios del Sector
Público

Artículo Único. Se reforma el artículo 26 de la Ley de
Adquisiciones, Arrendamientos o Servicios del Sector
Público para quedar redactado como sigue: 

Artículo 26. Las dependencias y entidades selecciona-
rán de entre los procedimientos que a continuación se
señalan, aquél que de acuerdo con la naturaleza de la
contratación asegure al Estado las mejores condicio-
nes disponibles en cuanto a precio, calidad, financia-
miento, oportunidad y demás circunstancias pertinen-
tes:

I. Licitación pública; 

II. Invitación a cuando menos tres personas, o 

III. Adjudicación directa. 

La adjudicación directa, será, en todo caso, un
mecanismo extraordinario, subsidiario y excep-
cional de asignación de contratos públicos. Este
procedimiento se utilizará exclusivamente 

a) Cuando por la naturaleza de los productos
o servicios contratados sólo exista un provee-
dor con capacidad de satisfacer los requeri-
mientos establecidos en las bases.

b) En casos de extrema y urgente necesidad. 
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Los contratos adjudicados de forma directa
recibirán la máxima difusión y publicidad, en
particular en cuanto a la necesidad de adop-
ción de ese procedimiento, de acuerdo a los
dos supuestos anteriores. En todos los casos
se publicará, con la mayor transparencia, un
dictamen de excepcionalidad que fundamen-
te, en los términos de las leyes aplicables, la
no utilización del procedimiento ordinario de
licitación pública. 

Las dependencias de la administración fede-
ral podrán asignar a través de adjudicación
directa como máximo un 10% del total del
monto erogado en contratos públicos. 

… 

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.
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28 Ídem, pág. 21

Diputada Araceli Damián González

QUE REFORMA, ADICIONA Y DEROGA DIVERSAS DISPOSI-
CIONES DEL CÓDIGO CIVIL FEDERAL, EN MATERIA DE DE-
NOMINACIONES DISCRIMINATORIAS DE LOS HIJOS, A CAR-
GO DEL DIPUTADO RAMÓN VILLAGÓMEZ GUERRERO, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

El suscrito Ramón Villagómez Guerrero, diputado fe-
deral integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional de la LXIII Legislatura
del honorable Congreso de la Unión, con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral 1, fracción
II; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, presenta a consideración de esta sobera-
nía la presente iniciativa con proyecto de decreto por
el que se reforman y derogan diversas disposiciones
del Código Civil Federal, bajo la siguiente:

Exposicion de Motivos

En la actualidad, en nuestro Código Civil Federal coe-
xisten distintas clases de hijos bajo regímenes norma-
tivos que ponderan distintas filiaciones. Entre ellas po-
demos encontrar a los hijos adulterinos, los hijos
incestuosos o los hijos naturales, denominaciones que
sin duda alguna vienen a ser discriminatorias y que
pueden causar un gran daño en el desarrollo integral
de los menores que nacen bajo circunstancias particu-
lares.

Las disposiciones jurídicas que comprenden las ante-
riores denominaciones vigentes en el Código Civil Fe-
deral son una expresión desmesurada de la degrada-
ción y la ignorancia en derecho familiar que hoy en día
prevalece en nuestro sistema civil.

En este sentido, me permitiré reproducir los significa-
dos o condiciones por los cuales se derivan las deno-
minaciones de hijos que más laceran y vulneran o de-
gradan:

-El adulterino puede ser, sencillo o doble. En el pri-
mer supuesto se da cuando él o ella son casados y
tienen una relación sexual con alguien que no lo es;
en el segundo supuesto, si ambos están casados con
distintas personas y tienen ese hijo en común.

-El incestuoso emerge de la relación sexual entre
parientes consanguíneos –el padre que embaraza a
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la hija; la madre embarazada por el hijo o entre her-
manos.

-Los naturales son los hijos concebidos por el padre
y madre, cuando no tenían impedimento legal para
contraer matrimonio. Los adoptivos son producto
de esta figura jurídica.

En la mayoría de los estados del país, unos más y otros
menos, tienen diferentes clases de hijos de los señala-
dos anteriormente. Lo que resulta en toda una parado-
ja, porque en el año 2018, en pleno siglo XXI, no es
posible aceptar que se siga calificando a los hijos por
la clase de relación sexual de sus padres y que además
se les escatimen sus derechos humanos, sin mencionar
que en última instancia, no pueden quedar sujetos ni a
la voluntad de sus padres, ni a las obsoletas leyes en
materia de derecho familiar que a nivel federal tene-
mos.

Haciendo un poco de historia, mencionare que remon-
tándonos hasta el derecho romano, se decía que la ma-
dre siempre era cierta (mater semper certa est), por el
sólo hecho del nacimiento. Se creía en aquella época,
que por esta circunstancia la madre no tenía alternati-
va de negar al hijo. Y si bien podía darse la sustitución
de infante o la simulación de un embarazo, al no des-
cubrirse, el aforismo latino se aplicaba.

Respecto al hombre, desde entonces se disponía que el
padre del hijo fuera el esposo de la señora (“pater ist
est quod nuptia demostrant”). De esta manera, por la
confianza del hombre en la mujer, se derivaba la pa-
ternidad de éste.

En México, la filiación se basa tradicional y esencial-
mente, en un hecho de confianza y posteriormente, en
diferentes hipótesis legales, en las que el común deno-
minador es aleatorio; es decir, no se puede determinar
con la certeza con la que se hace la verdadera filiación
del hijo o la hija.

Ante estas situaciones que en pleno siglo XXI nos en-
contramos viviendo, después de ser el país precursor
en materia de derechos elementales de toda América
Latina. La Convención de los Derechos del Niño, a la
cual nuestro país se suscribió y forma parte, ha emiti-
do disposiciones verdaderamente protectoras de los
menores en defensa de sus derechos humanos.

Como sabemos, dicha convención es el primer instru-
mento internacional jurídicamente vinculante que in-
corpora toda la gama de derechos humanos: civiles,
culturales, económicos, políticos y sociales. En 1989,
los dirigentes mundiales decidieron que los niños y ni-
ñas debían de tener una Convención especial destina-
da exclusivamente a ellos.

La convención establece derechos en 54 artículos y
dos protocolos facultativos. Define los derechos hu-
manos básicos que disfrutan los niños y niñas en todas
partes: el derecho a la supervivencia; al desarrollo ple-
no; a la protección contra influencias peligrosas, los
malos tratos y la explotación; y a la plena participa-
ción en la vida familiar, cultural y social. Los cuatro
principios fundamentales de la convención son la no
discriminación; la dedicación al interés superior del
niño; el derecho a la vida, la supervivencia y desarro-
llo; y el respeto por los puntos de vista del niño. Todos
los derechos que se definen en la convención son in-
herentes a la dignidad humana y el desarrollo armo-
nioso de todos los niños y niñas. La Convención pro-
tege los derechos de la niñez al estipular pautas en
materia de atención de la salud, la educación y la pres-
tación de servicios jurídicos, civiles y sociales.

En nuestro país, en el 4 de diciembre de 2014 se pu-
blicó la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños
y Adolescentes, en donde se recoge la visión de la
Convención, brindando y estipulando los derechos de
las niñas, niños y adolescentes.

Ahora sí, al respecto de las situaciones y elementos
discriminatorios que existen todavía en el Código Ci-
vil Federal, se encuentran en contra de lo establecido
en la citada Ley, en específico en el título segundo que
establece los mencionados derechos, para efectos de
ejemplificar mejor, mencionaré lo establecido en el ar-
tículo 13:

Artículo 13. Para efectos de la presente Ley son de-
rechos de niñas, niños y adolescentes, de manera
enunciativa más no limitativa, los siguientes:

I. Derecho a la vida, a la supervivencia y al desa-
rrollo;

II. Derecho de prioridad;

III. Derecho a la identidad;
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IV. Derecho a vivir en familia;

V. Derecho a la igualdad sustantiva;

VI. Derecho a no ser discriminado;

VII. Derecho a vivir en condiciones de bienestar y
a un sano desarrollo integral;

VIII. Derecho a una vida libre de violencia y a la in-
tegridad personal;

IX. Derecho a la protección de la salud y a la segu-
ridad social;

X. Derecho a la inclusión de niñas, niños y adoles-
centes con discapacidad;

XI. Derecho a la educación;

XII. Derecho al descanso y al esparcimiento;

XIII. Derecho a la libertad de convicciones éticas,
pensamiento, conciencia, religión y cultura;

XIV. Derecho a la libertad de expresión y de acce-
so a la información;

XV. Derecho de participación;

XVI. Derecho de asociación y reunión;

XVII. Derecho a la intimidad;

XVIII. Derecho a la seguridad jurídica y al debido
proceso;

XIX. Derechos de niñas, niños y adolescentes mi-
grantes, y

XX. Derecho de acceso a las tecnologías de la in-
formación y comunicación, así como a los servicios
de radiodifusión y telecomunicaciones, incluido el
de banda ancha e internet, en términos de lo previs-
to en la Ley Federal de Telecomunicaciones y Ra-
diodifusión. Para tales efectos, el Estado establece-
rá condiciones de competencia efectiva en la
prestación de dichos servicios.1

Las autoridades federales, de las entidades federativas,
municipales y de las demarcaciones territoriales de
Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas
competencias, adoptarán las medidas necesarias para
garantizar estos derechos a todas las niñas, niños y
adolescentes sin discriminación de ningún tipo o con-
dición.

Como se puede ver en la fracción VI, se establece su
derecho a no ser discriminados y lo que está sucedien-
do con el Código Civil Federal vigente, es que por sus
años que lleva, aún guarda textos discriminatorios que
por ende vulneran y violentan los derechos de los me-
nores hijos.

Por otro lado, en el mismo artículo se señala que se de-
berán establecer las medidas necesarias para la protec-
ción de los derechos de éstos, aun cuando en dicho ar-
tículo no se establece a la federación, es nuestra
obligación como legisladores darnos cuenta de donde
estamos fallando en este caso por la omisión legislati-
va. En razón de ello es que propongo la presente ini-
ciativa que está basada en el interés superior de la ni-
ñez, buscando que no se les discrimine y que sean
tratados por igual, independientemente del tipo de re-
lación de sus padres, ya que de ello depende su sano
desarrollo.

Para ejemplificar mejor la propuesta, a continuación,
se presenta el siguiente cuadro comparativo con las
modificaciones propuestas:
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Por lo antes expuesto, se somete a su consideración la
presente iniciativa con proyecto de:

Decreto

Artículo Único. Se reforma el artículo 54 y se dero-
gan los artículos 62, 64, 77, 78 y 79 del Código Civil
Federal, para quedar como sigue:

Artículo 54. Los hijos no recibirán calificativo al-
guno, son iguales ante la ley, la sociedad y el Esta-
do. Todas las declaraciones de nacimiento se realiza-
rán presentando al niño ante el Juez del Registro Civil
en su oficina o en el lugar donde aquel hubiera nacido,
acompañando el certificado de nacimiento.

Artículo 62. Se deroga

Artículo 64. Se deroga

Artículo 77. Se deroga

Artículo 78. Se deroga

Artículo 79. Se deroga

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Nota

1 Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de abril de 2018.

Diputado Ramón Villagómez Guerrero (rúbrica)

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 2O., 27, 28 Y 115 DE LA

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXI-
CANOS, A CARGO DE LA DIPUTADA LAURA BEATRIZ ESQUI-
VEL VALDÉS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

La suscrita, Laura Beatriz Esquivel Valdés, diputada
de la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión e integrante del Grupo Parla-
mentario de Morena, con fundamento en los artículos
71, fracción II, de la Ley fundamental; 6, numeral 1,
fracción I, y 78 del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, someto a consideración del pleno de esta re-
presentación nacional la siguiente:

iniciativa con proyecto de decreto que reforma los
artículos 2o., 27, 28 y 115 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos a fin de recono-
cer e incluir en el texto constitucional los derechos de
los pueblos negros afromexicanos, al tenor de la si-
guiente: 

Exposición de Motivos

Mexicanos de raza negra han vivido en lo que hoy es
México, a partir de que sus ancestros fueron traídos
como esclavos desde África, en el siglo XVI. Ellos tu-
vieron una gran influencia en la vida económica de la
Colonia y, desde luego, en el mestizaje. Según algunos
estudios, el comercio de esclavos negros duró aproxi-
madamente 400 años y el número de los que llegaron
a América se calcula entre 30 y 40 millones.1 Los afri-
canos eran traídos como esclavos y vendidos en Amé-
rica para posteriormente utilizarlos como cosas o mer-
cancías –no como personas- en diversas tareas, tanto
domésticas como en las minas o en el trabajo agrícola
y ganadero. 

La esclavitud durante la Colonia no sólo era una prác-
tica de explotación y de degradación humana, común
a todos los pueblos de la antigüedad. Su desarrollo es-
tuvo determinado por la facilidad con la que los ven-
cedores podían utilizar la fuerza de trabajo de los ven-
cidos. Como figura jurídica implicaba conservar con
vida a un prisionero para aprovecharse de los frutos de
su trabajo.2

En el siglo XV ésta era una práctica de relativa rele-
vancia económica. Con el descubrimiento de América
floreció exponencialmente. El mercado de la esclavi-
tud fue consecuencia de la creciente demanda de ma-
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no de obra para el desarrollo de las actividades pro-
ductivas en las colonias ibéricas y anglosajonas del
nuevo continente. 

La Corona española reguló este comercio de seres hu-
manos. La primera medida para regular el comercio de
esclavos data del 3 de septiembre de 1501 para no per-
mitir la entrada de nuevos convertidos al Nuevo Mun-
do sin que estuviesen previamente en la península. En
1503 se creó la Casa de Contratación para regular el
tráfico de mercancías: todos los productos de las colo-
nias habían de ser conducidos a la madre patria en na-
víos españoles y vendidos por mercaderes españoles.
Posteriormente se estableció un registro de esclavos
negros y el sistema de licencias que impuso el pago de
dos ducados por cada cabeza de esclavo que entrara a
las Indias. 

En los siglos XVII y XVIII predominó el sistema de
asientos que consistía en contratos de derecho público
a través de los cuales el particular o una compañía se
comprometía durante un determinado plazo a introdu-
cir cierto número de esclavos mediante un abono de
derechos estipulados.3

Las protestas en contra de la trata de esclavos comen-
zaron a principios del siglo XIX, aunque en América
la figura estuvo en vigor hasta 1880. En México, la
abolición de la esclavitud fue parte de la Independen-
cia y, a partir de las proclamas de don Miguel Hidalgo
y, posteriormente en los textos constitucionales hasta
el que se encuentra hoy en día en vigor, se ha proscri-
to. 

Los afrodescendientes provienen de poblaciones afri-
canas, que en su mayoría fueron traídos de manera for-
zada a México durante la conquista y principalmente
en la Colonia para sustituir la mano de obra indígena.

A más de 500 años de su llegada a México, los auto-
denominados negros, siguen siendo objeto de discri-
minación y racismo; miles de ellos viven en la invisi-
bilidad total al no ser sujetos de derechos plenos por
no estar reconocidos en la Constitución Política, aun y
cuando nuestro país ha firmado varios convenios y re-
comendaciones internacionales sobre el combate al ra-
cismo y la discriminación como los siguientes:

Las recomendaciones de la Organización de Naciones
Unidas de 1965, por medio de la Convención Interna-

cional sobre la Eliminación de todas las Formas de
Discriminación Racial. La Convención fue firmada
por México el 1 de noviembre de 1966 y ratificada el
20 de febrero de 1975. Su entrada en vigor a nivel in-
ternacional tuvo lugar el 4 de enero de 1969, desde en-
tonces el Estado mexicano sigue sin aplicar estos con-
venios.

De igual forma, la Declaración sobre la Raza y los Pre-
juicios Raciales, aprobada y proclamada el 27 de no-
viembre de 1978 por la Conferencia General de la Or-
ganización de las Naciones Unidas para la Educación,
la Ciencia y la Cultura, que establece tanto la perte-
nencia de los seres humanos a una misma especie con
un sólo origen, como su igualdad en cuanto a dignidad
y derechos. De este modo, la diversidad de las formas
de vida y el derecho a la diferencia no pueden funda-
mentar en ningún caso prejuicios raciales ni legitimar,
en la norma o en la práctica, ninguna conducta discri-
minatoria.

Están también los acuerdos firmados en la Conferen-
cia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Ra-
cial, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intoleran-
cia, realizada en Durban en el año 2001, en el capítulo
Africanos y Afrodescendientes, y los 14 programas de
acción, y en el que los países firmantes se comprome-
ten a facilitar la participación de los afrodescendientes
en todos los aspectos políticos, económicos y cultura-
les de la sociedad; a que promuevan el conocimiento y
el respeto de su patrimonio y su cultura, que por cier-
to, el gobierno mexicano no ha cumplido.

En 2011, la Organización de las Naciones Unidas
(ONU) proclamó el 2011 como el Año Internacional
de los Afrodescendientes, donde la comunidad inter-
nacional reconoce que representan un sector definido
de la sociedad cuyos derechos humanos deben ser pro-
movidos y protegidos. Poco después la misma ONU
hizo la Declaratoria del Decenio de los Afrodescen-
dientes (2015-2024).

A pesar de que estos instrumentos buscan dar a cono-
cer la participación económica, social y cultural de los
miles de africanos y sus aportes en las naciones lati-
noamericanas, y el emprendimiento de políticas y ac-
ciones para el combate al racismo y la discriminación,
tales objetivos no se han podido vislumbrar en Méxi-
co. 

Gaceta Parlamentaria Martes 10 de abril de 201864



Ejemplo de ello, es que en la Ley Federal para Preve-
nir y Eliminar la Discriminación se presentan fuertes
debilidades en relación al cumplimiento y apego a
convenciones y tratados internacionales en la materia
y no recupera el sentido específico que en materia de
racismo tienen las legislaciones de otros países de
América Latina como Colombia, cuya reforma consti-
tucional del año 1991 reconoce a las poblaciones afro-
colombianas como un grupo étnico más que conforma
la diversidad cultural de la nación.

Argumentación

En el país sigue habiendo manifestaciones de discri-
minación que se reproducen; estamos acostumbrados a
pensar en la discriminación como una forma de con-
cebir al “otro” de manera negativa y estigmatizada en
virtud de sus características, pero no solamente se ma-
nifiesta de esta manera, sino también en la negación de
su existencia.

El gobierno mexicano exalta el pasado indígena y el
presente mestizo relegando a los afromexicanos tanto
del discurso oficial como del imaginario colectivo. Es-
ta exclusión ha dado como resultado que una parte im-
portante de la población esté convencida de la idea de
que “en México todos somos mestizos” y “las perso-
nas de color están fuera de México”,4 en lugares dis-
tantes como Colombia o Cuba, perpetuándose de esta
manera la desigualdad y minimizándose la discrimina-
ción que los afecta.

“A ellos no les molesta que los llamen negros,5 more-
nos, prietos o afros, al contrario, están orgullosos de
serlo; la discriminación va más allá de la parte social
cuando intentan obtener recursos para un proyecto de
campo, una vivienda o escuelas; dependencias como
la Comisión Nacional para que el Desarrollo de los
Pueblos Indígenas (CDI) no los atienden, las ventani-
llas para la comunidad afro están cerradas”, dice Israel
Reyes Larrea, coordinador de la Alianza para el Forta-
lecimiento de las Regiones Indígenas y Comunidades
Afromexicanas, AC. 

Muchos de ellos también han sido discriminados por
el Instituto Nacional de Migración (INM), que no les
cree que sean mexicano, aún y cuando portan su cre-
dencial de elector e incluso los han querido deportar a
Honduras o a otro país, porque son negros.

Desde que apareció el libro de “La población negra de
México” en 1946,6 hace más de 70 años, el trabajo
académico no ha podido modificar en la Constitución
una sola línea para hacer visible al pueblo negro de
México.7 Todos estos años “estudiando” a los negros y
estos negros aún siguen negados, olvidados, discrimi-
nados, señala el activista Israel Reyes. Más de 70 años
y no han podido o no han querido desblanquear la his-
toria oficial y permitir que desde el norte hasta el sur
se conozcan los aportes de los negros en la construc-
ción de esta nación. Al contrario, pensamos que varios
académicos se empeñan en seguir nombrando o eti-
quetando a quienes tienen el derecho, por respeto a su
autonomía y por autoafirmación, a nombrarse y es así
como nuestra gente se llama: negros. Y es así, como
negros, como quieren aparecer en el censo. Mucha ra-
zón tienen los negros cuando por esta situación los
confunden y muchos no saben ya quiénes son. Pero
como dicen ellos, no importa cómo nos nombren, si
seguimos igual de jodidos.

Todo esto ha establecido una coyuntura global don-
de las diferencias y particularidades culturales se
enarbolan como banderas para movimientos políti-
cos y sociales que demandan reivindicaciones iden-
titarias y respeto a los derechos fundamentales. Es
así, como hoy en día, existen grupos y movimientos
sociales afromexicanos que pretenden un reconoci-
miento histórico y constitucional por parte del Esta-
do para el pleno cumplimiento de compromisos asu-
midos.

Este reconocimiento constitucional y la reforma a la
Ley Federal para p´revenir y eliminar la Discrimina-
ción siguen siendo bandera de los movimientos afro-
mexicanos y los medios académicos dedicados a este
tópico. En la legislación mexicana sólo en la Constitu-
ción Política del Estado Libre y Soberano de Oaxaca y
en la del Estado de Guerrero se reconocen jurídica-
mente la existencia de grupos afromexicanos y ambas
custodian los derechos de los pueblos y comunidades
afromexicanas.

Los afromexicanos demandan su justo lugar en la his-
toria, es menester que tales acciones se traduzcan en
políticas inclusivas y en apoyo real, ya que como se-
ñaló Regina Martínez Casas:8 a pesar de que el 3 por
ciento de la población mexicana es negra, mulata o
afrodescendiente, es también el sector de la población
más marginado, discriminado y marcado por la des-
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igualdad, sobre el que no se han establecido siquiera
políticas públicas para aminorar esa brecha.

En el reportaje “¡Y los negros qué!” de Margarita
Warnholtz Locht (La Tlacuila) etnóloga y colaborado-
ra de Animal Político,9 se reproduce el decálogo que
elaboraron las asociaciones civiles de afromexicanos,
como una forma de decir quiénes somos los negros de
México:10

1. Es necesario que la nación conozca que la identi-
dad mexicana está cimentada y construida princi-
palmente por tres culturas: la indígena, la negra y la
española.

2. Si hoy muy poco se sabe de los negros es porque
el Estado mexicano ha “blanqueado” la historia, bo-
rrando y negando las aportaciones de los africanos
traídos a México de manera forzada.

3. Los negros nos ubicamos en los estados de Coa-
huila, Chiapas, Guanajuato, Michoacán, San Luis
Potosí, Morelos, Tabasco, entre otros, pero princi-
palmente en Veracruz, Guerrero y Oaxaca.

4. Más de 500 años de invisibilidad han imposibili-
tado que podamos acceder a un desarrollo integral y
al goce pleno de nuestros derechos como pueblo.

5. Somos parte de una cultura viva, y continuamos
recreando todos aquellos elementos que nos dan
sentido de pertenencia como las danzas, ritos, gas-
tronomía, curandería, narrativa, música, y ello nos
hace una cultura diferenciada del resto del país.

6. Al no estar contemplados en las estadísticas ofi-
ciales, ni tener el reconocimiento constitucional,
nos encontramos en una situación de vulnerabilidad
y desventaja respecto a otros sectores de la pobla-
ción, al no poder participar en los programas que el
Estado implementa.

7. Al estar invisibilizados, no somos sujetos de po-
líticas públicas que garanticen e impulsen nuestras
capacidades de desarrollo.

8. Más de 50 años de estudios académicos sobre
poblaciones negras en México no se reflejan en
cambios legislativos ni en nuestra situación de vi-
da, mucho menos han propiciado conocer esa his-

toria que da cuenta de la grandeza de nuestros an-
cestros.

9. Manifestamos que nos resistimos a que nos vean
como objeto de estudio y a folclorizar nuestra cul-
tura. Deseamos que se nos brinden las oportunida-
des para revertir las estadísticas de analfabetismo y
que seamos quienes podamos reescribir nuestra his-
toria.

10. Manifestamos nuestros deseos y esperanzas en
que los legisladores federales y estatales se mues-
tren con oídos receptivos, brindando un acompaña-
miento efectivo y responsable para que juntos po-
damos lograr nuestro sueño: el reconocimiento
constitucional del Pueblo Negro de México.

Existe frustración en esta etnia por la falta de cons-
ciencia que hay en México sobre los afromexicanos y
porque aún no han sido reconocidos oficialmente co-
mo una minoría por el gobierno.

Según Humberto Herbert Silva Silva, director de la
Oficina para Asuntos Afromexicanos en Oaxaca, la
falta de reconocimiento oficial de esta minoría por el
gobierno, se debe a que los afromexicanos hablan es-
pañol, como la mayoría de los mexicanos y no tienen
su propia lengua. “Cuando solicitamos reconocimien-
to como minoría, salen con excusas o nos dicen que no
tenemos una lengua autóctona. El lenguaje es el ver-
dadero criterio”, dice. “Estamos siendo discrimina-
dos”.

Sin embargo, los esfuerzos de los activistas han dado
algunos resultados. 

En la encuesta intercensal 2015 del Inegi,11 los en-
cuestados tuvieron por primera vez la opción de iden-
tificarse como negros, aunque ese no sea el término
que todos los afromexicanos usan. Muchos de ellos se
llaman a sí mismos “morenos” o utilizan otro término
local para describirse. 

Este censo interino de 2015 indicó que la población
negra en México era de 1,4 millones, o sea 1,2 por
ciento de la población mexicana. 

Señala también que las personas afrodescendientes se
encuentran distribuidas en todo el territorio nacional,
sin embargo, se ha identificado que su asentamiento
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principal está en algunas entidades del sur del país, co-
mo Guerrero y Oaxaca, al igual que en el golfo de Mé-
xico, principalmente en Veracruz de Ignacio de la Lla-
ve. Estas entidades tienen una marcada diversidad
cultural que proviene de sus pueblos indígenas y afro-
descendientes que se reconocen como “negras (os)”,
“morenas (os)”, “costeñas (os)”, entre otras denomina-
ciones. 

Su apariencia física varía considerablemente y algunos
son difíciles de diferenciar de los indígenas mexica-
nos. Pero también comparten una cultura común. 

Por ejemplo, hay un estilo de música característica lla-
mada la chilena, introducida a Costa Chica en el siglo
XIX por marineros chilenos que pasaban camino a la
quimera de oro en California, que ha sido adaptada por
músicos negros. Le han agregado instrumentos afro-
mexicanos como la quijada, un maxilar seco de burro
con dientes que repiquetean.

También está el bote, un tambor de fricción, que tiene
un palo adherido a la membrana que se frota para pro-
ducir una especie de bramido. Estos sonidos son parte
central de la vida musical de los afromexicanos.

También hay bailes que se remontan a los días de las
haciendas coloniales, incluyendo la Danza de los Dia-
blos, que se ejecuta alrededor del Día de los Muertos.
Los bailarines tienen máscaras de diablo y son condu-
cidos por un personaje áspero conocido como Pancho,
el capataz de la hacienda. Se pavonea por el lugar con
un látigo, mientras su voluptuosa esposa “blanca” –in-
terpretada por un hombre negro- coquetea descarada-
mente con los “diablos” y hasta con el público.

En los pueblos de Costa Chica, hasta los niños de edad
preescolar aprenden los pasos del baile y se les incul-
ca el orgullo en su herencia africana. 

¡No terminemos con estas costumbres, son parte de
nuestra cultura! 

El 15 de noviembre de 2016 la Comisión Nacional de
los Derechos Humanos (CNDH) emitió el boletín 551,
en donde remite al Senado un estudio sobre la situa-
ción de la población afrodescendiente en nuestro país;
el llamado “Perfil sociodemográfico de la población
afrodescendiente en México” es una publicación ela-
borada de manera conjunta por el Inegi, la CNDH y el

Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación
(Conapred). El documento busca poner de relieve la
existencia de niñas, niños, adolescentes, hombres y
mujeres, todos afrodescendientes, que habitan en el te-
rritorio mexicano, así como mostrar sus principales
características demográficas y socioeconómicas. 

La información proviene de la Encuesta Intercensal
2015 (EIC 2015), realizada por el Inegi, la cual inclu-
yó una pregunta para identificar a la población afro-
descendiente a partir del autorreconocimiento. Con
ello, por primera vez se desglosa separadamente a es-
ta población en las mediciones de la estadística oficial
de México.

El informe resalta que las poblaciones afrodescendien-
tes de México han sido históricamente discriminadas,
sufren racismo y continúan viviendo un entorno de ex-
clusión e indiferencia, sin una presencia explícita en
ámbitos como el de las políticas públicas y el de la le-
gislación.

La CNDH asegura que, entre sus demandas, se en-
cuentran la educación, la salud y el desarrollo econó-
mico culturalmente pertinentes, así como la preserva-
ción de su cultura, la consulta previa, libre e informada
y la participación política, lo cual ha generado discu-
siones sobre el respeto a los derechos, a la diferencia
cultural, al acceso a la cultura y a la libre determina-
ción.

El organismo precisa que hasta hace muy poco su pre-
sencia en la estadística nacional era prácticamente in-
existente, con lo cual también eran objeto de una invi-
sibilización, que por sí misma constituye una forma
más de discriminación.

Asimismo, enfatiza que la relación entre el Estado, los
pueblos afrodescendientes y la sociedad debe funda-
mentarse en el conocimiento de sus condiciones de de-
sarrollo, así como en la necesidad de incorporar sus
demandas y perspectiva cultural en las políticas eco-
nómicas y sociales de los tres órdenes de gobierno.

Subraya que el derecho a la igualdad entre integrantes
de diversas culturas implica que las personas gocen de
las mismas oportunidades, lo que significa para el Es-
tado la obligación de realizar acciones para eliminar la
discriminación.
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Sin embargo, poblaciones afrodescendientes de Méxi-
co siguen en un lugar de invisibilización, que es una de
las peores formas de discriminación hacia un pueblo;
agrega que las “poblaciones negras” no existen para
gran parte de la sociedad mexicana ni dentro de la es-
tructura jurídica del Estado mexicano; por ello actual-
mente demandan ser socialmente visibilizadas y legal-
mente reconocidas, como un camino para satisfacer
sus requerimientos culturales y socioeconómicos.

El reconocimiento de estos pueblos negros es muy im-
portante, en principio, porque, nuestra Constitución
establece el país es pluricultural, lo que implica que to-
das las culturas que están dentro de la nación, deben
tener un reconocimiento al mismo nivel.

Hay que reconocerlos porque son comunidades con
manifestaciones, costumbres y cultura, y eso se co-
mienza a perder porque la sobrevivencia implica la
migración y esta diluye su propia raíz cultural.

La importancia de hacer este reconocimiento, lo en-
contramos también en las declaraciones del diputado
Vitalico Cándido Coheto Martínez,12 presidente de la
Comisión de Asuntos indígenas de la Cámara de Di-
putados, quien enfatiza en “la necesidad de continuar
con el desarrollo de una legislación que armonice
nuestros derechos fundamentales con los derechos co-
lectivos de los pueblos indígenas, observando los ins-
trumentos internacionales en la materia e incluyendo a
las comunidades afrodescendientes. Es necesarios for-
talecer a través de la normatividad adecuada, un co-
rrecto diseño de las políticas públicas a su favor, foca-
lizándolas a su desarrollo sin olvidar sus
particularidades culturales”.

Hay que aceptar que no existen políticas públicas, pro-
gramas, proyectos productivos y acciones afirmativas
que fomenten su desarrollo y tal situación ha sumido a
los afromexicanos en la pobreza y marginación ya que
son excluidos del desarrollo económico del país.

Ante esta problemática es necesario que los tres nive-
les de gobierno realicen campañas informativas de
sensibilización y visibilización de la existencia, histo-
ria, tradiciones y cultura de los afromexicanos, para
que se asuman como tales, se facilite su autoadscrip-
ción y que el resto de la población los reconozca y res-
pete.

Esta iniciativa nos da la posibilidad de que el Estado
mexicano solvente la deuda histórica que tiene hacia la
población afromexicana del país que se concentra en
su mayoría en los estados de Guerrero, Oaxaca, Vera-
cruz, Puebla, Yucatán, Chiapas, Tabasco, Michoacán,
Guanajuato, Nayarit, Coahuila y Ciudad de México,
aunque los hay en toda la república.

Tenemos que responder a la esperanza y demandas de
justicia de la población afromexicana y a los compro-
misos internacionales contraídos por nuestro país en la
lucha contra la discriminación y el racismo.

Por todo lo anteriormente expuesto, someto a la consi-
deración de esta soberanía el siguiente:

Proyecto de decreto por el que se reforman los ar-
tículos 2o., 27, 28 y 115 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo Primero. Se reforma el artículo 2o., párrafos
segundo a quinto, fracciones VII y VIII, párrafos pri-
mero y segundo, apartado B, párrafos primero y se-
gundo, fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII, VIII, y IX,
párrafos primero y segundo; 27, fracción VII, párrafo
segundo; 28, párrafo decimoctavo, 115, fracción III,
inciso i), párrafo tercero, todos, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar
como sigue:

Artículo 2o. La nación mexicana es única e indivisi-
ble.

La nación tiene una composición pluricultural susten-
tada originalmente en sus pueblos indígenas que son
aquellos que descienden de poblaciones que habitaban
en el territorio actual del país al iniciarse la coloniza-
ción y que conservan sus propias instituciones socia-
les, económicas, culturales y políticas, o parte de
ellas, así como en los pueblos y comunidades afrome-
xicanas, que son aquellos cuyos ascendientes provie-
nen de poblaciones africanas, que fueron traídos de
manera forzada durante la conquista y mayormente en
la colonia para sustituir la mano de obra indígena, o
que arribaron a nuestro país como parte de movi-
mientos migratorios o como refugiados en épocas
posteriores, que se reconocen a sí mismas como ta-
les, y que comparten rasgos culturales y sociopolí-
ticos con otros pueblos afrodescendientes.
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La conciencia de su identidad deberá ser criterio fun-
damental para determinar a quiénes se aplican las dis-
posiciones sobre pueblos indígenas y afromexicanos.

Son comunidades integrantes de un pueblo indígena o
afromexicanas aquellas que formen una unidad so-
cial, económica y cultural asentadas en un territorio.

El derecho de los pueblos indígenas y afromexicanos
a la libre determinación se ejercerá en un marco cons-
titucional de autonomía que asegure la unidad nacio-
nal. El reconocimiento de los pueblos y comunidades
indígenas y afromexicanas se hará en las constitucio-
nes y leyes de las entidades federativas, las que debe-
rán tomar en cuenta, además de los principios genera-
les establecidos en los párrafos anteriores de este
artículo, criterios etnolingüísticos y de asentamiento
físico.

A. Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho
de los pueblos y las comunidades indígenas y afrome-
xicanas a la libre determinación y, en consecuencia, a
la autonomía para:

I. a VI.

VII. Elegir, en los municipios con población indí-
gena y afromexicana, representantes ante los ayun-
tamientos.

...

VIII. Acceder plenamente a la jurisdicción del Es-
tado. Para garantizar ese derecho, en todos los jui-
cios y procedimientos en que sean parte, individual
o colectivamente, se deberán tomar en cuenta sus
costumbres y especificidades culturales respetando
los preceptos de esta Constitución. Los indígenas y
afromexicanos tienen en todo tiempo el derecho a
ser asistidos por intérpretes y defensores que tengan
conocimiento de su lengua y cultura.

Las constituciones y leyes de las entidades federati-
vas establecerán las características de libre determi-
nación y autonomía que mejor expresen las situa-
ciones y aspiraciones de los pueblos indígenas y
afromexicanos en cada entidad, así como las nor-
mas para el reconocimiento de las comunidades in-
dígenas y afromexicanos como entidades de inte-
rés público.

B. La federación, los estados y los municipios, para
promover la igualdad de oportunidades de los indíge-
nas y afromexicanos y eliminar cualquier práctica dis-
criminatoria, establecerán las instituciones y determi-
narán las políticas necesarias para garantizar la
vigencia de los derechos de los indígenas y afromexi-
canos y el desarrollo integral de sus pueblos y comu-
nidades, las cuales deberán ser diseñadas y operadas
conjuntamente con ellos.

Para abatir las carencias y rezagos que afectan a los
pueblos y comunidades indígenas y afromexicanos,
dichas autoridades, tienen la obligación de:

I. Impulsar el desarrollo regional de las zonas indí-
genas y afromexicanos con el propósito de fortale-
cer las economías locales y mejorar las condiciones
de vida de sus pueblos, mediante acciones coordi-
nadas entre los tres órdenes de gobierno, con la par-
ticipación de las comunidades. Las autoridades mu-
nicipales determinarán equitativamente las
asignaciones presupuestales que las comunidades
administrarán directamente para fines específicos.

II. Garantizar e incrementar los niveles de escolari-
dad, favoreciendo la educación bilingüe e intercul-
tural, la alfabetización, la conclusión de la educa-
ción básica, la capacitación productiva y la
educación media superior y superior. Establecer un
sistema de becas para los estudiantes indígenas y
afromexicanos en todos los niveles. Definir y des-
arrollar programas educativos de contenido regio-
nal que reconozcan la herencia cultural de sus pue-
blos, de acuerdo con las leyes de la materia y en
consulta con las comunidades indígenas y afrome-
xicanas. Impulsar el respeto y conocimiento de las
diversas culturas existentes en la nación.

III. Asegurar el acceso efectivo a los servicios de
salud mediante la ampliación de la cobertura del
sistema nacional, aprovechando debidamente la
medicina tradicional, así como apoyar la nutrición
de los indígenas y afromexicanos mediante progra-
mas de alimentación, en especial para la población
infantil.

IV. Mejorar las condiciones de las comunidades in-
dígenas y afromexicanas y de sus espacios para la
convivencia y recreación, mediante acciones que
faciliten el acceso al financiamiento público y pri-
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vado para la construcción y mejoramiento de vi-
vienda, así como ampliar la cobertura de los servi-
cios sociales básicos.

V. Propiciar la incorporación de las mujeres indíge-
nas y afromexicanas al desarrollo, mediante el
apoyo a los proyectos productivos, la protección de
su salud, el otorgamiento de estímulos para favore-
cer su educación y su participación en la toma de
decisiones relacionadas con la vida comunitaria.

VI. Extender la red de comunicaciones que permita
la integración de las comunidades, mediante la
construcción y ampliación de vías de comunicación
y telecomunicación. Establecer condiciones para
que los pueblos y las comunidades indígenas y
afromexicanas puedan adquirir, operar y adminis-
trar medios de comunicación, en los términos que
las leyes de la materia determinen.

VII. Apoyar las actividades productivas y el desa-
rrollo sustentable de las comunidades indígenas y
afromexicanas mediante acciones que permitan al-
canzar la suficiencia de sus ingresos económicos, la
aplicación de estímulos para las inversiones públi-
cas y privadas que propicien la creación de emple-
os, la incorporación de tecnologías para incremen-
tar su propia capacidad productiva, así como para
asegurar el acceso equitativo a los sistemas de abas-
to y comercialización.

VIII. Establecer políticas sociales para proteger a
los migrantes de los pueblos indígenas y afromexi-
canos, tanto en el territorio nacional como en el ex-
tranjero, mediante acciones para garantizar los de-
rechos laborales de los jornaleros agrícolas; mejorar
las condiciones de salud de las mujeres; apoyar con
programas especiales de educación y nutrición a ni-
ños y jóvenes de familias migrantes; velar por el
respeto de sus derechos humanos y promover la di-
fusión de sus culturas.

IX. Consultar a los pueblos indígenas y afromexi-
canos en la elaboración del Plan Nacional de Desa-
rrollo y de los estatales y municipales y, en su caso,
incorporar las recomendaciones y propuestas que
realicen.

...

Sin perjuicio de los derechos aquí establecidos a fa-
vor de los indígenas y afromexicanos, sus comuni-
dades y pueblos, toda comunidad equiparable a
aquéllos tendrá en lo conducente los mismos dere-
chos tal y como lo establezca la ley.

Artículos 3 al 26…

Artículo 27. ...

...

...

...

...

...

...

...

La capacidad para adquirir el dominio de las tierras y
aguas de la nación, se regirá por las siguientes pres-
cripciones:

I. a VI. ...

VII. Se reconoce la personalidad jurídica de los nú-
cleos de población ejidales y comunales y se prote-
ge su propiedad sobre la tierra, tanto para el asenta-
miento humano como para actividades productivas.

La ley protegerá la integridad de las tierras tanto de
los grupos indígenas como las de los afromexica-
nos.

...

...

...

...

VIII. a XX...

…
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Artículo 28. ...

...

...

...

...

...

...

...

...

...

...

...

...

...

..

Corresponde al Instituto, el otorgamiento, la revoca-
ción, así como la autorización de cesiones o cambios
de control accionario, titularidad u operación de socie-
dades relacionadas con concesiones en materia de ra-
diodifusión y telecomunicaciones. El Instituto notifi-
cará al secretario del ramo previo a su determinación,
quien podrá emitir una opinión técnica. Las concesio-
nes podrán ser para uso comercial, público, privado y
social que incluyen las comunitarias, las indígenas y
las afromexicanas, las que se sujetarán, de acuerdo
con sus fines, a los principios establecidos en los artí-
culos 2o., 3o., 6o. y 7o. de esta Constitución. El Insti-
tuto fijará el monto de las contraprestaciones por el
otorgamiento de las concesiones, así como por la au-
torización de servicios vinculados a éstas, previa opi-
nión de la autoridad hacendaria. Las opiniones a que
se refiere este párrafo no serán vinculantes y deberán
emitirse en un plazo no mayor de treinta días; transcu-
rrido dicho plazo sin que se emitan las opiniones, el
Instituto continuará los trámites correspondientes.

…

…

…

I al XII…

…

…

…

I a la VIII…

…

…

…

…

…

…

…

…

Artículos 29 al 114…

Artículo 115. ...

I a la II…

III…

a) a h)…

i)…

...

...

Las comunidades indígenas y las afromexica-
nas, dentro del ámbito municipal, podrán coor-
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dinarse y asociarse en los términos y para los
efectos que prevenga la ley.

IV a la X…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Congreso de la Unión contará con 180 dí-
as naturales, a la entrada en vigor del presente Decre-
to, para adecuar los ordenamientos jurídicos corres-
pondientes.

Tercero. Las legislaturas de las entidades federativas,
en el ámbito de sus competencias, contarán con 180
días naturales, a la entrada en vigor del presente De-
creto, para adecuar tanto sus constituciones, como los
ordenamientos jurídicos correspondientes.

Notas

1 Martínez Montiel, Luz María, Afroamérica I. La ruta del esclavo

, México, Colección La pluralidad cultural en México, número 13,

PUMC-UNAM, 2006, p.25.

2 Bernal, Beatriz, “Esclavitud”, Diccionario jurídico mexicano,

México, IIJ-UNAM, 2007, p. 1302. 

3 Aguirre Beltrán, Gonzalo, La población negra de México, Méxi-

co, SRA, CEHAM, 1981. 

4 Respuesta de una docente de una universidad en Ciudad de Mé-

xico, en Espinosa, E.L. (2014). Viaje por la Invisibilidad de los

Afromexicanos. Centro de Estudios Sociales y de Opinión Pública.

México p. 33

5 http://www.animalpolitico.com/blogueros-codices-ge-

ek/2014/04/11/y-los-negros-que/Cons. 29/03/2017/5:04 P.M

6 Editorial Tierra Firme, 1946, Autor Gonzalo Aguirre Beltrán

7 Texto de Israel Reyes Larrea, coordinador de la Alianza para el

Fortalecimiento de las Regiones Indígenas y Comunidades Afro-

mexicanas, AC. (Africa).

8 Profesora investigadora del Centro de Investigaciones y Estudios

Superiores en Antropología Social en www.elimparcialoaxaca.mx 

9 http://www.animalpolitico.com/blogueros-codices-ge-

ek/2014/04/11/y-los-negros-que/04/abr/2017 12:46 P.M. 

10 http://www.animalpolitico.com/blogueros-codices-ge-

ek/2014/04/11/y-los-negros-que/04/abr/2017 12:49 P.M. 

11 http://www.beta.inegi.org.mx/proyectos/enchogares/especia-

les/intercensal/

12 http://sitl.diputados.gob.mx/LXIII_leg/integrantes_de_comi-

sionlxiii.php?comt=10

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de abril de 2018.

Diputada Laura Beatriz Esquivel Valdés (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 21 DE LA CONSTITUCIÓN PO-
LÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CARGO

DEL DIPUTADO RAMÓN VILLAGÓMEZ GUERRERO, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

El suscrito, Ramón Villagómez Guerrero, diputado fe-
deral integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional de la LXIII Legislatura
del honorable Congreso de la Unión, con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral 1, fracción
II; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, presenta a consideración de esta sobera-
nía la presente iniciativa con proyecto de decreto por
el que se reforma el artículo 21 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, en razón de la
siguiente:

Exposición de Motivos

El párrafo tercero del artículo 5o. de nuestra Constitu-
ción establece que nadie podrá ser obligado a realizar
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trabajos sin la justa retribución y sin su consentimien-
to, a excepción de la pena impuesta por un órgano ju-
risdiccional, en razón con las fracciones I y II del artí-
culo 123; para entender mejor el desarrollo de esta
exposición de motivos, transcribiré lo establecido en
el mencionado artículo 5o. de nuestra Carta Magna:

Artículo 5o. A ninguna persona podrá impedirse
que se dedique a la profesión, industria, comercio o
trabajo que le acomode, siendo lícitos. El ejercicio
de esta libertad sólo podrá vedarse por determina-
ción judicial, cuando se ataquen los derechos de
tercero, o por resolución gubernativa, dictada en
los términos que marque la ley, cuando se ofendan
los derechos de la sociedad. Nadie puede ser priva-
do del producto de su trabajo, sino por resolución
judicial.

La ley determinará en cada entidad federativa, cuá-
les son las profesiones que necesitan título para su
ejercicio, las condiciones que deban llenarse para
obtenerlo y las autoridades que han de expedirlo.

Nadie podrá ser obligado a prestar trabajos perso-

nales sin la justa retribución y sin su pleno con-

sentimiento, salvo el trabajo impuesto como pena

por la autoridad judicial, el cual se ajustará a lo

dispuesto en las fracciones I y II del artículo 123.

En cuanto a los servicios públicos, sólo podrán ser
obligatorios en los términos que establezcan las le-
yes respectivas, el de las armas y los jurados, así
como el desempeño de los cargos concejiles y los de
elección popular, directa o indirecta. Las funciones
electorales y censales tendrán carácter obligatorio
y gratuito, pero serán retribuidas aquéllas que se
realicen profesionalmente en los términos de esta
Constitución y las leyes correspondientes. Los ser-
vicios profesionales de índole social serán obliga-
torios y retribuidos en los términos de la ley y con
las excepciones que ésta señale.

El Estado no puede permitir que se lleve a efecto
ningún contrato, pacto o convenio que tenga por
objeto el menoscabo, la pérdida o el irrevocable sa-
crificio de la libertad de la persona por cualquier
causa.

Tampoco puede admitirse convenio en que la per-
sona pacte su proscripción o destierro, o en que re-

nuncie temporal o permanentemente a ejercer de-
terminada profesión, industria o comercio.

El contrato de trabajo sólo obligará a prestar el
servicio convenido por el tiempo que fije la ley, sin
poder exceder de un año en perjuicio del trabaja-
dor, y no podrá extenderse, en ningún caso, a la re-
nuncia, pérdida o menoscabo de cualquiera de los
derechos políticos o civiles.

La falta de cumplimiento de dicho contrato, por lo
que respecta al trabajador, sólo obligará a éste a la
correspondiente responsabilidad civil, sin que en
ningún caso pueda hacerse coacción sobre su per-
sona. (Subrayado propio)

Claramente se observa lo enunciado al inicio de es-
ta exposición, no obstante para poder seguir con la
misma es necesario referirnos al artículo 123, mis-
mo que me permitiré transcribir:

Artículo 123. Toda persona tiene derecho al traba-
jo digno y socialmente útil; al efecto, se promove-
rán la creación de empleos y la organización social
de trabajo, conforme a la ley.

El Congreso de la Unión, sin contravenir a las ba-
ses siguientes, deberá expedir leyes sobre el traba-
jo, las cuales regirán:

A. Entre los obreros, jornaleros, empleados domés-
ticos, artesanos y de una manera general, todo con-
trato de trabajo:

I. La duración de la jornada máxima será de ocho

horas.

II. La jornada máxima de trabajo nocturno será

de 7 horas. Quedan prohibidas: las labores insa-

lubres o peligrosas, el trabajo nocturno industrial

y todo otro trabajo después de las diez de la noche,

de los menores de dieciséis años; (Subrayado pro-
pio)

Lo anterior en relación a las condiciones de trabajo
que deben ser garantizadas a cualquier individuo,
ya sea el trabajo por voluntad propia o como pena
mandatada por un órgano jurisdiccional, no obstan-
te en el artículo 21 del mismo ordenamiento jurídi-
co se establece el trabajo en favor de la comunidad
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derivado de situaciones administrativas, para clari-
ficar, me permitiré transcribir el contenido de dicha
porción normativa:

Artículo 21. La investigación de los delitos corres-
ponde al Ministerio Público y a las policías, las
cuales actuarán bajo la conducción y mando de
aquél en el ejercicio de esta función.

…

…

Compete a la autoridad administrativa la aplicación
de sanciones por las infracciones de los reglamen-
tos gubernativos y de policía, las que únicamente
consistirán en multa, arresto hasta por treinta y seis
horas o en trabajo a favor de la comunidad; pero
si el infractor no pagare la multa que se le hubiese
impuesto, se permutará esta por el arresto corres-
pondiente, que no excederá en ningún caso de trein-
ta y seis horas.

… (Subrayado propio)

De lo anterior advertimos que se genera en el artículo
21 de nuestra Carta Magna al hacer referencia al tra-
bajo a favor de la comunidad, una controversia ya que
en nuestras normas, el “trabajo” es toda actividad hu-
mana, intelectual o material de forma subordinada a
cambio del pago de un salario, el cual tiene que ser
proporcional al trabajo realizado. Por el contrario po-
demos encontrar que el “trabajo en favor de la comu-
nidad” viene descrito en el Título III, artículo 27, pá-
rrafo tercero, del Código Penal Federal, como “la
prestación de servicios no remunerados en institucio-
nes públicas educativas o de asistencia social o en ins-
tituciones privadas asistenciales”, y se menciona como
un método alternativo o sustitutivo de las penas priva-
tivas de libertad y multas; como forma de reparación
del daño y la reinserción del imputado hacia la socie-
dad.

Cabe señalar que hace referencia al “trabajo”, como
una prestación de servicios no remunerados; no obs-
tante, como ya se mencionó, en nuestra Carta Magna
en el artículo 123, el cual habla sobre el trabajo, nos
dice que “para trabajo igual debe corresponder salario
igual” y en el referido artículo 5o. de la misma Ley Su-
prema, cita que “Nadie podrá ser obligado a prestar

trabajos personales sin la justa retribución y sin su ple-
no consentimiento,…” y, que “nadie puede ser priva-
do del producto de su trabajo, sino es por una pena
mandatada por un órgano jurisdiccional”.

Por lo anterior y de acuerdo a la interpretación del ter-
cer párrafo del artículo 14 constitucional, que prevé
como garantía la exacta aplicación de la ley en mate-
ria penal, no se circunscribe a los meros actos de apli-
cación, sino que abarca también a la propia ley que se
aplica, la que debe estar redactada de tal forma, que los
términos mediante los cuales especifique los elemen-
tos respectivos sean claros, precisos y exactos. La au-
toridad legislativa no puede sustraerse al deber de con-
signar en las leyes penales que expida, expresiones y
conceptos claros, precisos y exactos, al prever las pe-
nas y describir las conductas que señalen como típicas,
incluyendo todos sus elementos, características, condi-
ciones, términos y plazos, cuando ello sea necesario
para evitar confusiones en su aplicación.

De manera que considero conveniente reformar la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos en su artículo 21 para que ya no exista la confu-
sión de que sí las autoridades administrativas pueden
sancionar con trabajo en favor de la comunidad, por lo
que se sugiere el nombre de actividades de apoyo a la
comunidad, basándonos en el siguiente pronuncia-
miento de la Corte:

Tesis: P./J. 107/2007

Tomo XXVI, Diciembre de 2007

Novena Época

Pag. 976

Cultura Cívica del Distrito Federal. El artículo

9o., fracción XVI, en relación con los diversos 33

al 38 de la ley relativa, publicada en la gaceta ofi-

cial de la entidad el 31 de mayo de 2004, que pre-

vén la realización de actividades de apoyo a la co-

munidad, no violan la garantía de libertad de

trabajo.

En términos de los mencionados preceptos, las ac-
tividades de apoyo a la comunidad que prestan los
infractores de la Ley de Cultura Cívica del Distri-
to Federal como alternativa para no pagar una
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multa o sufrir un arresto de hasta treinta y seis ho-
ras, consisten en la prestación de servicios volun-
tarios y honoríficos de orientación, limpieza, con-
servación, restauración u ornato, en lugares
localizados en la circunscripción territorial en que
se hubiere cometido la infracción; de ahí que no
deben considerarse como trabajo sin justa retribu-
ción, ya que son una opción para el infractor,
quien con pleno consentimiento elige su realiza-
ción como una manera de conmutar la sanción de
multa o arresto por la comisión de infracciones ad-
ministrativas y, por tanto, deben entenderse como
una prerrogativa para los infractores y no como
una imposición, en tanto que dichas actividades no
pueden equipararse a un servicio público que deba
ser retribuido, lo cual denota el respeto a la volun-
tad de quien comete la conducta indebida; máxime
que el propio ordenamiento deja a su elección rea-
lizar dichas actividades u optar por el pago de la
multa o cumplir el arresto por el tiempo determi-
nado. Además, las actividades de apoyo a la comu-
nidad no impiden al infractor desempeñar su tra-
bajo cotidiano y recibir a cambio una
remuneración. En ese sentido, se concluye que el
artículo 9o., fracción XVI, en relación con los di-
versos 33 al 38 de la Ley mencionada, que prevén
la realización de actividades de apoyo a la comu-
nidad, no violan la garantía de libertad de trabajo
contenida en el artículo 5o. de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos; sin que
sea válido afirmar que sólo procede la imposición
de trabajos personales sin retribución y sin con-
sentimiento como imposición de una pena por au-
toridad judicial, porque si bien el juez cívico tiene
el carácter de autoridad administrativa, no se está
privando al infractor del producto de su trabajo
pues, por un lado, se trata de una alternativa soli-
citada por él y, por otro, la propia ley dispone que
en ningún caso podrán realizarse dichas activida-
des dentro de su jornada laboral.

Acción de inconstitucionalidad 21/2004. Diputados
integrantes de la Tercera Legislatura de la Asam-
blea Legislativa del Distrito Federal. 26 de abril de
2007. Mayoría de ocho votos. Ausente: José de Je-
sús Gudiño Pelayo. Disidentes: José Ramón Cossío
Díaz y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente:
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Clau-
dia Mendoza Polanco.

El Tribunal pleno, el quince de octubre en curso,
aprobó, con el número 107/2007, la tesis jurispru-
dencial que antecede. México, Distrito Federal, a 

Lo anterior en razón de que al ser nombradas activida-
des de apoyo a la comunidad dejan de ser considera-
das un trabajo sin justa retribución, tal y como lo dice
el criterio de la corte consisten en la prestación de ser-
vicios voluntarios y honoríficos de orientación, lim-
pieza, conservación, restauración u ornato, en lugares
localizados en la circunscripción territorial en que se
hubiere cometido la infracción; de ahí que no deben
considerarse como trabajo sin justa retribución, ya
que son una opción para el infractor, quien con pleno
consentimiento elige su realización como una manera
de conmutar la sanción de multa o arresto por la co-
misión de infracciones administrativas.

En razón de lo hasta aquí planteado propongo refor-
mar el artículo 21 de la Constitución para establecer en
lugar de trabajo en favor de la comunidad, actividades
de apoyo a la comunidad.

Realizando dicha reforma también se está atendiendo
los tratados internacionales de los que México es par-
te y se protege a los ciudadanos sus derechos huma-
nos.

Para ejemplificar mejor la propuesta, a continuación,
se presenta el siguiente cuadro comparativo con las
modificaciones propuestas:

Por lo antes expuesto, se somete a su consideración la
presente iniciativa con proyecto de:
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Decreto

Artículo Único. Se reforma el párrafo cuarto del artí-
culo 21 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 21. La investigación de los delitos corres-
ponde al Ministerio Público y a las policías, las cuales
actuarán bajo la conducción y mando de aquél en el
ejercicio de esta función.

…

…

Compete a la autoridad administrativa la aplicación de
sanciones por las infracciones de los reglamentos gu-
bernativos y de policía, las que únicamente consistirán
en multa, arresto hasta por treinta y seis horas o en ac-
tividades de apoyo a la comunidad; pero si el infrac-
tor no pagare la multa que se le hubiese impuesto, se
permutará ésta por el arresto correspondiente, que no
excederá en ningún caso de treinta y seis horas.

…

…

…

…

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de abril de 2018.

Diputado Ramón Villagómez Guerrero (rúbrica) 

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 147 BIS AL REGLAMENTO DE

LA CÁMARA DE DIPUTADOS, A CARGO DEL DIPUTADO RA-
MÓN VILLAGÓMEZ GUERRERO, DEL GRUPO PARLAMEN-
TARIO DEL PRI

El suscrito, Ramón Villagómez Guerrero, diputado fe-
deral integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional de la LXIII Legislatura
del honorable Congreso de la Unión, con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral 1, fracción
II; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la cámara de
diputados, presenta a consideración de esta soberanía
la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se adiciona un artículo 147 Bis al Reglamento de
la Cámara de Diputados, conforme a la siguiente: 

Exposición de Motivos

Al hablar de transparencia no estamos hablando de
una moda o de una tendencia, sino de un derecho hu-
mano que brinda seguridad y protección a los gober-
nados, una situación que es por demás necesaria, ya
que ellos requieren estar informados de cómo se ad-
ministra el gobierno.

Con la entrada en vigor de la Ley Federal de Transpa-
rencia se provee lo necesario en el ámbito federal, pa-
ra garantizar el derecho de acceso a la información pú-
blica en posesión de cualquier autoridad, entidad,
órgano y organismo de los poderes Legislativo, Ejecu-
tivo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos,
fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier
persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza
recursos públicos federales o realice actos de autori-
dad, en los términos previstos por la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, atendiendo el
derecho de los gobernados de estar enterados en todo
momento sobre cómo se administra el mismo.

Una situación que se establece en dicha Ley, en espe-
cífico en el artículo 64 de la misma, es la determina-
ción de que los sujetos obligados cuenten con unida-
des de transparencia y con un Comité de
Transparencia, para ello me permito reproducir tex-
tualmente dicha porción normativa:

Artículo 64. En cada sujeto obligado se integrará
un Comité de Transparencia colegiado e integrado
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por un número impar, designado por el titular u ór-
gano colegiado supremo, según se trate.

El Comité de Transparencia adoptará sus resolu-
ciones por mayoría de votos. En caso de empate, el
presidente tendrá voto de calidad. A sus sesiones
podrán asistir como invitados aquellos que sus in-
tegrantes consideren necesarios, quienes tendrán
voz pero no voto.

Los integrantes del Comité de Transparencia no po-
drán depender jerárquicamente entre sí, tampoco
podrán reunirse dos o más de estos integrantes en
una sola persona. Cuando se presente el caso, el ti-
tular del sujeto obligado tendrá que nombrar a la
persona que supla al subordinado. Los miembros
propietarios de los Comités de Transparencia con-
tarán con los suplentes designados de conformidad
con la normatividad interna de los respectivos suje-
tos obligados, y deberán corresponder a personas
que ocupen cargos de la jerarquía inmediata infe-
rior a la de dichos propietarios.

En el caso de la Administración Pública Federal,
los Comités de las dependencias y entidades se in-
tegrarán de la siguiente forma:

I. El responsable del área coordinadora de archivos
o equivalente;

II. El titular de la Unidad de Transparencia, y

III El titular del Órgano Interno de Control de ca-
da dependencia o entidad.

Los integrantes del Comité de Transparencia ten-
drán acceso a la información para determinar su
clasificación, conforme a la normatividad previa-
mente establecida por los sujetos obligados para el
resguardo o salvaguarda de la información.

El Centro de Investigación y Seguridad Nacional;
el Centro Nacional de Planeación, Análisis e Infor-
mación para el Combate a la Delincuencia; el Cen-
tro Federal de Protección a Personas; las Divisio-
nes de Inteligencia e Investigación de la Policía
Federal; la Subprocuraduría Especializada en In-
vestigación de Delincuencia Organizada; la Uni-
dad de Inteligencia Financiera; el Estado Mayor
Presidencial, el Estado Mayor de la Defensa Na-

cional, el Estado Mayor General de la Armada, la
Autoridad Investigadora de la Comisión Federal de
Competencia Económica y la del Instituto Federal
de Telecomunicaciones o bien, las unidades admi-
nistrativas que los sustituyan, no estarán sujetos a
la autoridad de los Comités de Transparencia a que
se refiere el presente artículo, siendo sus funciones
responsabilidad exclusiva del titular de la propia
entidad o unidad administrativa.

La clasificación, desclasificación y acceso a la in-
formación que generen o custodien las instancias
de inteligencia e investigación deberá apegarse a
los términos previstos en la Ley General, esta Ley y
a los protocolos de seguridad y resguardo estable-
cidos para ello.

Como se puede ver, en dicho artículo se determina la
obligación de que cada sujeto obligado cuente con un
Comité de Transparencia e incluso especifica como ha-
brá de conformarse y sus facultades que se ven refleja-
das en el artículo 65, que a continuación transcribo:

Artículo 65. Los Comités de Transparencia tendrán
las facultades y atribuciones siguientes:

I. Instituir, coordinar y supervisar, en términos de
las disposiciones aplicables, las acciones y los pro-
cedimientos para asegurar la mayor eficacia en la
gestión de las solicitudes en materia de acceso a la
información;

II. Confirmar, modificar o revocar las determina-
ciones que en materia de ampliación del plazo de
respuesta, clasificación de la información y decla-
ración de inexistencia o de incompetencia realicen
los titulares de las Áreas de los sujetos obligados;

III. Ordenar, en su caso, a las áreas competentes
que generen la información que derivado de sus fa-
cultades, competencias y funciones deban tener en
posesión o que previa acreditación de la imposibi-
lidad de su generación, exponga, de forma fundada
y motivada, las razones por las cuales, en el caso
particular, no ejercieron dichas facultades, compe-
tencias o funciones;

IV. Establecer políticas para facilitar la obtención
de información y el ejercicio del derecho de acceso
a la información;
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V. Promover la capacitación y actualización de los
Servidores Públicos adscritos a la Unidad de
Transparencia;

VI. A través de las Unidades de Transparencia, es-
tablecer programas de capacitación en materia de
transparencia, acceso a la información, accesibili-
dad y protección de datos personales, para todos
los Servidores Públicos o integrantes del sujeto
obligado;

VII. Recabar y enviar al Instituto, de conformidad
con los lineamientos que expida, los datos necesa-
rios para la elaboración del informe anual;

VIII. Autorizar la ampliación del plazo de reserva
de la información, a que se refiere el artículo 99 de
esta Ley, y

IX. Las demás que les confieran la presente Ley, la
Ley General y las demás disposiciones aplicables.

Como se puede ver el trabajo del Comité de Transpa-
rencia es bastante y más en este órgano legislativo en
el que como representantes de la sociedad es nuestra
obligación tener bien informados a los ciudadanos, no
obstante ello, por ejemplo en esta LXIII Legislatura
dicho Comité no se instaló.

En razón de lo anterior no refiero que la Cámara sea
omisa ante dicha situación ya que cuenta con un órga-
no rector, que resuelve dichas situaciones, no obstante
la Junta de Coordinación Política es la que hace la fun-
ción de este órgano, de acuerdo con el Reglamento de
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Pro-
tección de Datos Personales de la Cámara de Diputa-
dos, de acuerdo con sus últimas reformas del año
2012.

No obstante lo anterior sería más viable que las fun-
ciones de transparencia fueran realizadas por un órga-
no ad hoc que se encargue de realizar todas las activi-
dades inherentes en materia de transparencia en esta
Cámara de Diputados con el objetivo de atender las
demandas de la sociedad en la materia.

Algunas de las ventajas al contar con un Comité de
Transparencia serían: independiente de la Jucopo, po-
dría sesionar al menos dos veces al mes o cuando las
situaciones así se requieran sin tener que juntar a todos

los miembros de la Junta de Coordinación Política, es-
ta situación facilitaría bastante los trabajos.

A manera de ejemplo mencionaré: en una solicitud de
declaración de inexistencia solicitada por el INAI, un
día después de que haya sesionado el órgano rector, se
tendría que esperar hasta la próxima fecha en que se
reúna la Jucopo, que hace la función de órgano rector
para que se pudiera obtener dicha confirmación. Por el
contrario, al contar con un Comité de Transparencia,
éste podría resolver en un menor tiempo.

En este sentido es que propongo establecer en el Re-
glamento de la Cámara de Diputados la determinación
de que cada inicio de legislatura se instale el Comité
de Transparencia, lo que traería de beneficio, más se-
guridad para los ciudadanos solicitantes de informa-
ción y la agilidad que tendrían lo órganos de apoyo le-
gislativo de la Cámara de Diputados, para consultar o
solicitar algún trámite ante el Comité de Transparen-
cia. Esto abonaría directamente en la protección del
derecho humano de acceso a la información.

Para ejemplificar mejor la propuesta, a continuación,
se presenta el siguiente cuadro comparativo con las
modificaciones propuestas:

Por lo antes expuesto, se somete a su consideración la
presente iniciativa con proyecto de:

Decreto

Artículo Único. Se adiciona un artículo 147 Bis al
Reglamento de la Cámara de Diputados, para quedar
como sigue:

Artículo 147 Bis. Comité de Transparencia es el ór-
gano colegiado que tiene las facultades establecidas
en el artículo 65 de la Ley Federal de Transparen-
cia.

Dicho Comité deberá instalarse al inicio de cada
legislatura, dentro de los quince días hábiles poste-
riores a la aprobación del acuerdo que lo conforma.
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Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de abril de 2018.

Diputado Ramón Villagómez Guerrero (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 5O. DE LA CONSTITUCIÓN

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CAR-
GO DEL DIPUTADO RAMÓN VILLAGÓMEZ GUERRERO, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

El suscrito, Ramón Villagómez Guerrero, diputado fe-
deral integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional de la LXIII Legislatura
del honorable Congreso de la Unión, con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; y 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral 1, fracción
II; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la cámara de
diputados, presenta a consideración de esta soberanía
la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforma el artículo 5 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, bajo la siguiente

Exposición de Motivos

El párrafo tercero del artículo 5 de nuestra Constitu-
ción establece que nadie podrá ser obligado a realizar
trabajos sin la justa retribución, y sin su consentimien-
to a excepción de la pena impuesta por un Órgano Ju-
risdiccional, en razón con las fracciones I y II del artí-
culo 123, para entender mejor el desarrollo de esta

exposición de motivos, transcribiré lo establecido en
el mencionado artículo 5 de nuestra Carta Magna:

Artículo 5o. A ninguna persona podrá impedirse
que se dedique a la profesión, industria, comercio o
trabajo que le acomode, siendo lícitos. El ejercicio
de esta libertad sólo podrá vedarse por determina-
ción judicial, cuando se ataquen los derechos de ter-
cero, o por resolución gubernativa, dictada en los
términos que marque la ley, cuando se ofendan los
derechos de la sociedad. Nadie puede ser privado
del producto de su trabajo, sino por resolución judi-
cial.

La ley determinará en cada entidad federativa, cuá-
les son las profesiones que necesitan título para su
ejercicio, las condiciones que deban llenarse para
obtenerlo y las autoridades que han de expedirlo.

Nadie podrá ser obligado a prestar trabajos per-
sonales sin la justa retribución y sin su pleno
consentimiento, salvo el trabajo impuesto como
pena por la autoridad judicial, el cual se ajusta-
rá a lo dispuesto en las fracciones I y II del artí-
culo 123.

En cuanto a los servicios públicos, sólo podrán ser
obligatorios, en los términos que establezcan las le-
yes respectivas, el de las armas y los jurados, así co-
mo el desempeño de los cargos concejiles y los de
elección popular, directa o indirecta. Las funciones
electorales y censales tendrán carácter obligatorio y
gratuito, pero serán retribuidas aquéllas que se rea-
licen profesionalmente en los términos de esta
Constitución y las leyes correspondientes. Los ser-
vicios profesionales de índole social serán obligato-
rios y retribuidos en los términos de la ley y con las
excepciones que ésta señale.

El Estado no puede permitir que se lleve a efecto
ningún contrato, pacto o convenio que tenga por ob-
jeto el menoscabo, la pérdida o el irrevocable sacri-
ficio de la libertad de la persona por cualquier cau-
sa.

Tampoco puede admitirse convenio en que la per-
sona pacte su proscripción o destierro, o en que re-
nuncie temporal o permanentemente a ejercer de-
terminada profesión, industria o comercio.
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El contrato de trabajo sólo obligará a prestar el ser-
vicio convenido por el tiempo que fije la ley, sin po-
der exceder de un año en perjuicio del trabajador, y
no podrá extenderse, en ningún caso, a la renuncia,
pérdida o menoscabo de cualquiera de los derechos
políticos o civiles.

La falta de cumplimiento de dicho contrato, por lo
que respecta al trabajador, sólo obligará a éste a la
correspondiente responsabilidad civil, sin que en
ningún caso pueda hacerse coacción sobre su per-
sona.

(Negritas propias)

Claramente se observa lo enunciado al inicio de esta
exposición, no obstante para poder seguir con la mis-
ma es necesario referirnos al artículo 123, mismo que
me permitiré transcribir:

Artículo 123. Toda persona tiene derecho al traba-
jo digno y socialmente útil; al efecto, se promove-
rán la creación de empleos y la organización social
de trabajo, conforme a la ley.

El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases
siguientes deberá expedir leyes sobre el trabajo, las
cuales regirán:

A. Entre los obreros, jornaleros, empleados domés-
ticos, artesanos y de una manera general, todo con-
trato de trabajo:

I. La duración de la jornada máxima será de
ocho horas.

II. La jornada máxima de trabajo nocturno será
de 7 horas. Quedan prohibidas: las labores insa-
lubres o peligrosas, el trabajo nocturno indus-
trial y todo otro trabajo después de las diez de la
noche, de los menores de dieciséis años;

(Subrayado propio)

Lo anterior en relación a las condiciones de trabajo
que deben ser garantizadas a cualquier individuo, ya
sea el trabajo por voluntad propia o como pena man-
datada por un órgano jurisdiccional.

No obstante lo anterior, bajo lo descrito y normado por
el ya referido artículo 5 de la Constitución, en el que
se menciona que el trabajo en favor de la Comunidad
sólo podrá realizarse como pena, en el vigente Código
Penal Federal se sigue considerado que éste puede ser
un sustantivo de la pena de prisión o de la multa. Para
entender mejor lo dicho transcribiré lo mencionado en
el artículo 27 del referido Código Penal Federal:

Artículo 27. El tratamiento en libertad de imputa-
bles consistente en la aplicación de las medidas la-
borales, educativas y curativas, en su caso, autori-
zadas por la ley y conducentes a la reinserción
social del sentenciado, bajo la orientación y cuida-
do de la autoridad ejecutora. Su duración no podrá
exceder de la correspondiente a la pena de prisión
sustituida.

La semilibertad implica alternación de periodos de
privación de la libertad y de tratamiento en libertad.
Se aplicará, según las circunstancias del caso, del si-
guiente modo: externación durante la semana de tra-
bajo o educativa, con reclusión de fin de semana, sa-
lida de fin de semana, con reclusión durante el resto
de ésta; o salida diurna, con reclusión nocturna. La
duración de la semilibertad no podrá exceder de la
correspondiente a la pena de prisión sustituida.

El trabajo en favor de la comunidad consiste en la
prestación de servicios no remunerados, en institu-
ciones públicas educativas o de asistencia social o
en instituciones privadas asistenciales. Este traba-
jo se llevará a cabo en jornadas dentro de períodos
distintos al horario de las labores que representen
la fuente de ingreso para la subsistencia del sujeto
y de su familia, sin que pueda exceder de la jorna-
da extraordinaria que determine la ley laboral y
bajo la orientación y vigilancia de la autoridad eje-
cutora.

El trabajo en favor de la comunidad puede ser
pena autónoma o sustitutivo de la prisión o de la
multa.

Cada día de prisión será sustituido por una jor-
nada de trabajo en favor de la comunidad.

La extensión de la jornada de trabajo será fijada por el
juez tomando en cuenta las circunstancias del caso.
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Por ningún concepto se desarrollará este trabajo en
forma que resulte degradante o humillante para el sen-
tenciado.

Como puede observarse, aunque la norma suprema es
clara en razón de mencionar que el trabajo en favor de
la comunidad es una pena decretada por un Órgano Ju-
risdiccional, en el Código Penal se considera como un
sustituto, situación que en la octava época iba en con-
tra de los derechos fundamentales:

Octava Época: Contradicción de tesis 21/89. Entre
las sustentadas por el Primero y Segundo Tribuna-
les Colegiados en Materia Penal del Primer Circui-
to. 13 de enero de 1992. Mayoría de cuatro votos.
NOTA: Tesis 1a./J.1/92, Gaceta número 54, página
11; véase ejecutoria en el Semanario Judicial de la
Federación, tomo IX-Junio, página 21.

Trabajo en favor de la comunidad, no es un be-
neficio el. La pena sustitutiva de jornadas de traba-
jo en favor de la comunidad, prevista en los artícu-
los 24, punto 2 y 27 del Código Penal para el
Distrito Federal en Materia de Fuero Común y para
toda la República en Materia de Fuero Federal, no
es un beneficio, sino una pena, de acuerdo con lo
establecido en el artículo 5o. constitucional, párrafo
tercero, que establece: “Nadie podrá ser obligado a
prestar trabajos personales sin la justa retribución y
sin su pleno consentimiento, salvo el trabajo im-
puesto como pena por la autoridad judicial, el cual
se ajustará a lo dispuesto en las fracciones I y II del
artículo 123”, en tal virtud, no procede dejar a elec-
ción del sentenciado se acoja a pagar la multa o que
se le sustituya por jornada de trabajo. Consecuente-
mente, viola garantías la sentencia de segunda ins-
tancia que otorga tal alternativa, máxime que en la
sentencia de primera instancia no se impuso la sus-
titutiva de multa por jornada de trabajo y no inter-
puso apelación el Ministerio Público para que se
aplicara.

No obstante dicha resolución dejo de tener efectos
en la Novena época con la siguiente resolución:

Tesis: I.9o.P. J/5
Tribunales Colegiados de Circuito
Pág. 1388
Novena Época

Trabajo en favor de la comunidad. Tiene un do-
ble carácter al ser contemplado como pena y co-
mo sustitutivo de las penas de prisión o multa,
tanto en el Código Penal Federal, como en el
nuevo Código Penal para el Distrito Federal.

De la interpretación de lo dispuesto en los artículos
24, punto 2 y 27 del Código Penal para el Distrito
Federal en Materia de Fuero Común y para toda la
República en Materia de Fuero Federal, se advierte
que la figura jurídica denominada “trabajo en favor
de la comunidad”, era considerada únicamente co-
mo una pena, criterio que fue modificado a partir de
la reforma publicada en el Diario Oficial de la Fe-
deración, el diez de enero de mil novecientos no-
venta y cuatro y plasmado en el párrafo cuarto del
numeral 27 de dicho ordenamiento legal, en donde
se estableció precisamente que el “trabajo en favor
de la comunidad” podía ser una pena autónoma o
sustitutivo de la prisión o multa, código sustantivo
que al ser modificado en su denominación por De-
creto de dos de septiembre de mil novecientos no-
venta y nueve, publicado en la Gaceta Oficial del
Distrito Federal y en el Diario Oficial de la Federa-
ción, respectivamente, el diecisiete y treinta de sep-
tiembre de mil novecientos noventa y nueve y que
entró en vigor el primero de octubre de ese mismo
año seguía contemplando a la mencionada figura
jurídica como pena autónoma y sustitutivo de la pri-
sión o multa, lo que incluso continúa previéndose
en el Código Penal Federal y en el Nuevo Código
Penal para el Distrito Federal, en este último en su
artículo 36, por lo que de una interpretación siste-
mática de los artículos 30, fracción IV, 36, 39 y 84,
fracción I, del Nuevo Código Penal para el Distrito
Federal, vigente a partir del trece de noviembre de
dos mil dos, se concluye que la figura jurídica de-
nominada “trabajo en favor de la comunidad”, tiene
un doble carácter al ser considerada como pena o
como sustitutivo de las penas de prisión o multa, en
ese sentido, el criterio establecido en la jurispru-
dencia 1a./J. 1/92 de la Primera Sala de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, publicada en la pá-
gina 11, del Número 54, junio de 1992, de la Gace-
ta del Semanario Judicial de la Federación, Octava
Época, bajo el rubro: “Trabajo en favor de la comu-
nidad, no es un beneficio el.” dejó de tener aplica-
ción, tanto en el código sustantivo federal, como en
el local a partir de la reforma de diez de enero de
mil novecientos noventa y cuatro, en virtud de que
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ambas legislaciones prevén a dicha figura como pe-
na o sustitutivo de las penas de prisión o multa.

Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal del
Primer Circuito.

Amparo directo 449/2005. 15 de marzo de 2005.
Unanimidad de votos. Ponente: Lilia Mónica López
Benítez. Secretaria: Lorena Lima Redondo.

Amparo directo 539/2005. 15 de marzo de 2005.
Unanimidad de votos. Ponente: Lilia Mónica López
Benítez. Secretario: Juan Pablo García Ledesma.

Amparo directo 399/2005. 15 de marzo de 2005.
Unanimidad de votos. Ponente: Humberto Manuel
Román Franco. Secretario: Gerardo Domínguez
Romo.

Amparo directo 739/2005. 15 de abril de 2005.
Unanimidad de votos. Ponente: Lilia Mónica López
Benítez. Secretario: Juan Pablo García Ledesma.

Amparo directo 679/2005. 15 de abril de 2005.
Unanimidad de votos. Ponente: Emma Meza Fon-
seca. Secretario: Gustavo Felipe González Córdo-
va.

Como puede observarse se han tomado criterios dife-
rentes en las distintas época para un mismo asunto, no
obstante nuestro derecho siempre debe de estar en
constante renovación para proteger a cualquier ciuda-
dano, por lo que para que esta jurisprudencia y este
nuevo criterio tenga carácter de Ley Vigente, propon-
go modificar el artículo 5 de nuestra Constitución Po-
lítica a efecto de que se especifique que el trabajo en
favor de la comunidad puede ser una pena o un susti-
tutivo y de esa manera legitimar lo establecido en los
Códigos penales que así lo establecen, para efectos de
entender mejor los cambios propuestos presento el si-
guiente cuadro comparativo:

Por lo antes expuesto, se somete a su consideración la
presente iniciativa con proyecto de:

Decreto

Artículo Único. Se reforma el párrafo tercero del ar-
tículo 5 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 5. …

…

Nadie podrá ser obligado a prestar trabajos personales
sin la justa retribución y sin su pleno consentimiento,
salvo el trabajo impuesto como pena o sustituto de las
penas de prisión o multa, por la autoridad judicial, el
cual se ajustará a lo dispuesto en las fracciones I y II
del artículo 123.

…

…

…
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…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de abril de 2018.

Diputado Ramón Villagómez Guerrero (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 36 DE LA LEY ORGÁNICA DE

LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA, A CAR-
GO DEL DIPUTADO RAMÓN VILLAGÓMEZ GUERRERO, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

El diputado suscrito, integrante del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional en la
LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción
II, y 73 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; numeral 1, fracción I del artículo 6; 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados; y 55,
fracción II, 56 y 62 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, somete a consideración de esta asamblea
la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforma el artículo 36 de la Ley Orgánica de la
Procuraduría General de la República, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

La reforma constitucional en materia de justicia penal
y seguridad pública aparecida en el Diario Oficial de

la Federación el 18 de junio de 2008 fue la propuesta
de cambio más importante en el sistema de justicia pe-
nal. La reforma implicó oportunidades, pues permite
que los abogados y peritos que sepan hacer frente a es-
tas exigencias desarrollen su práctica en un nuevo en-
torno que premia la capacidad, el conocimiento jurídi-
co, el compromiso ético en el desempeño de su
profesión.

Por esta razón, comprender las particularidades y dife-
rencias en la lógica de articulación de un tipo de siste-
ma y otro y la manera en que estas diferencias se re-
flejan en la práctica forense, es una exigencia
ineludible para quienes desean formarse como parte
integrante de este nuevo sistema, se ven obligados a
perfeccionar sus habilidades y destrezas a fin de inter-
actuar con éxito durante las audiencias orales del nue-
vo sistema de proceso penal acusatorio.

Sistema Inquisitorio

Este sistema tiene las siguientes características: todo
es escrito y secreto, burocrático y formalizado, sujeto
objeto de persecución penal, la función de investigar y
juzgar, siempre se abandona a la víctima y lo más pal-
pable y medible es la falta de confianza social lo que
ha dado lugar a la impunidad.

Sistema Acusatorio

Este sistema, a diferencia del anterior, tiene como ca-
racterísticas: la oralidad, desformalizado, sujeto titular
de garantías frente al poder público, separación de
funciones entre las instituciones, predominantemente
resarcitorio, presencia en todos los actos del juez quien
recibe y valora las pruebas, adversarial, garantista.

Los medios de prueba son un soporte material que
contenga información sobre algún hecho. Para la debi-
da valoración de la prueba pericial, considerando que
ya no es una prueba colegiada y que se ha eliminado la
figura del perito tercero en discordia, los miembros del
tribunal precisan de igual forma conocer el método,
elementos y términos utilizados en el dictamen. Ade-
más de permitir, si el perito está capacitado en su ejer-
cicio y a través de la palabra pretendiera convencer al
juzgador, al no existir la prueba pericial colegiada, de
qué otra forma podría confirmar lo dicho por el sus-
tentante, si no es con fundamento en los conocimien-
tos que sobre la materia en la que versa la pericial.
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La prueba pericial en el proceso penal

Necesidad: La prueba pericial es necesaria cuando se
requieren conocimientos científicos, técnicos, artísti-
cos o especializados para determinar un hecho dentro
del debate procesal, o auxiliar al juez a entender la evi-
dencia presentada. El apoyo al juzgador se centra ex-
clusivamente en la materia especializada, sin sustituir
sus facultades y competencias jurisdiccionales. La
prueba pericial consiste en la investigación de las
pruebas materiales y otros objetos que se obtienen du-
rante la investigación de una causa penal y se lleva a
cabo en la forma procesal que viene establecida en la
ley, a instancia del instructor, el fiscal o el tribunal y
que es ejecutado por aquellas personas que posean co-
nocimientos especiales en una rama de la ciencia, el
arte, la técnica o prácticos y como resultado final brin-
da conclusiones fundamentales a las preguntas que le
son formuladas, surgidas durante la fase de instrucción
o preparatoria o durante la fase del juicio oral.

En el peritaje podemos distinguir:

a) El sujeto que realiza la investigación: es un espe-
cialista competente.

b) El objeto que es investigado: son las huellas, ob-
jetos, sujetos o eventos obtenidos en las acciones
procesales y por el experto.

c) La investigación como proceso donde se utilizan
los conocimientos científico-técnicos, artísticos o
empíricos con el objetivo de obtener pruebas para la
causa penal.

d) La forma procesal que debe ser respetada duran-
te la realización de la investigación.

Los profesionales que participan deben contar con una
preparación especial, pues se requiere de la participa-
ción de peritos, lo cuales son considerados expertos en
una materia, ciencia o arte que contribuyen aportando
información especializada sobre su materia y que sir-
ve a los agentes del Ministerio Público, defensores,
jueces y magistrados para llegar a conclusiones sobre
el caso que se está investigando. Ser especialista en
una materia requiere no sólo una formación académi-
ca adecuada y profunda sino también de experiencia
práctica que le permita realizar el análisis más adecua-
do y pertinente del caso, con el debido fundamento

técnico científico que permita su comprobación de
acuerdo con la ciencia.

De lo anterior podemos observar que los peritos tam-
bién son parte medular del nuevo sistema de justicia
penal, es por eso que los mismos deberán estar siem-
pre a la vanguardia en cuanto a técnicas y métodos pa-
ra poder emitir sus informes periciales en el momento
que intervengan como expertos, para posteriormente
defenderlo ante el órgano jurisdiccional en las audien-
cias de juicio oral. Con independencia de, el recurso
que se ha empleado para capacitar a los peritos y que
así pueden intervenir en el sistema acusatorio adversa-
rial también debemos tener en cuenta que no solamen-
te termina con la capacitación que se les otorgue, si no
que esto cada vez más va exigiendo que los mismos se
preparen de una manera más eficaz.

Ahora bien, consideramos que esta reforma vendrá a
exigir cada vez más a los peritos que ya llevan años
desempeñando su labor o para aquellos que van co-
menzando la misma, ya que al exigirles la aprobación
de los cursos de actualización que sean impartidos por
la institución, mismos que deberán contar para perma-
necer en su plaza de perito, esto obligara a los mismos,
a estudiar, investigar y actualizarse en todos los senti-
dos para un buen desempeño de sus funciones, crear
mejores profesionales para estar en condiciones de ir
mejorando la impartición de justicia, esta reforma que
se pretende realizar no viene más que a sumar en pro
del mejoramiento de nuestro nuevo modelo de justicia
penal, si queremos mejorar debemos preparar a todos
y cada una de las partes que intervienen en este proce-
dimiento penal, considerando que esta propuesta es
valiosa y de gran utilidad para los peritos.

En virtud de lo aquí expuesto se somete a considera-
ción de esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona un segundo párrafo
al artículo 36 de la Ley Orgánica de la Procuradu-
ría General de la Republica

Primero. Se reforma la fracción segunda del artículo
36 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de
la República, para quedar como sigue:

Artículo 36. …

I. …
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II. …

Además de los señalados en las fracciones ante-
riores los peritos deberán recibir cursos de ac-
tualización en el nuevo sistema de justicia penal
acusatorio, por lo menos dos veces al año, mis-
mos que deberán acreditar para poder permane-
cer dentro de la institución.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de abril de 2018.

Diputado Ramón Villagómez Guerrero (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 35 DE LA LEY ORGÁNICA DE

LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA, A CAR-
GO DEL DIPUTADO RAMÓN VILLAGÓMEZ GUERRERO, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

El diputado suscrito, integrante del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional en la
LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción
II, y 73 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; numeral 1, fracción I del artículo 6; 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados; y 55,
fracción II, 56 y 62 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, somete a consideración de esta asamblea
la presente iniciativa con proyecto de decreto, por el
que se reforma el artículo 35 de la Ley Orgánica de la
Procuraduría General de la República, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

La actuación de la policía en el nuevo modelo de jus-
ticia penal, se dará desde que los elementos policiales
tienen conocimiento de la noticia criminal, momento
en el que empiezan para él una serie de actividades que
debe cumplir, como obligación en el Sistema Penal
Oral y Adversarial; sus nuevas funciones y atribucio-
nes, de acuerdo al artículo 132 del Código Nacional de
Procedimientos Penales, lo facultan para recibir de-
nuncias y denuncias anónimas, puede iniciar una in-
vestigación a partir de este acto legal y dejar constan-
cia del hecho e informar al Ministerio Publico de los
actos realizados, Hablando de detención, el policía en
apego a lo señalado por el artículo 16 constitucional y
por el ordenamiento arriba citado, podrá realizarla en
flagrancia, en caso urgente o por orden judicial, inclu-
yendo como obligación de los elementos en un claro
desplazamiento hacia la protección de los derechos
humanos, la lectura de derechos que debe hacer tanto
al detenido como a la víctima, debiendo dejar constan-
cia de dichos actos, con lo cual el actuar de los ele-
mentos policiales en las detenciones se apega a están-
dares internacionales marcados tanto por Naciones
Unidas como por las diferentes organizaciones de de-
rechos humanos.

“El policía de hoy tiene una capacitación mínima y
una capacitación mínima cultural. Se necesita que
tengan secundaria cursada para que puedan ser po-
licías.”

No obstante que en ocho años se invirtieron y destina-
ron 15 mil millones de pesos para capacitación e im-
plementación del nuevo Sistema de Justicia Penal, los
gobiernos prefirieron emplearlo en generar infraes-
tructura (de acuerdo con el Centro de Investigación
para el Desarrollo, AC, Cidac, 11 mil 200 millones se
destinaron a 742 proyectos de infraestructura y equi-
pamiento; 67 por ciento no ha sido concluido), en lu-
gar de capacitar y preparar policías, agentes del Mi-
nisterio Público, asesores jurídicos y jueces. Por si
fuera poco, a nivel federal tan sólo hay 66 asesores ju-
rídicos –encargados de asesorar a las víctimas u ofen-
didos– para resolver la demanda de 23.5 millones de
delitos registrados anualmente (datos de 2015, Institu-
to Nacional de Estadística y Geografía, Inegi); y, 25
abogados para atender a personas pertenecientes a
pueblos y comunidades indígenas, cuando el dinero
debería ser destinado primeramente a la capacitación
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de los intervinientes en el nuevo Sistema de Justicia
Penal y después hacer inversión en la infraestructura.

El nuevo Sistema de Justicia Penal se ha vuelto en un
nuevo paradigma de impartición de justicia, el cual ha
venido a revolucionar las instituciones como lo son las
de impartición de justicia, órganos jurisdiccionales y
cuerpos policiales de los distintos fueros federal, estatal
y municipal, por eso la importancia de esta iniciativa,
debemos tener en cuenta que aun y cuando el sistema se
puso en marcha a nivel federal el pasado 18 de junio de
2016, en donde fundamentalmente se establecieron nue-
vas facultades para la policía, como la de ser el primer
funcionario en intervención del hecho delictivo y ase-
gurar el lugar de los hechos o escena del delito, levan-
tar los indicios en la escena del crimen, identificar a los
testigos y proteger a las víctimas; todo ello implica emi-
grar de un sistema policial de reacción a uno proactivo,
este nuevo sistema exige tener policías calificados, con
un nivel académico de nivel medio superior y superior;
estamos conscientes que ahora el actuar policial, tiene
más responsabilidades en el procedimiento del nuevo
sistema de justicia penal, pues la intervención policial
en términos prácticos va a ser auxiliar en la investiga-
ción y la del Ministerio Público para intervenir (litigar)
en las audiencias, es así como se redimensiona el nuevo
actuar policial como primer respondiente ante una even-
tualidad delictiva, todos los participantes en el nuevo
modelo de impartición de justicia nunca recibieron una
adecuada capacitación, sin embargo conforme ha ido
avanzando el tiempo se ha ido capacitando, Ministerio
Públicos, jueces, peritos y cuerpos policiales, estos últi-
mos siendo parte medular del procedimiento ya que son
los primeros respondientes al momento de los delitos.

De lo anterior es importante mencionar que para llevar
acabo de una buena manera la intervención de los
cuerpos policiales es importante que estos conozcan
los protocolos de actuación dentro del nuevo sistema
de justicia penal, problema al que se enfrentan día a
día los elementos de los cuerpos policiales, uno de los
principales problemas a los que se enfrentan los ele-
mentos de la policía es que los policías los detienen y
los jueces los liberan esto precisamente por falta de ca-
pacitación de los policías al momento de realizar sus
detenciones incluso hasta de embalar y asegurar obje-
tos de procedencia ilícita.

De igual manera la policía toma un cambio radical en
la relación policía-víctima tiene un papel principal en

el nuevo sistema de justicia penal, ya que a diferencia
del sistema penal inquisitorio, se trata de evitar que la
víctima quede indefensa bajo la sombra de las institu-
ciones, y que no se prepondere el interés general sobre
los intereses de la víctima; cabe destacar que es en los
últimos diez años que a nivel internacional se ha dado
un cambio de paradigma en la concepción tanto de la
víctima como de los derechos de asistencia que deben
ser cubiertos a la misma por parte del Estado, visión
que resulta acertadamente compartida por diversos in-
vestigadores, llegando a afirmar que “el ciudadano
convertido en la víctima inocente de un delito, tiene un
derecho fundamental a un servicio especial que com-
prenda tanto la acogida, el acompañamiento y la asis-
tencia en todas sus facetas, además del derecho a una
compensación por los daños sufridos. El derecho a la
asistencia, se remonta al principio de solidaridad con
los ciudadanos dañados, relación que se encuentra en
una primera fase operativa, lo que se empieza a tradu-
cir en iniciativas legislativas que reconocen en las víc-
timas una categoría de interés que preocupa a las au-
toridades”.

Para poder profundizar más sobre el presente tema de-
bemos tener en cuenta cuál es la participación de los
policías dentro del nuevo sistema de justicia penal co-
mo lo es: Todas las fuerzas policiales deberán operar
apegados a los protocolos de actuación aprobados por
el Consejo Nacional de Seguridad Pública, para garan-
tizar el debido proceso; las personas que integran las
instituciones policiales deberán contar con todos los
elementos para realizar diligencias de investigación de
los delitos bajo la conducción del Ministerio Público.
También deben conocer cómo detener a personas que
cometen un ilícito, preservar el lugar de los hechos,
procesar y trasladar objetos que posiblemente sean
pruebas del delito, llevar a cabo solicitudes de cateo y
órdenes de aprehensión, prestar auxilio y protección a
las personas víctimas y acudir a audiencias orales
cuando se les solicite.

Ahora bien, de los datos anteriormente revelados, es
importante mencionar que para obtener mayores resul-
tados en la intervención de los elementos de la policía
como lo es en este caso los policías federales ministe-
riales, es precisamente obligarlos a que los que reali-
cen sus evaluaciones para poder mantener su plaza de
policía ministerial federal deben cumplir precisamente
con las exigencias que señala su misma ley orgánica,
así como los cursos, evaluaciones, exámenes y demás
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requisitos que se impartan en el nuevo sistema de jus-
ticia penal, debemos tener en cuenta que debemos pro-
fesionalizar a todos y cada uno de los que intervienen
en el sistema de justicia penal.

De lo anterior podemos observar que se busca en pri-
mer término generar competitividad entre los elemen-
tos de la Agencia de Investigación Criminal que se en-
cuentran activos dentro de la Procuraduría General de
la República, ya que los obligará a mantener una ac-
tualización de los programas, cursos, evaluaciones, así
como los demás exámenes de control y confianza que
la misma institución realice esto para poder mantener
su actividad laboral, si capacitamos a los elementos de
la policía éstos podrán desempeñar de una mejor ma-
nera sus actividades cotidianas y realizar investigacio-
nes con una manera más profesionalizada.

En virtud de lo aquí expuesto se somete a considera-
ción de esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma la fracción segunda,
inciso D), del artículo 35 de la Ley Orgánica de la
Procuraduría General de la República

Primero. Se reforma la fracción segunda, inciso d),
del artículo 35 de la Ley Orgánica de la Procuraduría
General de la República, para quedar como sigue:

Artículo 35. …

I. a II. …

a) a c) …

d) Seguir y aprobar los programas de formación,
capacitación, actualización, profesionalización y
de evaluación de competencias para el ejercicio
de la función que establezcan las disposiciones
aplicables, así como los encaminados a la im-
plementación del nuevo sistema de justicia
penal;

e) a j) …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de abril de 2018.

Diputado Ramón Villagómez Guerrero (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY DE LA AGENCIA NACIONAL DE SEGURIDAD IN-
DUSTRIAL Y DE PROTECCIÓN AL MEDIO AMBIENTE DEL

SECTOR HIDROCARBUROS, SUSCRITA POR INTEGRANTES

DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

Quienes suscriben, los diputados federales integrantes
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional
de la LXIII Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en el artículo 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, así como en los artículos 6, numeral 1, frac-
ción I, 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, someten a consideración de esta
soberanía la presente iniciativa con proyecto de decre-
to que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley de la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y
de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocar-
buros, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Un medio ambiente sano es una aspiración de la hu-
manidad, ya que es fundamental en el desarrollo inte-
gral y en la calidad de vida de las personas de las ge-
neraciones presentes y futuras.

Por ello, es importante promover la inversión y el uso
de tecnologías limpias, que eviten y minimicen el im-
pacto ambiental causado por el crecimiento económi-
co. Se requiere de un uso más amplio de instrumentos
económicos, legales, informativos y educativos, así
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como el incentivo claro que entre productores, inver-
sionistas, consumidores y la sociedad en general,
alienten la utilización de esos patrones y tecnologías.1

La reforma energética en México, fue un rubro de im-
pulso estrátegico para el Partido Acción Nacional,
desde que Acción Nacional tuvo a su cargo el Poder
Ejecutivo federal, se identificó la necesidad de moder-
nizar este sector para atraer mayor inversión, generar
nuevas fuentes de empeo y diversificar el protafolios
energético nacional, y no fue hasta 2013 que esto pu-
do materializarse. 

En esta tesitura, la diversificación de portafolios ener-
géticos en sus fuentes de generación, implicó el im-
pulso de dos grandes rubros, por un lado las energias
renovables como parte también, de una política res-
ponsable en torno a la protección del medio ambiente
y la combate al cambio climático, y por otra la moder-
nización del sector de los hidrocarburos, propiciando
la generación de empleos y la inversión de capital pri-
vado, que permitirá el impulso en la produccion y co-
mercialización de estos energéticos.

De tal suerte que, el Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional ha sido una figura clave en la mo-
dernización del sector energético nacional; sin embar-
go, como desde hace años se ha establecido que la sus-
tentabilidad en todo este proceso ha sido y seguirá
siendo uno de los objetivos centrales.

Es por tal motivo, que resulta fundamental salvaguar-
dar la protección ambiental y la seguridad industrial
dentro de todas las actividades de la cadena de valor
del sector de los hidrocarburos, que va desde las ac-
ciones de exploración y extracción de los mismos, has-
ta su comercialización a consumidores finales, pasan-
do por todas las etapas de su ciclo de vida, como
refinación, transporte, almacenamiento y distribución.
El aumento en las actividades y operaciones del sector
a raíz de la reforma aprobada por este Congreso de la
Unión en el 2013, tiene como consecuencia natural el
aumento del riesgo en la ocurrencia de eventos dentro
del sector; sin embargo, el impulso de políticas públi-
cas adecuadas y contar con instituciones fuertes en-
cargadas de administrar ese riesgo, constituyen un ele-
mento de suma importancia para evitar la ocurrencia
de accidentes o la degradación del medio ambiente por
el sector de los hidrocarburos.

En los últimos años han ocurrido accidentes como la
explosión que se dio en el año 2016 dentro del con-
junto de la Planta Pajaritos, ubicada en Coatzacoalcos
Veracruz o el incendio en ese mismo año del buque
tanque Burgos támbien frente a las costas de Vera-
cruz, dichos eventos nos recuerdan que el sector de los
hidrocarburos al ser una industria de riesgo, represen-
ta un actividad que si no es realizada con apego a los
mejores estándares de seguridad, en cualquier momen-
to ya sea por un error humano o la falla en los equipos,
puede ser detonadora de accidentes con resultados ca-
tastróficos para el medioambiente o la población civil;
por ello, es obligación de este Grupo Parlamentario,
acusar a la dinámica legislativa e ir impulsando refor-
mas que permitan a nuestro país responder a los cam-
bios de la realidad nacional y posicionarnos a la van-
guardia en temas como la administración del riesgo.

Actualmente, México cuenta con 3 órganos regulado-
res dentro del Sector Hidrocarburos, que son la Comi-
sión Nacional de Hidrocarburos (CNH), la Comisión
Reguladora de Energía (CRE) y la Agencia Nacional
de Seguridad Industrial, Operativa y Protección al Me-
dio Ambiente del Sector Hidrocarburos (en adelante
Asea), siendo esta última la encargada de garantizar la
sustentabilidad de las actividaddes petroleras en Méxi-
co. Garantizar la atencion de rubros como la contami-
nación por derrames petroleros, las emisiones conta-
minantes de la industria de los hidrocarburos en
ciudades como Tula y Salamanca, salvaguardar el res-
peto a las áreas naturales protegidas dentro del desa-
rrollo de nuevas instalaciones o el cuidado de la flora
y la fauna terrestre y marina, son algunos de los obje-
tivos de esta Agencia, asi como también garantizar que
las actividades petroleras en México, se desarrollen de
manera segura para la ciudadanía y los trabajadores de
este sector, para ésta institución debe ser de vital im-
portancia generar condiciones seguras dentro de las
instalaciones que además permitan a los padres, ma-
dres e hijos que trabajan ahí, regresar todos los días a
casa con su familia.

Es por lo anterior, que la reforma de 2013, buscó for-
talecer a los órganos reguladores ya existentes, como
el caso de CRE y CNH, así como crear uno que ga-
rantizara la sustentabilidad y seguridad la Asea; no
obstante, los primeros 2 órganos se fortalecieron como
cuerpos colegiados en su estructura órganica, actuar y
determinaciones, lo que no sucedió con la Asea en ese
momento. Han pasado ya 5 años de la aprobación de

Gaceta Parlamentaria Martes 10 de abril de 201888



esta reforma y la naturaleza del sector petrolero ha de-
mostrado la necesidad de caminar hacia la coordina-
ción interinstitucional entre los 3 órganos reguladores,
así como la homologación en sus estructuras orgáni-
cas, las cuales además deben garantizar la certeza re-
gulatoria de largo plazo, objetividad, transparencia y
buen actuar en la toma de sus resoluciones y determi-
naciones, por ello que el espíritu de la iniciativa que
presenta hoy el Grupo Parlamentario de Acción Na-
cional, busca modificar la estructura orgánica, modifi-
cando el modelo institucional de titularidad uniperso-
nal, para transitar a un órgano de gobierno como ente
colegiado y autoridad máxima de la institución, se
busca que este órgano de gobierno se integre por siete
personas de amplia trayectoria en el sector hidrocar-
buros y con alta especialidad en temas de seguridad in-
dustrial y protección ambiental dentro del sector, estas
siete personas serán denominadas como “vocales” de
entre los cuales existirá uno que será primo entre pa-
res, quien tendra a su cargo la representación conduc-
ción de dicho órgano en su carácter de vocal presiden-
te, en todo orden institucional es necesario garantizar
una continuidad, acusando a la responsabilidad de im-
plementar políticas efectivas con esquemas regulato-
rios concretos a mediano y largo plazo, esto se gene-
rará bajo un esquema transitorio, en el cual, por única
ocasión y a partir de la integración de este Cuerpo Co-
legiado, establece una renovación en sucesión anual a
partir del tercer año de funciones de los vocales. Así
tambien, se incorporan los artículos 27 Bis, 27 Ter, 27
Quáter y 27 Quintus, en los cuales se determinanlas fa-
cultades y competencias de los integrantes de este ór-
gano de gobierno, acusando en todo momento a la im-
parcialidad, transparencia y alta especialidad en la
toma de sus decisiones.

En esta tesitura, se reforma y adición de los artículo 30,
30 Bis y 31, en los que se determinan los requisitos de
elegibilidad de cada uno de los vocales incluyendo al
vocal presidente, garantizando la alta especialidad de
los candidatos y su amplia experiencia en el sector.

Por lo anterior, para el Partido Acción Nacional, el pe-
or enemigo del sector energético es el statu “Quo”, no
hacer nada, dejar correr el tiempo, dejarse amenazar,
es sentenciar al país a dilapidar su riqueza energética,
para nadie es un secreto que nuestra economía puede
ser endeble ante el escenario internacional, contamos
aún con una nociva dependencia del gasto de gobierno
directamente vinculada al sector de los hidrocarburos,

Acción Nacional mira al futuro para brindar alternati-
vas para la construcción de país fuerte para los mexi-
canos, con este andamiaje jurídico, garantiza un esce-
nario de seguridad energética, protección ambiental y
certeza regulatoria para el sector de los hidrocarburos. 

Por las consideraciones expuestas, fundadas y moti-
vas, el Grupo Parlamentario de Acción Nacional so-
mete a la consideración de esta soberanía la siguiente
iniciativa con proyecto de 

Decreto

Artículo Único. Se reforman los artículos 2o., párra-
fo tercero; 4o.; 5o., fracciones I, IV, IX, XVII, XXV,
XXVIII y XXX; 7o., párrafo primero; 8o., párrafo pri-
mero; 9o.; 12, párrafo primero; 27; 30, párrafo prime-
ro, fracción I y último párrafo; 31, fracciones I a VIII;
32 y 33; se adicionan los artículos 5o., fracciones
XXXI a XXXV; 8o., párrafo tercero; de la fracción IV;
27 Bis; 27 Ter; 27 Quáter; 27 Quintus; 27 Sextus; 30,
fracciones IV, recorriéndose las fracciones de forma
subsecuente hasta terminar en la fracción VII; 30 Bis;
31, fracciones IX a XVI, y 33 fracciones VII a XI, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 2o. [...]

[...]

En materia de protección al ambiente, la Agencia
aplicará la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente; la Ley General para la
Prevención y Gestión Integral de los Residuos; la
Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable; la
Ley General de Vida Silvestre; la Ley de Bioseguri-
dad de Organismos Genéticamente Modificados,
en los términos que señale la presente ley.

Artículo 4o. En lo no previsto por la presente Ley, se
aplicarán de manera supletoria las disposiciones con-
tenidas en la Ley Federal de Procedimiento Admi-
nistrativo.

Artículo 5o. La Agencia tendrá las siguientes atribu-
ciones:

I. Aportar los elementos técnicos sobre seguridad
industrial, seguridad operativa y protección al me-
dio ambiente a las autoridades competentes, para
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los programas sectoriales en materia energética
y ambiental del país, así como de las políticas pú-
blicas en esas materias. Para ello, participará con
la Secretaría y con la Secretaría de Energía en el de-
sarrollo de la Evaluación Estratégica del Sector;

II. a III. [...]

IV. Regular a través de lineamientos, directrices,
criterios u otras disposiciones administrativas de
carácter general necesarias en las materias de su
competencia y, en su caso, normas oficiales me-
xicanas;

V. a VIII. [...]

IX. Autorizar a servidores públicos de la Agencia
y acreditar y aprobar a personas físicas, morales
y autoridades estatales para que lleven a cabo las
actividades de supervisión, inspección y verifica-
ción, evaluaciones e investigaciones técnicas, así
como de certificación y auditorías referidas en la
presente ley;

X. a XVI. [...]

XVII. Autorizar, suspender, revocar o negar las
autorizaciones de los Sistemas de Administra-
ción de los Regulados.

XVIII. a XXIV. [...]

XXV. Celebrar acuerdos interinstitucionales en
términos de la Ley sobre la celebración de Tra-
tados, dar seguimiento a los mecanismos, acuer-
dos y convenios internacionales en materia de su
competencia y coadyuvar con las dependencias
competentes en la negociación y seguimiento de
éstos, cuando corresponda;

XXVII. [...]

XXVIII. Elaborar y publicar un informe anual
sobre el desempeño de sus actividades;

XXIX. [...]

XXX. Establecer y mantener actualizado, para
efectos declarativos, un Registro Público en el
que deberán inscribirse, por lo menos:

a) Las resoluciones y acuerdos tomados por
su órgano de gobierno;

b) Los votos particulares que emitan el direc-
tor ejecutivo y los vocales;

c) Las actas de las sesiones del órgano de go-
bierno;

d) Los dictámenes, opiniones, instrucciones,
aprobaciones y estudios emitidos en cumpli-
miento de sus atribuciones;

e) Los actos administrativos que emita, y

f) Los demás documentos que señalen otros
ordenamientos y disposiciones legales.

En la gestión del Registro Público se deberá
favorecer el principio de máxima publicidad
y disponibilidad de la información, tomando
en consideración lo establecido en la Ley Fe-
deral de Transparencia y Acceso a la Infor-
mación Pública, y demás disposiciones aplica-
bles en la materia;

XXXI. Interpretar para efectos administrativos
y en materia de su competencia, esta ley y las dis-
posiciones normativas o actos administrativos
que emita, así como las Leyes previstas en el ar-
tículo 2o, tercer párrafo, de la presente ley, sus
reglamentos y las disposiciones que de ellas deri-
ven, para su aplicación en el sector hidrocarbu-
ros;

XXXII. Formular el anteproyecto de presupues-
to anual y presentarlo ante la Secretaría para su
entrega a la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público;

XXXIII. Aprobar sus políticas internas;

XXXIV. Determinar su planeación estratégica y
su modelo de administración por procesos, y

XXXV. Las demás que le confieran esta Ley y
otros ordenamientos aplicables.

Artículo 7o. La Agencia podrá integrar en la auto-
rización de los Sistemas de Administración de los
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Regulados, las siguientes autorizaciones, licencias,
permisos y demás actos administrativos previstos
en la legislación ambiental federal aplicables a las
actividades del sector hidrocarburos, en los térmi-
nos de las disposiciones administrativas de carácter
general que para tal efecto expida la Agencia:

I. a VIII. [...]

Artículo 8o. La Agencia se coordinará con las insti-
tuciones de los tres órdenes de gobierno y los órga-
nos constitucionales autónomos, para el intercam-
bio de información y el ejercicio de sus respectivas
atribuciones relacionadas con el Sector.

[...]

Para la mejor eficiencia y eficacia en el ejercicio de
sus atribuciones en materia de protección al medio
ambiente en relación con las actividades del Sector,
la Agencia podrá establecer los mecanismos de
coordinación que sean necesarios con las entidades
federativas, así como con las unidades administra-
tivas y demás órganos y entidades sectorizadas en
la Secretaría.

Artículo 9o. La regulación que emita la Agencia y,
en su caso, el Reglamento de esta Ley, podrán esta-
blecer modalidades para integrar las gestiones, trá-
mites y autorizaciones de seguridad industrial, se-
guridad operativa y en materia ambiental
competencia de la Agencia, para dar mayor celeri-
dad, certeza y eficiencia a la protección de las per-
sonas, del medio ambiente y de las instalaciones del
sector hidrocarburos.

Artículo 12. La Agencia establecerá las disposiciones
administrativas de carácter general para que los
Regulados obtengan la autorización del Sistema de
Administración, así como de las autorizaciones,
permisos o licencias a que se refiere el artículo 7o.
de la presente Ley.

[...]

Artículo 27. La Agencia estará a cargo de un órga-
no de gobierno, el cual estará integrado por seis vo-
cales y un vocal presidente. Asimismo, contará con
una secretaría técnica.

La Agencia tendrá las unidades administrativas ne-
cesarias para el cumplimiento de sus atribuciones,
conforme se establezca en su Reglamento Interno y
podrá contar con las oficinas regionales necesarias
para el desempeño de sus funciones, en atención a
la disponibilidad presupuestal.

Artículo 27 Bis. Los vocales serán designados por
periodos escalonados de seis años de sucesión anual
que iniciarán a partir del 1o. de enero del año res-
pectivo, con posibilidad de ser designados, nueva-
mente, por única ocasión por un periodo igual.

El vocal presidente del órgano de gobierno fungirá
como tal por un periodo de cinco años. En ningún
caso, la persona que se desempeñe como vocal pre-
sidente, podrá durar más de diez años en dicho en-
cargo.

El Ejecutivo federal nombrará a cada vocal y al vo-
cal presidente.

La vacante que se produzca en el cargo de vocal
presidente o vocales será cubierta por la persona
que designe el Ejecutivo federal, en términos del
presente artículo. Si la vacante se produce antes de
la terminación del período respectivo, la persona
que se designe para cubrirla durará en su encargo
sólo el tiempo que le faltare desempeñar a la susti-
tuida, pudiendo ser designada, nuevamente, por
única ocasión al término de ese periodo, por el pe-
riodo señalado en el primer párrafo del presente
artículo.

Artículo 27 Ter. Las sesiones del órgano de gobier-
no podrán ser ordinarias o extraordinarias. Serán
ordinarias aquéllas cuya convocatoria sea notifica-
da por la secretaría técnica al vocal presidente y a
los vocales. Serán extraordinarias las que se convo-
quen con tal carácter debido a la urgencia de los
asuntos a tratar. En ambos casos, las sesiones po-
drán llevarse a cabo a través de medios de comuni-
cación remota.

Las convocatorias a sesiones ordinarias o extraor-
dinarias deberán contener el lugar, la fecha y la ho-
ra para su celebración, así como el orden del día co-
rrespondiente y la documentación relativa al
asunto sujeto a deliberación.
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Para que el órgano de gobierno sesione válidamen-
te será necesaria la asistencia, física o remota, de
cuando menos cuatro de sus vocales. La delibera-
ción será colegiada y las decisiones se adoptarán
por mayoría de votos, sin posibilidad de absten-
ción, salvo lo establecido en el artículo 27 Quintus
del presente ordenamiento, teniendo el vocal presi-
dente voto de calidad. El voto en contra deberá ser
razonado y hacerse del conocimiento de la Secreta-
ría Técnica.

La asistencia de los vocales y el vocal presidente
a las sesiones, así como el desempeño de sus fun-
ciones, tendrán carácter estrictamente personal,
por lo que no podrán ser representados o supli-
dos.

En las faltas temporales y justificadas del vocal
presidente, las sesiones serán convocadas o presidi-
das por cualquiera de los vocales, en los términos
que establezca el Reglamento Interno.

Artículo 27 Quáter. Los acuerdos y resoluciones del
órgano de gobierno también serán públicos y debe-
rán publicarse en la página de internet de la Agen-
cia y sólo se reservarán las partes que contengan in-
formación reservada o confidencial, en términos de
las disposiciones jurídicas aplicables.

Artículo 27 Quintus. El vocal presidente y vocales
estarán impedidos para conocer asuntos en que
tengan interés directo o indirecto. Se considerará
que existe interés directo o indirecto cuando uno de
los miembros del órgano de gobierno:

I. Tenga parentesco en línea recta sin limitación
de grado, en la colateral por consanguinidad
hasta el cuarto grado y en la colateral por afini-
dad hasta el segundo, con alguno de los interesa-
dos o sus representantes;

II. Tenga interés personal, familiar o de negocios
en el asunto, incluyendo aquéllos de los que pue-
da resultar beneficio para él, su cónyuge o sus
parientes en los grados que expresa la fracción I
de este artículo;

III. Su cónyuge o alguno de sus parientes en lí-
nea recta sin limitación de grado, sea heredero,
legatario, donatario o fiador de alguno de los in-

teresados o sus representantes, si aquéllos han
aceptado la herencia, el legado o la donación, y

IV. Haya sido perito, testigo, apoderado, patrono
o defensor en un asunto relacionado con las acti-
vidades reguladas en las leyes en materia de
energía, o haya gestionado en favor o en contra
de alguno de los interesados en dicho asunto.

Sólo podrán invocarse como causales de impedi-
mento para conocer asuntos que se tramiten ante la
Agencia las enumeradas en este artículo. Bajo nin-
guna circunstancia podrá decretarse la recusación
por la expresión de una opinión técnica, ni por ex-
plicar públicamente la fundamentación y motiva-
ción de una resolución dictada por la Agencia o por
haber emitido un voto particular.

Los miembros del órgano de gobierno deberán ex-
cusarse del conocimiento de los asuntos en que se
presente alguno de los impedimentos señalados en
este artículo en cuanto tengan conocimiento de su
impedimento, expresando concretamente la causa
del mismo, en cuyo caso el órgano de gobierno cali-
ficará la excusa.

Artículo 27 Sextus. El órgano de gobierno tendrá
las siguientes atribuciones:

I. Expedir el código de conducta al que deberá
sujetarse el personal de la Agencia;

II. Aprobar las políticas internas de la Agencia y
su Reglamento Interno;

III. Aprobar y vigilar la planeación estratégica y
el modelo de administración por procesos que ri-
jan a la Agencia;

IV. Aprobar el nombramiento y remoción de los
Titulares de las unidades administrativas;

V. Aprobar criterios de interpretación adminis-
trativa de esta Ley y las que otorguen a la Agen-
cia esa atribución;

VI. Crear unidades técnicas especializadas, así co-
mo definir sus atribuciones y responsabilidades y,
en su caso, delegar en ellas las facultades necesa-
rias para el cumplimiento de sus objetivos; y
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VII. Ejecutar los actos necesarios que le permi-
tan llevar a cabo las atribuciones previstas en el
artículo 5o. de esta Ley.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el segundo párrafo
del artículo 27 de la presente Ley, el órgano de go-
bierno podrá delegar sus facultades en favor de los
servidores públicos y las unidades administrativas
previstos en su Reglamento Interno, mediante
acuerdo delegatorio que deberá publicarse en el
Diario Oficial de la Federación, con excepción de la
atribución prevista en la fracción IV del artículo
5o. de la presente Ley.

Capítulo II
Del Vocal Presidente y los Vocales

Artículo 30. El vocal presidente y los vocales debe-
rán reunir los siguientes requisitos:

I. Ser ciudadanos mexicanos y estar en pleno go-
ce de sus derechos civiles y políticos;

II. a III. [...]

IV. Tener experiencia comprobable, durante los
últimos tres años, que acredite su competencia
en materia de Seguridad Industrial, Seguridad
Operativa y Protección al Medio Ambiente;

V. a VII. [...]

El vocal presidente y los vocales no podrán desem-
peñar durante el periodo de su encargo ninguna
otra comisión o empleo particular o dentro de la
administración pública, a excepción de cargos o
empleos de carácter docente y los honoríficos.

Artículo 30 Bis. Durante el tiempo de su encargo,
el vocal presidente y los vocales sólo podrán ser
removidos por alguna de las siguientes causas gra-
ves:

I. Haber perdido sus derechos como ciudadano o
haber sido suspendido en el ejercicio de los mis-
mos;

II. Ser sentenciado por la comisión de algún de-
lito doloso;

III. Haber sido declarado en estado de interdic-
ción;

IV. Haber cometido alguna de las faltas adminis-
trativas graves a que se refiere la Ley General de
Responsabilidades de los Servidores Públicos,
cuando dicha sanción sea determinada por reso-
lución definitiva;

V. No asistir a las sesiones del órgano de gobier-
no, sin motivo o causa justificada;

VI. Dejar de cumplir con cualquiera de los re-
quisitos para ser vocal presidente o vocal;

VII. Desempeñar cualquier otro tipo de comisión
o empleo particular o dentro de la administra-
ción pública, salvo cargos o empleos de carácter
docente o los honoríficos;

VIII. Aprovechar o explotar la información a la
que tienen acceso en virtud de su encargo, en be-
neficio propio o a favor de terceros;

IX. Usar, sustraer, destruir, ocultar, inutilizar, di-
vulgar o alterar, total o parcialmente y de mane-
ra indebida, información que se encuentre bajo
su custodia, a la cual tenga acceso o conocimien-
to con motivo de su cargo, o

X. Emitir su voto mediando conflicto de interés o
incumplir con lo dispuesto en el artículo 27
Quintus de esta Ley.

Artículo 31. Son facultades del vocal presidente:

I. Coordinar y dirigir los trabajos de la Agencia;

II. Convocar, a través de la Secretaría Técnica, a
las sesiones del órgano de gobierno;

III. Administrar y representar legalmente a la
Agencia, con la suma de facultades generales y
especiales, incluyendo facultades para actos de
administración y de dominio que, en su caso, re-
quiera conforme a la legislación aplicable;

IV. Proveer la ejecución de las resoluciones y los
acuerdos del órgano de gobierno;
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V. Instrumentar, ejecutar y vigilar la aplicación
de las políticas internas;

VI. Proponer al órgano de gobierno y ejecutar la
planeación estratégica y el modelo de adminis-
tración por procesos que rija a la Agencia;

VII. Presentar a consideración del órgano de go-
bierno el proyecto de Reglamento Interno;

VIII. Nombrar y remover, con la aprobación del
órgano de gobierno, a los titulares de las unida-
des administrativas de la Agencia;

IX. Nombrar y remover al resto del personal de
la Agencia, incluyendo al secretario ejecutivo y
al servidor público que lo suplirá en caso que de-
ba ausentarse, salvo al personal de apoyo direc-
to a los vocales, el cual será nombrado y removi-
do por éstos;

X. Formular el anteproyecto de presupuesto
anual y presentarlo para su aprobación al órga-
no de gobierno;

XI. Publicar un informe anual sobre el desempe-
ño de las funciones de la Agencia;

XII. Adoptar en casos excepcionales, bajo su res-
ponsabilidad, las medidas de emergencia que es-
time necesarias respecto de las actividades regu-
ladas y, en su caso, solicitar la intervención de las
autoridades competentes, informando detallada-
mente al órgano de gobierno en la siguiente se-
sión;

XIII. Emitir acuerdos delegatorios de sus facul-
tades;

XIV. Proponer al órgano de gobierno criterios de
interpretación administrativa;

XV. Las previstas en el artículo 32 para los voca-
les, y

XVI. Las demás que sean necesarias para el
cumplimiento de sus atribuciones y de la presen-
te Ley.

[...]

Artículo 32. Son facultades de los vocales:

I. Asistir a las sesiones del órgano de gobierno de
la Agencia y participar, con voz y voto, en sus de-
liberaciones y resoluciones;

II. Coordinar los grupos de trabajo que, en su
caso, se conformen para tal efecto;

III. Proponer al vocal presidente que incluya en
el orden del día de la sesión algún asunto o que
convoque a sesión para tratarlo o resolverlo;

IV. Nombrar y remover al personal de apoyo que
tenga adscrito; y

V. Las demás que sean necesarias para el cum-
plimiento de sus atribuciones y de la presente
Ley.

Artículo 33. La secretaría técnica tendrá las si-
guientes facultades y obligaciones:

I. Poner a consideración del vocal presidente o
los asuntos relativos a las sesiones del órgano de
gobierno;

II. Preparar y someter a consideración del vocal
presidente o el proyecto de orden del día de las
sesiones del órgano de gobierno y enviar las con-
vocatorias al vocal presidente y a los vocales;

III. Asistir a las reuniones del órgano de gobier-
no y participar, con voz, pero sin voto, en sus de-
liberaciones;

IV. Levantar las actas de las sesiones y dar cuen-
ta de las votaciones de los miembros del órgano
de gobierno;

V. Dar seguimiento a los acuerdos adoptados du-
rante las sesiones del órgano de gobierno;

VI. Organizar, dirigir y operar el Registro Públi-
co a que se refiere el artículo 5o., fracción XXX,
de la presente Ley;

VII. Delegar las facultades previstas en el pre-
sente artículo a las unidades administrativas
previstas en el Reglamento Interno y habilitar a

Gaceta Parlamentaria Martes 10 de abril de 201894



los servidores públicos para el desempeño de di-
chas facultades;

VIII. Expedir, cuando proceda, copia certificada
de los documentos que le sean solicitados;

IX. Representar legalmente a la Agencia;

X. Gestionar ante el Diario Oficial de la Federa-
ción, las publicaciones de los instrumentos jurí-
dicos que emita la Agencia, y

XI. Las demás que le confieran esta Ley, su Re-
glamento, otras disposiciones aplicables y el ór-
gano de gobierno.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El órgano de gobierno de la Agencia deberá
quedar debidamente conformado dentro de los noven-
ta días naturales contados a partir de la entrada en vi-
gor del presente decreto.

Por única vez, para establecer el proceso de escalona-
miento en la designación de los miembros del órgano
de gobierno, el Ejecutivo federal designará al vocal
presidente de la Agencia por un encargo que concluirá
el 31 de diciembre de 2023; la designación de los otros
vocales se hará para un vocal por un periodo que fe-
necerá el 31 de diciembre de 2020, un vocal cuyo pe-
riodo expirará el 31 de diciembre de 2021, otro cuyo
periodo expirará el 31 de diciembre de 2022, un vocal
cuyo periodo expirará el 31 de diciembre de 2023 y
por ultimo dos vocales cuyo periodo expirará el 31 de
diciembre de 2024, según determine el propio Ejecuti-
vo.

Tercero. La Agencia contará con un órgano interno de
control, mismo que tendrá en su adscripción las áreas
de responsabilidades, quejas y auditoría, respectiva-
mente, en términos de la legislación vigente.

Cuarto. En tanto el órgano de gobierno de la Agencia
quede conformado, el director ejecutivo y las unidades
administrativas continuarán despachando los asuntos
que les competen, con base en las disposiciones apli-

cables hasta la entrada en vigor del presente decreto.

Quinto. Las solicitudes para la obtención de los actos
administrativos a que se refiere el artículo 7o. de la
Ley de la Agencia que, a la entrada en vigor del pre-
sente decreto, se encuentran en trámite se resolverán
conforme a los procedimientos vigentes.

Sexto. Las normas oficiales mexicanas que haya expe-
dido la Secretaría o la Agencia en las materias a que se
refiere el artículo 6o., fracción II, de la Ley de la
Agencia, continuarán vigentes hasta que entren en vi-
gor de las disposiciones administrativas de carácter
general que expida la Agencia.

Séptimo. La Agencia expedirá su reglamento interno
dentro de los siguientes sesenta días naturales a partir
de la conformación del órgano de gobierno de la Agen-
cia.

Octavo. Los derechos de los trabajadores que presten
sus servicios en la Agencia se respetarán en todo mo-
mento de conformidad con la ley.

Nota

1 https://www.pan.org.mx/wp-content/uploads/2013/04/Princi-

pios-de-doctrina-2002.pdf, página 11.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de abril de 2018.

Diputada María Eloísa Talavera Hernández (rúbrica)
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QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, SUSCRITA POR LAS DIPU-
TADAS ARLETTE IVETTE MUÑOZ CERVANTES Y GRETEL

CULIN JAIME, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

Las suscritas, diputadas federales Arlette Ivette Muñoz
Cervantes y Gretel Culin Jaime, integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional representa-
do en esta LXII Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto por el artículo 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como por lo dispuesto en los
artículos 3, numeral 1, fracción VIII; 6, numeral 1,
fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, tenemos a bien someter a la consideración
de esta honorable soberanía, la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto por el cual se reforman y adicio-
nan diversas disposiciones de la Ley Federal del Tra-
bajo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Las tecnologías de la información están revolucionan-
do las formas de interactuar y organizar el trabajo a ni-
vel mundial, hoy día organizaciones e individuos se
relacionan en tiempo real, independientemente del lu-
gar y la hora en que se necesiten los servicios.

La flexibilidad que permite el uso intensivo de las tec-
nologías digitales a ciertas profesiones cualificadas
propias del sector de servicios como las relativas a
consultoría, servicios profesionales, asesoría o de in-
vestigación, entre otras actividades, contribuye a ins-
taurar un modelo de trabajo propio de una sociedad
globalizada, que lleva a que los trabajadores realicen
su trabajo de forma remota, desde el domicilio de los
trabajadores o en centros de trabajo compartido (tele-
centros), por lo que no es necesaria la presencia física
del trabajador en la empresa.

El teletrabajo ha sido definido por la Organización In-
ternacional del Trabajo (OIT) como la forma de traba-
jo efectuada en lugar distante de la oficina y/o separa-
ción física y que implique el uso de nueva tecnología
facilitando la comunicación. Este tipo de trabajo debe
tener la característica de ser permanente y no eventual,
prestado por personas físicas y no empresas, lo que
significa que hay una relación laboral de subordina-
ción que puede ser medida por el control de la empre-
sa sobre el trabajo.

El teletrabajo tiene un gran potencial para constituirse
en una alternativa real de empleo para muchas perso-
nas, particularmente para personas con discapacidad,
mujeres jefas de hogar, jóvenes y adultos desemplea-
dos, o personas que viven en lugares de difícil acceso.

Esta modalidad permite al tele trabajador combinar de
forma aceptable y satisfactoria la vida laboral y la fa-
miliar; dedicar más tiempo para la familia, e incluso
participar en tareas como el cuidado de los hijos, an-
cianos o personas con alguna discapacidad; así como
reducir el estrés que causa los desplazamientos de ca-
sa a oficina y al revés.

Para las empresas y organismos del sector público y
privado adoptar esquemas de mayor flexibilidad como
el teletrabajo adquiere relevancia en varios sentidos,
les significa menos espacio físico utilizado, reducción
de gastos en energía, agua y costos asociados, y les
permite transitar hacia un sistema de control por obje-
tivos y resultados donde importa la calidad del trabajo
realizado y el cumplimiento de los plazos previstos pa-
ra ello.

Además, el teletrabajo favorece el incremento de pro-
ductividad y mejora la calidad de los servicios. La su-
pervisión, vigilancia y control de las actividades labo-
rales es más eficiente, al medir el trabajo más por
objetivos, metas y resultados concretos, que por la pre-
sencia física del trabajador o las horas que pasa en la
oficina.

El teletrabajo reviste importancia en determinadas si-
tuaciones como emergencias sanitarias o desastres, al
contribuir a cumplir con las responsabilidades y obje-
tivos de las organizaciones. En la Ley General de Pro-
tección Civil se establecen algunas disposiciones a fin
de garantizar que las actividades sustantivas de las ins-
tituciones públicas, privadas y sociales, afectadas por
un agente perturbador, puedan recuperarse y regresar a
la normalidad en un tiempo mínimo, por lo que deben
contar con un plan para la continuidad de operacio-
nes,1 donde el teletrabajo resulta un instrumento fun-
damental para cumplir este cometido.

La Encuesta en Hogares sobre Disponibilidad y Uso
de las Tecnologías de la Información (Endutih) reveló
que al mes de abril de 2013, 49.4 millones de personas
son usuarios de una computadora y 46 millones utili-
zan Internet en el país.2
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De acuerdo al Instituto Nacional de Estadística y Geo-
grafía (Inegi) en México, en el 2013, 11.1 millones de
hogares estaban equipados con computadora, lo que
representó un 35.8 por ciento del total de hogares en el
país. 9.5 millones de hogares cuentan con conexión a
Internet, lo que significa 30.7 por ciento del total de
hogares del país, mostrando un crecimiento de 20.6
por ciento respecto del 2012. Por grupo de edad, la po-
blación de 12 a 34 años es el que más utiliza el servi-
cio de internet, con una participación del 62.6 por
ciento.3

El teletrabajo tiene un efecto multiplicador en los pro-
cesos de modernización del Estado y el cierre de la
brecha digital. La reciente reforma en telecomunica-
ciones busca generar un entorno favorable que con-
templa infraestructura, accesibilidad, conectividad,
tecnologías de la información y comunicación, así co-
mo habilidades digitales para que cada vez más hoga-
res y empresas cuenten con equipos de cómputo y ban-
da ancha, lo que implicará que más mexicanos tendrán
más posibilidades de estar conectados y contar con
medios que les permitan acceder a un empleo. Se bus-
ca que al menos 70 por ciento de los hogares y 85 por
ciento de las micro, pequeñas y medianas empresas
cuenten con Internet de alta velocidad y a precios
competitivos internacionalmente.4

De hecho, algunos países están aprovechando el avan-
ce de sus sociedades respecto al uso intensivo de las
tecnologías de la información y la comunicación, por
lo que cuentan con legislación y políticas públicas es-
pecíficas sobre teletrabajo, como documenta el Pro-
yecto de Ley para la promoción, regulación e imple-
mentación del teletrabajo en Costa Rica.5

En Estados Unidos se permite financiar líneas telefó-
nicas e instalar equipos en los hogares de los emplea-
dos autorizados para tele trabajar y existen políticas
específicas de promoción y fomento del teletrabajo.
En 2010, el Presidente Obama estableció una directriz
a fin de que el teletrabajo se aplique para atender si-
tuaciones de contingencia de diferente naturaleza,
también para mejorar la eficiencia, aumentar la pro-
ductividad, reducir costos y para brindar un equilibrio
en la vida laboral y personal de los trabajadores. Ade-
más, crea un ente que planifica, integra, coordina y re-
gula todo lo relacionado con el desarrollo del teletra-
bajo.

En Europa, se firmó en 2002 el Acuerdo Marco Euro-
peo entre la Confederación Europea de Sindicatos y el
Centro Europeo de Empresas con Participación Públi-
ca que garantiza a los trabajadores la igualdad de trato
con el resto de los trabajadores de la empresa, la vo-
luntariedad y la posibilidad de retornar al estatus labo-
ral que tenía el trabajador antes de optar por el teletra-
bajo, el derecho a la información y consulta para
contar con representatividad colectiva y obliga al em-
presario a aplicar medidas para evitar el aislamiento
del trabajador.

En España, en 2005 se puso en marcha el Plan Conci-
lia, el cual establece disposiciones públicas y privadas
para promover el teletrabajo y que en 2006 llevó a es-
tablecer programas piloto de teletrabajo en los depar-
tamentos ministeriales. Por su parte, Colombia desde
2008 cuenta con una Ley para promover y regular el
teletrabajo como un instrumento de generación de em-
pleo y autoempleo mediante el uso de las tecnologías
de la información y las telecomunicaciones,6 mientras
que Chile introdujo el tema del teletrabajo en el Códi-
go de Trabajo (Ley Número 19.759) en el año 2001.

Ecuador y Costa Rica, cuentan con proyectos de ley
para actualizar su marco normativo laboral en materia
de teletrabajo. No obstante, Costa Rica ya cuenta con
legislación desde el año 2008 para promover y regular
el teletrabajo en las instituciones del Estado, por lo que
ahora busca extender la regulación a la esfera de todas
las organizaciones.

Argentina creó la Comisión de Teletrabajo en el Mi-
nisterio del Trabajo con el fin de modificar la Ley de
Contrato de Trabajo Número 20.744, aun cuando ya se
hacía mención al teletrabajo en el Anexo H. Plan Na-
cional para la Inserción Laboral y el Mejoramiento del
Empleo de las Personas Discapacitadas.

México estableció el tema del teletrabajo en la refor-
ma integral de la Ley Federal del Trabajo del 2012,
aunque solo se limitó a caracterizarlo como trabajo a
domicilio que se realiza a distancia utilizando tecnolo-
gías de la información y la comunicación, dentro del
Capítulo XII de Trabajo a domicilio del Título Sexto
sobre Trabajos Especiales, artículo 311.

Artículo 311. Trabajo a domicilio es el que se eje-
cuta habitualmente para un patrón, en el domicilio
del trabajador o en un local libremente elegido por
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él, sin vigilancia ni dirección inmediata de quien
proporciona el trabajo.

Será considerado como trabajo a domicilio el que se
realiza a distancia utilizando tecnologías de la infor-
mación y la comunicación.

Si el trabajo se ejecuta en condiciones distintas de las
señaladas en este artículo se regirá por las disposicio-
nes generales de esta Ley.

Es así que se circunscribió el teletrabajo a las disposi-
ciones que regulan el trabajo a domicilio, donde la rela-
ción laboral que se establece refiere a una nula supervi-
sión porque las tareas a desempeñar fundamentalmente
son artesanales o manuales y el pago es usualmente por
piezas o unidades de producción, actividades que se dan
por lo general en condiciones precarias, dentro del cír-
culo familiar y en un entorno rural.7

Lo que implica que la legislación especial que ampara
a los trabajadores a domicilio se limita a intercambiar
bienes materiales cuantificables, que no aplican a
cuestiones especializadas que requieren conocimien-
tos tecnológicos como demanda el teletrabajo para re-
cibir, tratar y enviar información inmaterial por natu-
raleza.8 “Las características modernas del teletrabajo
no pueden estar sujetas a esquemas normativos de
cierta antigüedad que, en el mejor de los casos, ni si-
quiera tomaron en cuenta el desarrollo tecnológico y
sus consiguientes impactos en las organizaciones la-
borales”.9

El Inegi considera teletrabajo como “todas las activi-
dades que pueden ser llevadas a cabo remotamente
(fuera del lugar de trabajo) y que precisan para ello el
uso intensivo de tecnologías de la información y la co-
municación”. Con base en esta definición hizo una
medición, combinó la información de la Encuesta en
Hogares sobre Disponibilidad y Uso de las Tecnologí-
as de la Información (Endutih) con la derivada en la
Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo (ENOE)10

y encontró que en 2009 más de tres millones de perso-
nas (3,027,465) realizó actividades relacionadas con
su trabajo desde su hogar mediante el uso de compu-
tadoras, los cuales en su mayoría tiene un nivel de edu-
cación medio superior o superior (78 por ciento), se-
guidos por quienes adquirieron hasta secundaria
completa en su escolaridad. Por el lado de las activi-
dades económicas, la población trabajadora se concen-

tra en la rama de los servicios (73 por ciento), segui-
dos por la industria y el comercio.

Lo que evidencia las características propias que tiene
el teletrabajo, particularmente la ejecución de activi-
dades intelectuales por medio de las tecnologías digi-
tales, donde sí existe supervisión y control por parte
del empleador.

El teletrabajo no altera la naturaleza de los poderes de
dirección, solo adquiere la modalidad de transmitir ór-
denes por vía informática, por lo que no supone con-
diciones laborales distintas a las propias de una rela-
ción laboral presencial. Implica flexibilidad en la
relación laboral con un amplio margen de disponibili-
dad empresarial y un reforzamiento de los poderes de
dirección, porque no se da en el lugar de trabajo sino
fuera de él, ya sea en el domicilio o el telecentro.

En México, las empresas que han implementado el te-
letrabajo con gran éxito son General Motors, Daimler
Chrysler, IBM, HP, Oracle y Nortel. IBM de México
tiene una planta de mil ochocientos trabajadores, y de
ellos 20 por ciento trabaja desde su casa. La empresa
trabaja desde hace seis años con programas flexibles
para 40 por ciento del personal, donde el trabajador
puede elegir su horario y combinarlo entre la oficina y
el hogar. De acuerdo con un estudio realizado por
IBM, 80 por ciento de las razones por las que un em-
pleado se siente bien con su trabajo tienen que ver con
la flexibilidad laboral, lo que impacta positivamente
en los resultados del negocio.11

Nortel Networks es una de las empresas pioneras en
teletrabajo desde 1994, y para 1998 ya contaba con
35,000 tele trabajadores en todo el mundo. La empre-
sa ha reportado un 10.4 por ciento de aumento en la sa-
tisfacción del empleado y un ahorro de 60 millones de
dólares en propiedades. Para abril del 2005, aproxima-
damente 8 por ciento de los empleados de Nortel tele
trabajan de tiempo completo, y cerca del 65 por cien-
to de los empleados trabajan a distancia por tiempo
parcial.

Si bien, el teletrabajo ha sido adoptado por corporati-
vos internacionales desde hace más de 10 años, la ten-
dencia es aumentar su participación en organizaciones
medianas y pequeñas, las cuales concentran alrededor
del 30 por ciento de la población laboral, lo que moti-
va a contar con disposiciones específicas hacia esta
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forma de organización laboral que adquiere particular
relevancia en la generación de empleo y aumento de
productividad, en igualdad de trato y condiciones la-
borales que los trabajadores presenciales.

Lo cual conlleva que el empleador debe garantizar los
derechos fundamentales de sus trabajadores y respe-
tarlos sin menoscabo alguno, como es el derecho a la
intimidad y a la privacidad de su trabajador; por parte
del trabajador, está obligado a respetar las normas de
protección de datos y confidencialidad de la informa-
ción de la empresa, entre otros aspectos.12

Frente al compromiso del Estado Mexicano de garan-
tizar el derecho al trabajo a todas las personas, e in-
cluso, avanzar en el cumplimiento de compromisos in-
ternacionales, el teletrabajo se convierte en una opción
viable que produce beneficios a la sociedad, a las or-
ganizaciones y al medio ambiente.

Algunos datos dan cuenta de la importancia que ad-
quiere el teletrabajo para reducir riesgos de trabajo,
disminuir la contaminación y, en general, para evitar
costos económicos al país y en la salud de la pobla-
ción.

En 2013, según la Encuesta Nacional del Empleo y Se-
guridad Social de 2013 del IMSS, hubo más de un mi-
llón 400 mil personas que tuvieron algún riesgo de tra-
bajo (1´402,445), en los que se incluye el traslado de
casa al trabajo o de regreso a su casa, lo que obligó a
más del 95 por ciento a ausentarse del trabajo.

De acuerdo a un estudio de IBM,13 el tránsito genera-
do por los automóviles en la Ciudad de México, del se-
gundo lugar de mayor malestar a nivel mundial en
2010, pasó en 2011 a ser la ciudad con mayor males-
tar causado por el tráfico. 63 por ciento de los auto-
movilistas de la Ciudad de México cree que ha empe-
orado el tránsito en los últimos tres años y que existe
un grave problema de arranque y detención del flujo
del tránsito.

Como consecuencias de esto, 56 por ciento de los au-
tomovilistas han visto afectado su desempeño laboral
o escolar debido al tránsito; 42 por ciento ha cancela-
do sus viajes al trabajo por tránsito, mientras que 43
por ciento considera que ha afectado su salud. El efec-
to del tránsito sobre el desempeño laboral es evidente-
mente negativo. Si los problemas de tránsito se redu-

jeran drásticamente, 25 por ciento de los automovilis-
tas de la Ciudad de México escogerían trabajar más.

En México más de 34 millones de personas están ex-
puestas a la mala calidad del aire, debido en su mayor
parte a la contaminación generada por los automóvi-
les.14 Se estiman 14,734 muertes relacionadas con la
mala calidad del aire en 2008 de acuerdo a la Organi-
zación Mundial de la Salud. Asimismo, anualmente
mueren 24 mil personas a causa de los accidentes via-
les y más de 40 mil padecen alguna consecuencia ne-
gativa. Estos causan un gasto de 126 mil millones de
pesos al año, lo que representa entre 5 y 8 por ciento
del presupuesto anual del sector salud, 1.3 por ciento
del Producto Interno Bruto nacional.15

En este tenor de ideas, esta iniciativa tiene como obje-
tivo regular y promover el teletrabajo, como un medio
que abona a la seguridad jurídica de miles de trabaja-
dores del país que ya adoptaron esta forma de trabajo,
al tiempo de que contribuye al loable propósito de lo-
grar sociedades más incluyentes, participativas y con
calidad de vida, donde es posible conciliar vida traba-
jo, reducir los efectos medio ambientales y el stress en
las personas por el uso de vehículos y transporte pú-
blico, entre otros aspectos.

Con esta iniciativa que presentamos a nombre del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional avanza-
mos en el cumplimiento de la Plataforma de nuestro
partido de incidir en una economía competitiva y en
crecimiento, con empleos de calidad y oportunidades
para todos. Legislar a favor del teletrabajo nos permi-
te velar por la economía familiar, al ampliar las fuen-
tes de empleo y generar ingresos para las familias me-
xicanas, aumentando su calidad de vida.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la consi-
deración de esta Honorable Asamblea el siguiente pro-
yecto de

Decreto que reforma y adiciona la Ley Federal del
Trabajo

Artículo Único. Se reforma el artículo 311 y adiciona
el capítulo XII Bis sobre Teletrabajo en la Ley Federal
del Trabajo, para quedar redactados como sigue:

Artículo 311. Trabajo a domicilio es el que se ejecuta
habitualmente para un patrón, en el domicilio del tra-
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bajador o en un local libremente elegido por él, sin vi-
gilancia ni dirección inmediata de quien proporciona
el trabajo.

Si el trabajo se ejecuta en condiciones distintas de las
señaladas en este artículo se regirá por las disposicio-
nes generales de esta Ley.

Capítulo XII Bis
Teletrabajo

Artículo 330-A. Será considerado como teletrabajo
a la forma de organización laboral a distancia en la
que el trabajador en relación de dependencia efec-
túa, total o parcialmente, actividades remuneradas
fuera del lugar de trabajo, utilizando tecnologías de
la información y la comunicación. Para fines de es-
ta Ley, a los trabajadores que laboran bajo esta
modalidad se les denomina tele trabajadores.

Artículo 330-B. El convenio del teletrabajo por vir-
tud del cual se establece la relación laboral entre el
empleador y el tele trabajador deberá considerar
las condiciones de servicio, los medios tecnológicos
y de ambiente requeridos y la forma de ejecutar el
mismo en condiciones de tiempo y espacio; las res-
ponsabilidades de custodia de equipos, programas
y manejo de información que, en su caso le sean
otorgados por el empleador; el procedimiento de
solicitud, supervisión y entrega del trabajo a reali-
zar; las medidas de productividad y de seguridad
informática que debe conocer y cumplir el tele tra-
bajador; y demás disposiciones que establezcan las
obligaciones, los derechos y las responsabilidades
que deben asumir las partes.

Artículo 330-C. El empleador debe promover el
equilibrio de la relación laboral de los tele trabaja-
dores a fin de que gocen de un trabajo decente y de
igualdad de trato en cuanto a remuneración, capa-
citación, formación, seguridad social, acceso a me-
jores oportunidades laborales y demás condiciones
que ampara el artículo segundo de la presente Ley
a los trabajadores presenciales que prestan sus ser-
vicios en la sede de la empresa.

Artículo 330-D. Las obligaciones y responsabilida-
des del empleador y del tele trabajador sobre salud,
seguridad y previsión de riesgos profesionales por
las actividades a desarrollar fuera del lugar de tra-

bajo utilizando tecnologías de la información y co-
municación serán precisadas en una norma oficial
mexicana, la cual debe considerar los derechos del
trabajador, como el garantizar el respeto a su inti-
midad y privacidad.

Artículo 330-E. Las autoridades laborales deberán
establecer una red nacional de asesoría, promoción
y fomento del teletrabajo entre organizaciones so-
ciales, privadas y públicas, que facilite la inclusión
laboral de jóvenes, mujeres, personas con discapa-
cidad y adultos mayores en esta forma de organi-
zación laboral; la capacitación, adiestramiento y
certificación de recursos humanos en materias de
tecnologías de la información y comunicación; la
inspección, vigilancia y cumplimiento del marco
normativo en teletrabajo; la cultura del teletrabajo
para generar empleo y aumentar la productividad,
y como medida de implementación en caso de con-
tingencias para garantizar la continuidad de ope-
raciones a que refiere la Ley General de Protección
Civil.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Poder Ejecutivo federal dispondrá de un
plazo de ciento ochenta días hábiles, contados a partir
de la entrada en vigor de la presente iniciativa, para es-
tablecer por parte de las autoridades correspondientes
en materia de salud, seguridad y medio ambiente la
Norma Oficial Mexicana prevista en el artículo 330-D
y para establecer la red nacional de promoción y fo-
mento del teletrabajo del artículo 330-E.

Notas

1 Artículos 2, 7 y 11 de la Ley General de Protección Civil.

2 Inegi. Boletín de Prensa Núm. 502/13. 27 de noviembre de 2013.

3 Ibídem.

4 Gobierno de la República. México. Reformas en Acción.

http://reformas.gob.mx/reforma-en-materia-de-telecomunicacio-

nes/que-es
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Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 10 de abril de 2018.

Diputadas: Arlette Ivette Muñoz Cervantes, Gretel Culin Jaime

(rúbricas).

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS

MEXICANOS, EN MATERIA DE GOBIERNOS DE COALICIÓN,
SUSCRITA POR LOS DIPUTADOS MARKO ANTONIO CORTÉS

MENDOZA, FRANCISCO MARTÍNEZ NERI Y MACEDONIO

SALÓMON TAMEZ GUAJARDO, DE LOS GRUPOS PARLA-
MENTARIOS DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL, DEL PARTI-
DO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA Y DE MOVIMIEN-
TO CIUDADANO

Las y los diputados integrantes del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional, de la LXIII Legisla-
tura del honorable Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos; 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral 1, frac-
ción II; 77, numeral 3, y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, presentamos a consideración de
esta soberanía la presente iniciativa que reforma la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, en materia de gobiernos de coalición, conforme a
la siguiente:

Exposición de Motivos

Durante décadas, la sociedad mexicana ha luchado por
un cambio de régimen que permitiera a nuestro país
vivir una auténtica democracia. En los últimos años
hemos sido testigos de la movilización de los ciudada-
nos a favor de grandes causas como la lucha contra la
corrupción e impunidad y la exigencia de que los go-
biernos garanticen y respeten los derechos humanos.
Los diputados del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional que suscriben la presente iniciativa,
por conducto del suscrito, han sido testigos y protago-
nistas de esas luchas cívicas. Las corrientes políticas
de donde procede, no solo Acción Nacional, sino di-
versos partidos políticos han coincidido en episodios
en los que la democratización del país ha sido el pro-
pósito fundamental: el movimiento estudiantil de
1968; la reconstrucción de la Ciudad de México des-
pués de los sismos de 1985; la lucha contra los fraudes
electorales en Chihuahua en 1986 y en todo el país en
1988; las sucesivas reformas electorales que dieron
paso a la ciudadanización de las autoridades electora-
les y, con ello, a la pluralización del Poder Legislativo
y la alternancia en el Poder Ejecutivo; o las coalicio-
nes electorales en los estados contra el autoritarismo y
la corrupción de los gobiernos priístas. Hoy las fuerzas
políticas que integramos “Por México al Frente” bus-
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camos aglutinar el legado de todas esas expresiones
junto con aquellas otras que, desde la sociedad civil,
coinciden en la tarea de lograr la transformación de
México.

El contenido de la iniciativa de reformas constitucio-
nales que hoy se presenta, tiene el objetivo de dar un
paso más en esa misma dirección: la conformación y
consolidación de un nuevo régimen político sustenta-
do en un verdadero Estado de Derecho, con una divi-
sión de poderes efectiva, un nuevo federalismo que in-
volucre realmente a las entidades federativas y los
municipios en la responsabilidad de lo público, cuya
base sea la participación ciudadana, la transparencia,
la rendición de cuentas y el ejercicio pleno de las li-
bertades en igualdad de condiciones. Un nuevo régi-
men político que cuente con los mecanismos que in-
centiven el buen desempeño en la función pública,
sancione la falta de resultados y garantice la goberna-
bilidad y la gobernanza democrática en nuestro país.

Los últimos veinticinco años del siglo XX significaron
para México toda una serie de cambios en los más dis-
tintos ámbitos de la vida política, social y económica.
El sistema político se fue transformando paulatina-
mente y con las sucesivas reformas electorales se
avanzó en su democratización, en especial en la com-
petitividad entre los partidos por el voto ciudadano y
su representatividad -como se constata en el hecho de
que desde 1997 ningún partido político ha logrado la
mayoría absoluta en ambas Cámaras del Congreso de
la Unión-, la alternancia en el poder en todos los nive-
les y en la pluralidad política. Sin embargo, en el ejer-
cicio del poder se mantuvo su concentración, el presi-
dencialismo exacerbado y se preservaron también las
estructuras locales de poderes, que sin ningún contra-
peso efectivo, derivaron en muchos casos en gobier-
nos autoritarios y corruptos.

En el año 2000 se logró, por primera vez en la historia
moderna de México, la alternancia política en la presi-
dencia de la República. No obstante, este importante
logro en el proceso de transición democrática, no ter-
minó por constituirse en un cambio de régimen políti-
co.

Es indudable que el régimen político mexicano está
agotado y por tanto inviable para atender las actuales
necesidades y afrontar los retos que tiene el país. Por
ello, los diputados de Acción Nacional planteamos co-

mo un objetivo fundamental a conseguir, la consolida-
ción de nuestra democracia mediante el acotamiento
del presidencialismo imperante, una distribución efec-
tiva del poder y mejores mecanismos de control entre
los tres poderes así como en las relaciones entre los
municipios, las entidades y la federación. El impulso
de un nuevo régimen político inicia con el estableci-
miento de un gobierno de coalición que permita los
consensos y la estabilidad necesarios para dar forma a
un gobierno eficaz.

En este contexto, la iniciativa que se presenta tiene co-
mo propósito específico avanzar en los siguientes te-
mas: ampliar la fundamentación para la constitución
de gobiernos de coalición; favorecer la construcción
de mayorías parlamentarias estables; fortalecer las
atribuciones de control y fiscalización del Congreso;
ampliar los mecanismos de rendición de cuentas de la
Administración Pública Federal; y avanzar hacia un
equilibrio más eficaz entre los Poderes de la Unión,
particularmente entre el Ejecutivo y el Legislativo.

Las propuestas contenidas en la presente iniciativa se
agrupan en tres apartados temáticos. En el primero, se
presentan disposiciones encaminadas a fortalecer al
Congreso en su función de contrapeso del Ejecutivo.
Así, en el artículo 50 se establece que la representa-
ción de cada una de las Cámaras recae en una mesa di-
rectiva y que los presidentes de ambas instancias po-
drán ser reelectos durante el tiempo que dure la
legislatura.

En el artículo 69 se propone que el Presidente asista a
la apertura de Sesiones Ordinarias del Primer Periodo
de cada año de ejercicio del Congreso y entregue su in-
forme anual por escrito. Asimismo se propone que,
con el propósito de desarrollar un ejercicio republica-
no de rendición de cuentas y transparencia, el Presi-
dente acuda a una sesión posterior de Congreso Gene-
ral a exponer su informe y sostener un diálogo con los
legisladores. En este mismo artículo se establece de
manera imperativa que tanto los Secretarios de Estado
como los titulares de dependencias y organismos de la
Administración Pública Federal así como los titulares
de los órganos autónomos, deberán comparecer y ren-
dir informes de su gestión ante el pleno o en comisio-
nes, según lo determinen en cada Cámara. Y se esta-
blece de manera explícita que el incumplimiento de
estas disposiciones por parte de los servidores públi-
cos conllevará sanciones específicas. Por último, se in-
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corpora el principio de Parlamento Abierto como el
fundamento para la realización de las funciones de fis-
calización y control del Poder Legislativo.

En la fracción VII del artículo 74 se establece que el
Presidente deberá enviar a la Cámara de Diputados el
Plan Nacional de Desarrollo a más tardar el 1 de fe-
brero del año siguiente a su toma de posesión. A su
vez, la Cámara de Diputados tendrá un plazo máximo
de dos meses para aprobar el Plan Nacional de Desa-
rrollo.

El segundo apartado temático de la presente iniciativa
está referido exclusivamente a dos temas que son, la
conformación de un gobierno de coalición y sobre la
ratificación de Secretarios de Estado por las Cámaras
del Congreso de la Unión, cuando no se conforme un
gobierno de coalición.

Sobre la conformación de un gobierno de coalición, se
propone derogar del texto constitucional -en la frac-
ción III del artículo 74, en la fracción II del artículo 76
y en las fracciones II y XVII del artículo 89- la calidad
de optativa a la facultad del Presidente para conformar
un gobierno de coalición. En contraparte, se establece
en la fracción XVII del artículo 89 que el Presidente
deberá conformar un gobierno de coalición con uno o
varios partidos políticos representados en el Congreso
de la Unión, en caso de que el partido que lo haya pos-
tulado no cuente con una mayoría absoluta en las Cá-
maras del Congreso. Aquí mismo se establece que la
regulación del gobierno de coalición quedará definido
en el convenio, el programa de gobierno y se agrega
que también por la agenda legislativa correspondiente.
De igual manera, se propone que el convenio de go-
bierno de coalición, el programa de gobierno y la
agenda legislativa deberán ser aprobados por mayoría
de los miembros de ambas Cámaras. Por último, se es-
tablece en el artículo 90 que en caso de conformarse
un gobierno de coalición, el titular de la secretaría de
Gobernación fungirá como Jefe de Gabinete.

En cuanto a la ratificación de los Secretarios de Esta-
do, en las fracciones correspondientes de los artículos
74 y 76,  se propone que en un gobierno de coalición
esta facultad corresponda al Senado, tal y como lo es-
tablece el texto vigente. Para el caso de que no se con-
forme un gobierno de coalición, se conserva la atribu-
ción del Senado de ratificar al Secretario responsable
del control interno del Ejecutivo Federal así como al

Secretario de Relaciones Exteriores. Y en cuanto a la
Cámara de Diputados, se propone que además de rati-
ficar al Secretario de Hacienda también ratifique al Se-
cretario de Gobernación. De esta forma lo que se bus-
ca es que cada una de las Cámaras del Congreso
tengan la atribución de ratificar a dos Secretarios de
Estado, según los temas primordiales de atención por
cada una de ellas. Se mantiene la disposición constitu-
cional de que los titulares de los ramos de Defensa Na-
cional y Marina en ningún caso serán objeto de ratifi-
cación por el Congreso. 

El tercer apartado temático de la presente iniciativa es-
tá encaminado al fortalecimiento de las funciones de
control y fiscalización del Congreso. De manera espe-
cífica se establece en el artículo 93 que, además de los
Secretarios de Estado, los titulares de las dependencias
y organismos de la Administración Pública Federal así
como los titulares de los órganos autónomos, estarán
obligados a dar cuenta al Congreso del estado que
guardan sus instituciones, así como responder las pre-
guntas y solicitudes de información o documentación
que les soliciten cualquiera de las Cámaras. Se confir-
ma la disposición de que si alguno de estos servidores
públicos no cumplen con esta obligación de informar
y comparecer ante el Congreso serán sancionados por
ello. 

De igual manera, se establece la atribución de ambas
Cámaras para constituir comisiones de investigación
sobre el funcionamiento de las Secretarías de Estado,
dependencias y organismos de la administración pú-
blica federal, y ya no sólo sobre el funcionamiento de
organismos descentralizados y empresas de participa-
ción estatal mayoritaria como establece el texto vigen-
te. Y también se especifica que las comisiones de in-
vestigación que se integren, tendrán un plazo no
mayor a treinta días naturales para emitir los resulta-
dos de las investigaciones correspondientes.

Para mayor claridad, se señala en el cuadro siguiente
la propuesta de reforma:
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Por las consideraciones expuestas, es que se somete a
la consideración de esta Asamblea el siguiente, 

PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA LA
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS
UNIDOS MEXICANOS

ARTÍCULO ÚNICO. Se REFORMAN los párrafos
primero, segundo y tercero vigentes, del artículo 69;
las fracciones III y VII del artículo 74; la fracción II
del artículo 76; el tercer párrafo de la fracción II y el
primer y segundo párrafos de la fracción XVII, del ar-
tículo 89; del primer al cuarto párrafos vigentes del ar-
tículo 93, y se ADICIONAN un segundo párrafo al ar-
tículo 50; un primer párrafo, recorriendo los
subsecuentes a segundo y tercero, y se adicionan cua-
tro párrafos, recorriendo el tercero vigente al párrafo
octavo, del artículo 69; un tercer párrafo a la fracción
XVII del artículo 89; un quinto párrafo al artículo 90,
y un cuarto párrafo al artículo 93, todos ellos de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, para quedar como sigue:
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Artículo 50. ...

La representación de cada una de las Cámaras re-
caerá en una mesa directiva cuyo Presidente dura-
rá en el encargo un año y podrá ser reelecto.

Artículo 69.-  El Presidente de la República asistirá
a la apertura de Sesiones Ordinarias del Primer
Periodo de cada año de ejercicio del Congreso y
presentará un informe por escrito, en el que mani-
fieste el estado general que guarda la administra-
ción pública del país. En una sesión posterior de
Congreso General acudirá para exponer su infor-
me y sostener un diálogo republicano con los legis-
ladores sobre el estado general que guarda la ad-
ministración pública del país.

En la apertura de las sesiones extraordinarias del
Congreso de la Unión, o de una sola de sus cámaras,
el Presidente de la Comisión Permanente informará
acerca de los motivos o razones que originaron la
convocatoria. 

Cada una de las Cámaras realizará el análisis del in-
forme y podrá solicitar al Presidente de la República
ampliar la información mediante pregunta por escrito,
la respuesta versará estrictamente sobre el conteni-
do de la misma, cuyo resultado deberá ser evalua-
do por las mismas cámaras. 

Los Secretarios de Estado, así como los titulares de
dependencias y organismos de la Administración
Pública Federal comparecerán y rendirán informes
sobre el estado que guarde cada una de sus despa-
chos cuando sean requeridos por alguna de las Cá-
maras. Dichas comparecencias se realizarán ante el
pleno o en comisiones.

Las comunicaciones solicitadas por alguna de las
Cámaras y las comparecencias de los funcionarios
públicos señalados en el párrafo anterior, se reali-
zarán bajo protesta de decir verdad. Los funcio-
narios públicos que no cumplan con las disposi-
ciones anteriores serán sancionados conforme a la
Ley.

La realización de las funciones de fiscalización y
control del Poder Legislativo se desarrollará bajo el
principio de parlamento abierto.

La Ley del Congreso y sus reglamentos regularán
el ejercicio de esta facultad.

… 

Artículo 74. … 

I. a II. ... 

III. Ratificar el nombramiento que el Presidente de la
República haga de los Secretarios de Gobernación y
de Hacienda y Crédito Público, salvo cuando se tra-
te de un gobierno de coalición, en cuyo caso se estará
a lo dispuesto en la fracción II del artículo 76 de esta
Constitución; así como de los demás empleados supe-
riores de Hacienda; 

IV. a VI. ...

VII. Aprobar el Plan Nacional de Desarrollo. 

Para tales efectos, el Presidente de la República en-
viará el Plan Nacional de Desarrollo a la Cámara
de Diputados para su aprobación, a más tardar el
primero de febrero del año siguiente a su toma de
posesión. 

La Cámara de Diputados aprobará el Plan Nacio-
nal de Desarrollo dentro del plazo de dos meses
contado a partir de su recepción. En caso de que no
se pronuncie en dicho plazo, el Plan se entenderá
aprobado. 

El contenido del Plan Nacional de Desarrollo debe-
rá ajustarse a los términos señalados en la ley res-
pectiva.

VIII. a IX. ... 

Artículo 76. Son facultades exclusivas del Senado: 

I. ... 

II. Ratificar los nombramientos que el mismo funcio-
nario haga de los Secretarios de Estado, en caso de que
éste conforme un gobierno de coalición, con excep-
ción de los titulares de los ramos de Defensa Nacional
y Marina; del Secretario responsable del control inter-
no del Ejecutivo Federal; del Secretario de Relaciones
Exteriores; de los embajadores y cónsules generales;
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de los empleados superiores del ramo de Relaciones
Exteriores; de los integrantes de los órganos colegia-
dos encargados de la regulación en materia de teleco-
municaciones, energía, competencia económica, y co-
roneles y demás jefes superiores del Ejército, Armada
y Fuerza Aérea Nacionales, en los términos que la ley
disponga;

III. al XIV. ...

Artículo 89. …. 

I. …

II. ....

…

En los supuestos de la ratificación de los Secretarios
de Relaciones Exteriores, de Hacienda y Crédito Pú-
blico, de Gobernación y del control interno del Eje-
cutivo Federal, cuando no se conforme un gobierno
de coalición, si la Cámara respectiva no ratificare en
dos ocasiones el nombramiento del mismo Secretario
de Estado, ocupará el cargo la persona que designe el
Presidente de la República.

III. a XVI. ..... 

XVII. Conformar un gobierno de coalición con uno o
varios de los partidos políticos representados en el
Congreso de la Unión, en caso de que el partido que
lo haya postulado no cuente con una mayoría abso-
luta en las Cámaras del Congreso. 

El gobierno de coalición se regulará por el convenio,
el programa de gobierno y la agenda legislativa res-
pectivos. El convenio establecerá objeto, duración y
las causas de la disolución. 

El convenio de gobierno de coalición, el programa
de gobierno y la agenda legislativa deberán ser
aprobados por mayoría de ambas Cámaras.

XVIII. a XX. ...

Artículo 90. ... 

…

…

…

En caso de Gobierno de Coalición, el titular de la
Secretaría de Gobernación fungirá como Jefe de
Gabinete.

Artículo 93.- Los Secretarios de Estado así como los
titulares de dependencias y organismos de la Admi-
nistración Pública Federal, al inicio de cada perio-
do de sesiones ordinarias, darán cuenta al Congreso
del estado que guarden sus respectivos ramos.

Los Secretarios de Estado y los titulares de las de-
pendencias y organismos de la Administración
Pública Federal asistirán a cada una de las Cáma-
ras para informar bajo protesta de decir verdad,
cuando se discuta una ley o se estudie un negocio
concerniente a sus respectivos ramos o actividades o
para que respondan a interpelaciones o preguntas. No
se podrá coartar el derecho de los legisladores pa-
ra formular preguntas a los funcionarios públicos,
salvo, las que tengan que ver con respeto y las mo-
ciones de orden, de conformidad a lo dispuesto en
la Ley del Congreso y sus reglamentos respectivos.
Los funcionarios públicos que no cumplan con las
disposiciones anteriores serán sancionados con-
forme a la Ley.

Las Cámaras, a pedido de una cuarta parte de sus
miembros, tienen la facultad de integrar comisiones
para investigar el funcionamiento de las Secretarías
de Estado, las dependencias y organismos de la Ad-
ministración Pública Federal, organismos descentra-
lizados y empresas productivas del Estado.

Las comisiones que se integren para tales efectos,
tendrán un plazo no mayor a treinta días naturales
para emitir los resultados de las investigaciones.

Las Cámaras podrán requerir información o docu-
mentación a los Secretarios de Estado, titulares de
dependencias y organismos de la Administración
Pública Federal y a las empresas productivas del
Estado, mediante pregunta por escrito, la cual debe-
rá ser respondida en un término no mayor a 15 días
naturales a partir de su recepción y versará estricta-
mente sobre el contenido de la misma, el resultado
deberá ser evaluado por las mismas cámaras.
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ARTÍCULO TRANSITORIO

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Palacio de San Lázaro, en la Ciudad de México
a 10 de abril de 2018.

Diputados: Marko Antonio Cortés Mendoza, Francis-
co Martínez Neri, Macedonio Salomón Tamez Guajar-
do.
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